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de Colonia y al Municipio de Nueva 
Helvecia, relacionadas con el aniversario 
de la ciudad de Nueva Helvecia. 


econ destino a la Presidencia de la Repú- 
blica, a todos los Ministerios, a todos los 
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Descentralizados y a los Gobiernos De- 
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namiento Territorial y Medio Ambiente, a 
la Agencia Nacional de Vivienda, al Direc- 
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relacionada con la infraestructura de la 
terminal portuaria de Nueva Palmira. 
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Proyectos presentadoS.....oocooccononccnccnoco: 
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Legislación. 
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Agazzi, Lorier, Martínez, Michelini, Nin 
Novoa y Rubio. 
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señoras Eleonora Bianchi, María Moraes 
y Mariella Torello y los señores Carlos 
Camy, Daniel Olesker, Jorge Basso, 
Eduardo Brenta, Edgardo Ortuño, Juan 
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el artículo 58 de la Ley N* 18.437, 
estableciendo el voto doble al Presidente 
del Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación 
Pública. 
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Representantes. 


25 de abril de 2012 


384 


385 y 431 


386 


414 


25 de abril de 2012 


10) Designación de Ministros de Tribunal 
de Apelaciones......occccconoccncnnnoncnncnnoninonos 425 


- Mensajes de la Suprema Corte de Justi- 
cia por los que solicita la aprobación co- 
rrespondiente para designar Ministros de 
Tribunal de Apelaciones a los doctores 
Cristóbal Nogueira Mello, Edgardo Mateo 
Ettlin Guazzo y Rolando Rubens Vomero 
Blanco. 


- Concedida. 
12) Fundación Teletón Uruguay........cmccm.moo. 432 


- Proyecto de ley por el que se establece 
un régimen de devolución del Impuesto 
al Valor Agregado para las adquisiciones 
de bienes y servicios destinados a la 
construcción del Centro de Rehabilitación 
Regional de la ciudad de Fray Bentos. 


- Sancionado. Se comunicará al Poder 
Ejecutivo. 


1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
“Montevideo, 20 de abril de 2012. 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en se- 
sión extraordinaria el próximo miércoles 25 de abril, 
a la hora 9 y 30, a fin de informarse de los asuntos 
entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DÍA 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


1%) por el que se aprueba el Convenio Internacio- 
nal del Trabajo N* 189 sobre el trabajo decente para 
las trabajadoras y los trabajadores domésticos 2011, 
adoptado en la 100* Reunión de la Conferencia Inter- 
nacional del Trabajo, celebrada en la ciudad de Gine- 
bra en el año 2011. 

Carp. N* 828/2012- Rep. N* 515/2012 


22) por el que se modifica el artículo 58 de la Ley 
N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008 (Ley General 
de Educación) estableciendo el voto doble al Presi- 
dente del Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública (ANEP). 

Carp. N* 812/2012- Rep. N* 517/2012 
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13) Unidad Operativa Central del Plan 
JUAS 438 


- Proyecto de ley por el que se la incorpora 
al régimen de donaciones con tratamiento 
fiscal especial. 


- Sancionado. Se comunicará al Poder 
Ejecutivo. 


14) Postergación de los numerales sexto y 
séptimo del Orden del Día.................... 444 


- Por moción de la señora Senadora 
Moreira, el Senado resuelve postergar el 
asunto que figura en sexto término para 
la primera sesión ordinaria del mes de 
mayo. 


- Por moción del señor Senador Nin 
Novoa, el Senado resuelve postergar el 
asunto que figura en séptimo término 
para la primera sesión ordinaria del mes 
de mayo. 


15) Levantamiento de la sesión...............m.o. 445 


3%) Informe de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos referido al mensaje remitido por la Suprema 
Corte de Justicia, por el que solicita la aprobación co- 
rrespondiente, de conformidad con lo establecido por 
el artículo 239 numeral 4 de la Constitución de la 
República, a fin de designar como Ministro del Tribu- 
nal de Apelaciones: 


- al doctor Cristóbal Nogueira Mello. 
Carp. N* 794/2012 - Rep. N* 520/2012 


- al doctor Edgardo Mateo Ettlin Guazzo. 
Carp. N* 789/2012 - Rep. N* 521/2012 


- al doctor Rolando Rubens Vomero Blanco. 
Carp. N* 793/2012 - Rep. N* 522/2012 


Discusión general y particular de los siguientes 
proyectos de ley: 


49) por el que se establece en beneficio de la Fun- 
dación Teletón Uruguay, un régimen de devolución 
del Impuesto al Valor Agregado incluido en las adqui- 
siciones de bienes y servicios destinados a la cons- 
trucción del Centro de Rehabilitación Regional, de la 
ciudad de Fray Bentos. 

Carp. N* 829/2012 - Rep. N* 519/2012 
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5%) por el que se incorpora al régimen de donacio- 
nes con tratamiento fiscal especial a la Unidad Ope- 
rativa Central del Plan Juntos. 

Carp. N* 825/2012 - Rep. N* 518/2012 


6) por el que se designa con el nombre de “Maes- 
tro José Pedro Martínez Matonte” el Liceo N* 52 del 
departamento de Montevideo, dependiente del Con- 
sejo de Educación Secundaria, Administración Na- 
cional de Educación Pública. 

Carp. N* 824/2012 - Rep. N* 516/2012 


7% Mensaje del Poder Ejecutivo por el cual so- 
licita la venia correspondiente a fin de destituir de 
su cargo a un funcionario del Ministerio de Ganade- 
ría, Agricultura y Pesca. (Se incluye en el Orden del 
Día por vencimiento del plazo reglamentario). (Plazo 
constitucional vence el 23 de mayo de 2012). 

Carp. N* 476/2011 - Rep. N* 523/2012 


Gustavo Sánchez Piñeiro 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Amorín, 
Baráibar, Bordaberry, Couriel, Da Rosa, Dalmás, 
Fernández, Gallinal, Gallo Imperiale, Lacalle 
Herrera, Larrañaga, Martínez Huelmo, Michelini, 
Montiel, Moreira (Carlos), Moreira (Constanza), 
Nin Novoa, Pasquet, Pintos, Rosadilla, Rubio, 
Saravia, Solari, Tajam, Viera y Xavier. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores 
Agazzi, Lorier, Martínez y Topolansky; y con 
aviso, los señores Senadores Abreu, Chiruchi, 
Heber y Penadés. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 36 minutos.) 
- Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñeiro).- 
“La Presidencia de la Asamblea General destina un Men- 
saje del Poder Ejecutivo al que acompaña un proyecto de 
ley por el que se establecen normas relativas a la actividad 
de los museos y se crea el Sistema Nacional de Museos. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 
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El Poder Ejecutivo remite Mensajes: 


- por el que solicita la venia correspondiente, de 
conformidad con lo dispuesto por el numeral 12 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, para 
acreditar en calidad de Embajadora Extraordinaria 
y Plenipotenciaria de la República ante la República 
Helénica, a la señora Adriana Lissidini. 

- A LA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


- por el que solicita la venia correspondiente, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 11 del 
artículo 168 de la Constitución de la República, para 
conferir el ascenso al grado de Coronel, con fecha 
19 de febrero de 2012, por el Sistema de Antigúedad 
Calificada, a la señora Teniente Coronel Marta R. 
Iturvide. 

- ALA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL. 


- por el que comunica la promulgación de un pro- 
yecto de ley por el que se aprueba el Convenio de 
Transporte por Agua entre la República Oriental del 
Uruguay y la República Argentina, suscrito en la ciu- 
dad de Montevideo el 14 de octubre de 1994. 


- por el que comunica que ha dictado una reso- 
lución por la cual acepta la renuncia del señor Ale- 
jandro Orellano Cancela al cargo de Presidente del 
Directorio de la Administración de Ferrocarriles del 
Estado. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


El Ministerio de Salud Pública remite respuesta a 
un pedido de informes solicitado por el señor Sena- 
dor Gustavo Penadés, relacionado con la suspensión 
cautelar de actividades del Laboratorio ION. 

- OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR PENADÉS. 


El Ministerio de Desarrollo Social remite respues- 
ta a un pedido de informes solicitado por el Señor 
Senador Luis Alberto Lacalle Herrera, relacionado 
con las organizaciones no gubernamentales y demás 
personas jurídicas de Derecho Privado que tienen 
vinculación contractual con dicho Ministerio. 

- OPORTUNAMENTE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR LACALLE HERRERA. 


La Junta de Transparencia y Ética Pública re- 
mite un informe relacionado con la interpelación 
efectuada el 22 de noviembre de 2011 al señor Mi- 
nistro de Salud Pública para informar sobre la ges- 
tión de la Administración de los Servicios de Salud 
del Estado. 

- ALA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA. 
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La Cámara de Representantes remite aprobado un 
proyecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo so- 
bre Medidas del Estado Rector del Puerto Destinadas 
a Prevenir, Desalentar y Eliminar la Pesca llegal, No 
Declarada y No Reglamentada, suscrito en Roma, en 
oportunidad del 36% Período de Sesiones de la Con- 
ferencia de la Organización de las Naciones Unidas 
para la Agricultura y la Alimentación, el 22 de no- 
viembre de 2009. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES. 


Y comunica, 
- que ha aprobado los siguientes proyectos de ley: 


* por el que se modifica el literal f) del apartado c) 
del artículo 16 de la Ley N” 18.650, de 19 de febrero 
de 2010, relativo a la designación y el pase a retiro del 
Jefe del Estado Mayor de la Defensa. 


* por el que se aprueba la Resolución A/RES/64/255 
de la Asamblea General de las Naciones Unidas, 
adoptada en Nueva York en la 74* Sesión Ordinaria, de 
2, de marzo de 2010, relativa a la seguridad vial. 


* por el que se aprueba el Acuerdo Marco entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República Federativa del Brasil para 
Intercambio de Informaciones y Cooperación en Se- 
guridad Pública, firmado en la ciudad de Montevideo 
el 30 de mayo de 2011. 


* por el que se designa con el nombre de “Alfredo 
Zitarrosa” la Escuela Técnica Ruta 1 de la Ciudad 
del Plata, departamento de San José, dependiente del 
Consejo de Educación Técnico-Profesional, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública. 

- AGRÉGUENSE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVENSE. 


- que ha designado, para integrar la Comisión 
Administrativa del Poder Legislativo que actuará du- 
rante el Tercer Período de la XLVII Legislatura, a los 
señores Representantes Carlos Varela Nestier, Felipe 
Carballo y Jaime Mario Trobo. 

- TÉNGASE PRESENTE. 


Asimismo, remite copia de la versión taquigráfica 
de las palabras pronunciadas por el señor Represen- 
tante Gustavo Cersósimo, relacionadas con el sistema 
de enseñanza de inglés por inmersión. 

- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 


El señor Senador Ricardo Planchón, conforme a 
lo establecido en el artículo 172 del Reglamento del 
Senado, solicita, con fecha 18 de abril, se cursen las 
siguientes exposiciones escritas: 
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- con destino a la Presidencia de la República, a 
todos los Ministerios, a la Embajada de Suiza en Uru- 
guay, a la Intendencia de Colonia, a la Junta Departa- 
mental de Colonia y al Municipio de Nueva Helvecia, 
relacionadas con el aniversario de la ciudad de Nueva 
Helvecia. 


- con destino a la Presidencia de la República, a 
todos los Ministerios, a todos los Entes Autónomos, a 
todos los Servicios Descentralizados y a los Gobier- 
nos Departamentales, relacionada con la necesidad 
de contar en todas las oficinas estatales con gabinetes 
higiénicos de uso público. 


- con destino a la Presidencia de la República, al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, al Minis- 
terio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, a la Agencia Nacional de Vivienda, al Di- 
rectorio de Obras Sanitarias del Estado, a la Inten- 
dencia de Colonia, a la Junta Departamental de Colo- 
nia y al Municipio de Nueva Palmira, relacionada con 
la infraestructura de la terminal portuaria de Nueva 
Palmira. 

- HAN SIDO REPARTIDAS. SE VAN A VOTAR UNA 
VEZ FINALIZADA LA LECTURA DE LOS ASUNTOS 
ENTRADOS. 


La Comisión de Educación y Cultura eleva infor- 
mados los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se modifica el artículo 58 de la Ley 
N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008 (Ley General 
de Educación), estableciendo el voto doble al Presi- 
dente del Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública (ANEP). 


- por el que se designa con el nombre de “Maestro 
José Pedro Martínez Matonte” el Liceo N* 52, del de- 
partamento de Montevideo, dependiente del Consejo 
de Educación Secundaria, Administración Nacional 
de Educación Pública. 


La Comisión de Asuntos Internacionales eleva 
para su inclusión en el Orden del Día de la sesión 
de hoy, de acuerdo con lo resuelto por el Cuerpo con 
fecha 17 de abril del corriente, un proyecto de ley por 
el que se aprueba el Convenio Internacional del Tra- 
bajo N* 189, sobre el trabajo decente para las traba- 
jadoras y los trabajadores domésticos 2011, adoptado 
en la 100* Reunión de la Conferencia Internacional 
del Trabajo, celebrada en la ciudad de Ginebra en el 
año 2011. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva in- 
formadas las siguientes solicitudes de venia a fin de 


designar como Ministros de Tribunal de Apelaciones: 


- al doctor Cristóbal Nogueira Mello; 
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- al doctor Edgardo Ettlin Guazzo; 


- al doctor Rolando Vomero. 
- HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


Asimismo eleva, por vencimiento del plazo regla- 
mentario, una solicitud de venia remitida por el Poder 
Ejecutivo a fin de destituir de su cargo a un funciona- 
rio del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 

- HA SIDO REPARTIDA Y SE ENCUENTRA IN- 
CLUIDA EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE 
HOY POR DISPOSICIÓN REGLAMENTARIA. 


La Comisión de Hacienda eleva informados los si- 
guientes proyectos de ley: 


- por el que se establece, en beneficio de la Fun- 
dación Teletón Uruguay, un régimen de devolución 
del Impuesto al Valor Agregado incluido en las adqui- 
siciones de bienes y servicios destinados a la cons- 
trucción del Centro de Rehabilitación Regional de la 
ciudad de Fray Bentos. 


- por el que se incorpora al régimen de donaciones 
con tratamiento fiscal especial, a la Unidad Operativa 
Central del Plan Juntos. 

- HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS 
EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA SESIÓN DE HOY. 


La Junta Departamental de Maldonado remite co- 
pia de la versión taquigráfica de las palabras pronun- 
ciadas por el señor Edil Alejandro Lussich con motivo 
del homenaje realizado a la figura del doctor Luis Al- 
berto de Herrera. 

- ALA BANCADA DEL PARTIDO NACIONAL. 


La Junta Departamental de Rocha remite copia de 
la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas 
por el señor Edil Herman Alsina, relacionadas con 
los préstamos que ofrecen las empresas financieras. 

- ALA COMISIÓN DE HACIENDA. 


La Junta Departamental de Río Negro remite nota 
comunicando su apoyo al proyecto de ley que busca 
la inserción laboral de la población afrodescendiente. 

- A LA COMISION DE POBLACIÓN, DESARRO- 
LLO E INCLUSIÓN. 


La Embajada de la República de Turquía remite 
nota por la que comunica la conformación del Grupo 
de Amistad Parlamentaria Turco - Uruguayo. 


La Embajada de la República de Nicaragua remite 
nota expresando su beneplácito por la conformación del 
Grupo de Amistad Parlamentaria Nicaragua - Uruguay. 

- ALA COMISIÓN DE ASUNTOS INTERNACIO- 
NALES.” 
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4) EXPOSICIONES ESCRITAS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde votar el 
envío de las exposiciones escritas presentadas por el 
señor Senador Ricardo Planchón, de las que se diera 
cuenta durante la lectura de los asuntos entrados. 


(Se vota:) 
- 14 en 16. Afirmativa. 


(Texto de la exposición escrita relacionada con el 
aniversario de la ciudad de Nueva Helvecia:) 


“Montevideo, 11 de abril de 2012. 


Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi consideración: 


A través de la presente Exposición Escrita, basán- 
dome en el artículo 172 del Reglamento de nuestra 
Cámara y en mi calidad de Senador de la República, 
me dirijo a Ud. con el fin de exponer un tema real- 
mente importante para mi departamento. 


El día miércoles 25 de abril de 2012, se celebra 
el 150 aniversario de la Fundación de la ciudad de 
Nueva Helvecia, ciudad situada en el departamento 
de Colonia. 


Las primeras oleadas migratorias de europeos lle- 
gan al territorio actualmente denominado ciudad de 
Nueva de Helvecia, hacia fines del año 1861. En su 
mayoría son suizos, siendo el día 25 de abril de 1862 
en el que se registra el mayor número de arribo de 
emigrantes, y por lo tanto ese día, desde entonces se 
toma históricamente como Fundación de la ciudad de 
Nueva Helvecia. 


La Colonia se fue consolidando, y el trabajo agrí- 
cola se convirtió en una de las principales actividades 
de sustentamiento en especial la fruticultura y la le- 
chería. El 26 de mayo de 1894 se promulgó la ley de 
declaración de pueblo a Nueva Helvecia. 


La Ley N” 11.892 del 18 de diciembre de 1952, 
elevó a la categoría de ciudad a Nueva Helvecia. 
Suiza en Europa, que en ese entonces atravesaba 
por una fuerte crisis económica, obligó a que 
muchos de sus ciudadanos debieran buscar mejores 
posibilidades en el exterior, para lo cual América del 
Sur representaba una posibilidad de prosperidad y 
progreso. En el caso de Uruguay, en concreto, ofrecía 
una gama de alternativas a los inmigrantes, no solo 
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por su estabilidad política y hegemonía en lo social, 
sino además porque disponía de grandes propiedades 
rurales y prueba de ello es el afincamiento de las 
primeras viviendas en el Litoral Oeste, sobre los 
departamentos de Colonia y de Soriano, destinadas 
a la productividad agrícola y ganadera. Aparece 
entonces Nueva Helvecia como enclave cultural 
europeo, la ciudad si bien está ubicada en Uruguay, 
en el departamento de Colonia, comparte una serie 
de rasgos y similitudes con Europa, principalmente 
con Suiza, Alemania y Francia como resultado de su 
estrecho vínculo con el monopolio cultural y social de 
esos países. La fiesta del 1” de agosto celebrada en los 
cantones suizos, es aún más notoria y extravagante 
en Nueva Helvecia. Así mismo la conmemoración en 
torno al aniversario de la Confederación Helvética, 
se extiende incluso hasta por un período de treinta 
días, comenzando con el tradicional llamamiento de 
las iglesias católicas y Evangélicas y culminando con 
un almuerzo de estilo familiar en el que se reúnen 
autoridades departamentales y nacionales. Por otro 
lado un aspecto relevante de la arquitectura neo- 
helvética es que a diferencia de lo que ocurre en 
otras ciudades uruguayas, en este cono urbano es 
posible apreciar un diseño de naturaleza heráldica 
en el que cada edificación porta un escudo simbólico 
en referencia a los diferentes cantones suizos 
desde donde llegaron los primeros pobladores de la 
metrópoli. 


Nueva Helvecia fue la primera zona turística del 
país, con la fundación del Hotel Suizo en el año 1872, 
además la zona es centro de importantes industrias, 
la mayoría de ellas dedicadas a la producción láctea. 
Entre sus atractivos turísticos se destaca la Plaza de 
los Fundadores, con su colorido reloj de flores; el Por- 
tal de la Ciudad; el Museo Archivo Regional; el Par- 
que Municipal José Pedro Varela; el Tanque de OSE 
con su peculiar arquitectura suiza. 


Solicito que este homenaje con mi exposición sea 
enviado a los siguientes ámbitos: 


+ Presidencia de la República 

* Todos los Ministerios 

+ Embajada Suiza en Uruguay 

* Intendencia de Colonia 

* Junta Departamental de Colonia 
+ Municipio de Nueva Helvecia 
Sin otro particular, saluda atte. 


Ricardo Planchón. Senador.” 
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(Texto de la exposición escrita relacionada con la 
necesidad de contar con gabinetes higiénicos de uso 
público en todas las oficinas estatales: ) 


“Montevideo, 18 de abril de 2012. 


Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi consideración: 


A través de la presente Exposición Escrita, basán- 
dome en el artículo 172 del Reglamento de nuestra 
Cámara y en mi calidad de Senador de la República, 
me dirijo a Ud. con el fin de exponer la necesidad que 
todas las instituciones del Estado, tanto los Servicios 
Descentralizados, Entes Autónomos, dependientes 
del Gobierno Central como de los Gobiernos Departa- 
mentales dispongan de baños para uso público. 


Deberá ser obligatorio que todas las oficinas 
públicas brinden este servicio, y en ningún caso la 
cantidad de sanitarios será inferior a dos, distribuidos 
para uso de cada sexo y que contenga cada uno como 
mínimo un inodoro y un lavatorio, debiendo prever 
instalaciones aptas para personas con discapacidad 
motriz. Las dimensiones que tengan los mismos, 
serán acordes a la cantidad promedio de personas 
que habitualmente concurren al lugar. 


Es frecuente que los usuarios al tener necesidad 
de hacer uso de instalaciones sanitarias pregunten 
a los funcionarios y se les informe que no tienen 
baños para el público. En muchos casos, los mismos 
están realizando trámites que tienen demoras, en 
compañía de sus hijos menores de edad, o personas 
con capacidad diferente o ancianos. Es menester dar 
respuesta a los inconvenientes que se suscitan como 
consecuencia de la falta de instalaciones sanitarias. 


Se solicita que la presente exposición sea enviada 
a los siguientes ámbitos: 


* Presidencia de la República 

* Todos los Ministerios 

* Todos los Entes Autónomos 

* Todos los Servicios Descentralizados 

+ 19 Gobiernos Departamentales del país. 
Sin otro particular, saluda atte. 


Ricardo Planchón. Senador.” 
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(Texto de la exposición escrita relacionada con 
la infraestructura de la terminal portuaria de Nueva 
Palmira) 


“Montevideo, 18 de abril de 2012. 


Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi consideración: 


A través de la presente exposición, basándome en 
el artículo 172 del Reglamento de nuestra Cámara y 
en mi calidad de Senador de la República, me dirijo 
a Ud. con el fin de exponer una situación que se sus- 
cita en el departamento de Colonia, específicamente 
en la ciudad de Nueva Palmira. 


Esto se refiere a distintas circunstancias que vive 
la población de Nueva Palmira y que se siente perju- 
dicada por una falta de atención por parte del gobier- 
no a la hora de tener en cuenta sus necesidades. 


Un ejemplo son los accesos a la terminal portuaria 
de Nueva Palmira. Dicho puerto está establecido en 
el sitio conocido históricamente como Puerto Higue- 
ras y ha venido experimentando una serie de sucesi- 
vas transformaciones, destacándose la edificación de 
silos para cereales y la instalación de cintas transpor- 
tadoras, para una movilización operativa más eficien- 
te de los mismos. Este puerto es de vital importancia 
para la proyección de la Hidrovía Paraná-Paraguay, 
encontrándose en un punto estratégico para el de- 
sarrollo eficiente de operaciones de transferencia de 
carga de embarcaciones fluviales y buques de ultra- 
mar. Cuenta además con una zona franca y condicio- 
nes de accesibilidad fluvial desde el Río de la Plata a 
través del canal Martín García, lo que lo convierte en 
un portal del continente sudamericano. 


Este complejo portuario formado por tres termi- 
nales como son Navíos, ANP y Ontur, viene experi- 
mentando un gran crecimiento paralelamente con el 
sector agroindustrial de nuestro país y refleja al país 
productivo. Se dedica básicamente a la operación con 
mercadería a granel, esencialmente granos como tri- 
go, soja, silos, frutas cítricas, maderas y sus deriva- 
dos, mercaderías en tránsito. A él arriba y se almace- 
na celulosa, krill procedente del Atlántico Sur, el que 
se acopia en cámaras frigoríficas ubicadas en zona 
franca, listos para proceder a la exportación. 


Paradójicamente se encuentra en un entorno des- 
cuidado, donde no está previsto brindar los servicios 
indispensables. 
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Esta terminal portuaria no cuenta con una playa de 
estacionamiento asfaltada, ni ofrece el servicio de ba- 
ños públicos, ni provee un lugar físico a los trabajadores 
del transporte para que puedan almorzar. Las malas 
condiciones también están en los caminos de acceso. 


Otro de los problemas que se suscita en Nueva 
Palmira es la falta de viviendas ya que esta zona del 
país y del departamento de Colonia ha vivido un gran 
crecimiento portuario que ha llevado a la radicación 
de mucha gente y un gran crecimiento rural también. 
La falta de viviendas se ha hecho notar y las que exis- 
ten, tienen precios inaccesibles lo que lleva a que 
solicitemos ante el Ministerio de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente y ante la Agen- 
cia Nacional de Vivienda que busquen rápidamente 
soluciones a estos problemas. 


Otro de los temas que Nueva Palmira espera, es la 
concreción de saneamiento para lo cual en los años 
2010 y 2011 realizamos pedidos de informe e hici- 
mos exposiciones en la Cámara de Diputados en su 
momento, solicitando la concreción de saneamiento 
para Nueva Palmira solicitando los recursos económi- 
cos para que esto se concrete. Las contestaciones del 
Ministerio y del Directorio de OSE siempre han sido 
las mismas y Nueva Palmira sigue esperando el sa- 
neamiento. Por lo cual solicitamos, ahora en mi con- 
dición de Senador de la República, que el Directorio 
de OSE tenga presente este pedido para concretarlo 
en la rendición de cuentas y en la ampliación presu- 
puestal, visto que con la recaudación que el Gobierno 
nacional tiene estimada para el año 2012, este tipo de 
prioridades deben ser atendidas. 


Ante lo expresado, solicitamos que esta exposición 
sea enviada los siguientes ámbitos: 


* Presidencia de la República 
+ Ministerio de Transporte y Obras Públicas 


* Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 


» Agencia Nacional de Viviendas 

* Directorio de Obras Sanitarias del Estado (OSE) 
+ Intendencia de Colonia 

* Junta Departamental de Colonia 

* Municipio de Nueva Palmira 

Sin otro particular, lo saluda atte. 


Ricardo Planchón. Senador.” 
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5) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez 
Piñeiro).- “El señor Senador Pedro Bordaberry 
presenta, con exposición de motivos, un proyecto 
de ley por el que se establecen normas relacionadas 
con la creación del Instituto Universitario de 
Educación en el ámbito del Sistema Nacional de 
Educación Pública”. 


- ALA COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA. 
(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


La Ley General de Educación N” 18.437, de 12 
de diciembre de 2008, en su artículo 84, estableció: 
Créase el Instituto Universitario de Educación (en 
adelante IUDE), en el ámbito del Sistema Nacional 
de Educación Pública que desarrollará actividades 
de enseñanza, investigación y extensión. Formará 
maestros, maestros técnicos, educadores sociales 
y profesores, y otorgará otras titulaciones que la 
educación nacional requiera. A la vez, dicha norma, 
constituyó una Comisión de Implantación integrada 
por representantes de varias entidades cometiéndole 
la elaboración de la propuesta general para la 
estructura académica y curricular, la cuantía y 
característica del personal, el patrimonio, entre otros 
aspectos. 


La Comisión, integrada en el 2009, se pronunció 
en abril de 2010 y a la fecha el Poder Ejecutivo no ha 
remitido el proyecto de ley orgánica habiendo vencido 
en exceso el plazo dispuesto al efecto. 


En tal sentido, atendiendo una justa reivindica- 
ción de los docentes de todo el país presentamos este 
proyecto de ley a fin de subsanar la omisión del Poder 
Ejecutivo. Mientras el Poder Legislativo no apruebe 
la ley orgánica, necesaria e imprescindible para que 
el TUDE comience a funcionar, seguiremos contem- 
plando como los derechos de los docentes de Uruguay 
son vulnerados. 


Muchas cosas hay que hacer para profesionalizar 
y jerarquizar la tarea de nuestros docentes, pero si 
hay una necesaria y que se considera de suma impot- 
tancia es otorgarle el rango universitario a sus títulos 
profesionales. 
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El Poder Ejecutivo ha estado omiso no solo con lo 
que establece la ley de educación, aprobada con los 
votos del gobierno. También lo está con lo acordado 
en los Acuerdos Multipartidarios de Educación del 
año 2010 los que establecieron que la formación 
inicial y continua de los docentes constituye un 
factor clave para el sistema nacional de educación 
y para impulsar propuestas de transformación con 
calidad en la educación. En dicha oportunidad, 
todos los partidos políticos con representación 
parlamentaria, acordamos que la formación de 
profesionales de la educación deberá ofrecer carreras 
de grado y de posgrado universitarios, vinculándose 
con otras entidades universitarias, propiciando la 
descentralización y la existencia de un sistema de 
becas. A tales efectos se acordó que la institución 
pública que ofrezca esta formación se constituyera 
en un Ente autónomo. 


La necesidad de otorgar el rango universitario a 
los docentes ha sido, desde hace muchísimo años, re- 
clamo y propuesta del Partido Colorado. En el año 
2003 el Senador Yamandú Fau presentó un proyecto 
de ley por el que se modificaba la Ley de Educación 
N* 15.739 otorgando tal carácter a los títulos que se 
expedían por la ANEP El proyecto (Carpeta 895/002 
- Rep. 743/003) fue aprobado en el Senado de la Re- 
pública y pasó a la Cámara de Representantes, donde 
quedó a consideración en la Comisión de Educación 
y Cultura. 


En la Legislatura siguiente, el Senador Julio Ma- 
ría Sanguinetti -en el año 2005- presentó un nuevo 
proyecto de ley que nuevamente propuso modificar 
la ley de educación vigente estableciendo mecanis- 
mos de coordinación entre la ANEP y la Udelar, entre 
otras cuestiones. En dicha oportunidad, se tomaron 
en cuenta todas las consideraciones efectuadas por 
los distintos actores vinculados con el quehacer edu- 
cativo que se presentaron ante las comisiones parla- 
mentarias. 


Posteriormente, el Partido Colorado, en las elec- 
ciones de 2009, lo presentó como una de sus propues- 
tas programáticas y en marzo de 2011 fue la primera 
de las 50 Propuestas para Mejorar la Educación, ins- 
tancia en la que se solicitó aprobar prontamente la ley 
orgánica del IUDE ya que el tema se estaba difiriendo 
en forma por demás excesiva. 


La temática en cuestión es una larga aspiración y, 
como se dijo, un justo reclamo de los cuerpos docen- 
tes del país, contando con el apoyo de la comunidad 
educativa en su conjunto. 


Hoy venimos a presentar este proyecto siguiendo 
la línea desarrollada en los últimos años. Entendemos 
que no existen motivos para tanta demora. 


368-C.S. 


En el 2003 y 2005 los Legisladores colorados, al 
presentar los proyectos de ley, expresaron que se pro- 
curaba, a través de los mismos, atender la importan- 
te situación de desventaja que, desde hace décadas, 
los docentes uruguayos padecen. Estas desventajas 
se manifiestan no solo cuando se presentan fuera del 
país, sino que también dentro de sus fronteras ya que 
existen Universidades o Institutos Universitarios que 
expiden títulos de carácter docente que luego son 
revalidados automáticamente o parcialmente por la 
ANEP Esto implica, para quienes se formaron en ins- 
tituciones privadas, una ventaja significativa a la hora 
de competir, ya que algunos tendrán a partir de estas 
situaciones doble titulación, una de carácter universi- 
tario y otra oficial de carácter docente, sin este rango. 


En pocas palabras, hace más de 8 años que los 
docentes de nuestro país esperan por la norma que 
finalmente haga justicia y reconozca de una vez y 
para siempre, el rango y carácter universitario de la 
formación que los mismos poseen. Sin dudas que di- 
versas acciones y resoluciones administrativas habrá 
que adoptar para realizar las transformaciones en 
programas y planes, afianzando las tareas de investi- 
gación y de extensión a fin de consolidar un Instituto 
Universitario. 


Por lo expresado, se estima pertinente presentar a 
consideración del Poder Legislativo este proyecto de 
ley que contempla los aspectos necesarios para que el 
Instituto Universitario de Educación (IUDE) sea una 
realidad, ratificando una vez más el compromiso del 
Partido Colorado con la profesionalización de los do- 
centes y con la tarea que estos realizan todos los días 
en las aulas de nuestros centros educativos. 


El proyecto prevé que el Instituto funcionará 
como Ente Autónomo (Art. 1%) 


Los artículos 2* y 3” establecen sus fines y cometi- 
dos entre los cuales se encuentra la jerarquización y 
revalorización docente y la formación de profesiona- 
les universitarios de la educación. 


Se prevé que el IUDE estará dirigido por un Con- 
sejo Directivo Central (Arts. 4% y 9%) el que estará 
compuesto por seis miembros de reconocida solven- 
cia en temas de educación (Art. 109). 


Tres de ellos designados por el Poder Ejecutivo 
con venia del Senado de la República y tres designa- 
dos uno por el cuerpo docente, otro por los estudian- 
tes y el último por los egresados. Estos últimos con 
VOZ pero sin voto. 


A su vez se crean Centros Universitarios de For- 
mación docente, con la obligación de que exista por 
lo menos uno en cada departamento. 
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Proyecto de Ley 
CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1”. (Régimen general).- El Instituto 
Universitario de Educación (IUDE) es una persona 
jurídica pública, que funcionará como Ente Autóno- 
mo, de acuerdo con las disposiciones pertinentes de 
la Constitución de la República, de la Ley N* 18.437, 
de 12 de diciembre de 2008, de esta ley y de las orde- 
nanzas que dicte. 


Integrará el Sistema Nacional de Educación Pú- 
blica y el Sistema Nacional de Educación Terciaria 
Pública (artículo 22 numeral 4 literal B), 49 y 83, de 
la Ley N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008). 


Artículo 2”. (Fines).- El Instituto Universitario 
de Educación (IUDE) tendrá los siguientes fines: 


a) Asegurar una educación de calidad con igual- 
dad de oportunidades, propiciando la equidad en todo 
su ámbito de acción. 


b) Jerarquizar y revalorizar la formación docente, 
como factor clave del mejoramiento de la calidad y de 
la equidad en la educación. 


c) Formar profesionales universitarios de la edu- 
cación motivados y fuertemente comprometidos con 
el quehacer educativo, desarrollando sus capacidades 
y conocimientos para el trabajo en los distintos nive- 
les y modalidades del sistema educativo; todo ello de 
acuerdo con las orientaciones que al efecto establez- 
ca la autoridad educativa competente. 


d) Promover y desarrollar en todos los ámbitos la 
formación en educación a través de la enseñanza, in- 
vestigación y extensión, contribuyendo con la conso- 
lidación de una educación de calidad. 


Artículo 3”. (Cometidos).- El Instituto Univer- 
sitario de Educación tendrá a su cargo actividades de 
enseñanza pública terciaria universitaria en forma- 
ción en educación, para lo cual cumplirá los siguien- 
tes cometidos: 


a) Formar profesionales universitarios de la edu- 
cación: maestros, maestros técnicos, profesores de 
educación física, educadores sociales y profesores, así 
como otros profesionales que la educación nacional 
requiera. 


b) Impulsar la formación científica en educación 
y contribuir al estudio de los problemas de interés 
público en esta área. 


25 de abril de 2012 


c) Desarrollar extensión universitaria en contex- 
tos sociales e institucionales diversos, propiciando 
la descentralización y delegación en sus respectivos 
ámbitos. 


d) Desarrollar cursos y carreras de postgrado (di- 
plomaturas, especializaciones, maestrías y doctora- 
dos) en educación. 


e) Desarrollar programas de formación perma- 
nente, contribuyendo a la actualización de los cono- 
cimientos y a la mejora del nivel de la práctica pro- 
fesional. 


f) Formar parte activa del Sistema Nacional de 
Educación Pública y contribuir a la conformación 
del Sistema Nacional de Educación Terciaria Pública 
en los procesos de transformación institucional de la 
educación y de generalización de la enseñanza tercia- 
ria y universitaria en todo el país. 


g) Cooperar con otras instituciones del Sistema 
Nacional de Educación Pública y relacionarse con 
otras instituciones universitarias con el fin de promo- 
ver programas conjuntos de enseñanza, investigación 
y extensión en el área de la educación. 


h) Promover la formación en educación con com- 
promiso social para actuar en contextos socio-cultu- 
rales diversos, promoviendo el desarrollo integral de 
los individuos y de la sociedad en su conjunto, en el 
ejercicio pleno de sus derechos. 


i) Contribuir a la creación, desarrollo y difusión 
de la cultura nacional y al desarrollo de los procesos 
productivos del país, dentro de un modelo basado en 
la justicia social y en el conocimiento y la mejora de 
la calidad de la educación nacional. 


j) Promover la utilización de las tecnologías de 
la información y la comunicación y la formación en 
lenguas extranjeras de todos los profesionales univer- 
sitarios de la educación, independientemente de su 
especialidad, estableciendo programas específicos de 
formación en este ámbito. 


Artículo 4”. (Integración).- El Instituto Uni- 
versitario de Educación estará dirigido por un Con- 
sejo Directivo Central e integrado por Centros Uni- 
versitarios de Formación Docente (CUFD) en cada 
una de las capitales departamentales y en aquellas 
localidades que el Consejo Directivo Central deter- 
mine de acuerdo con las atribuciones conferidas en 
la presente ley. 


Artículo 5%. (Titulaciones).- El Instituto Uni- 
versitario de Educación otorgará títulos de grado y 
de postgrado de carácter terciario universitario, 
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de acuerdo a lo establecido en cada Plan de Estu- 
dio aprobado por el Consejo Directivo Central y en 
el marco de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley 
N?* 18.437, de 12 de diciembre de 2008. 


Artículo 6%. (Formación permanente).- La 
formación permanente constituye un derecho y una 
obligación de todo profesional de la educación y una 
responsabilidad del Instituto Universitario de Educa- 
ción y de los propios centros educativos. Los progra- 
mas de formación permanente, deberán contemplar 
la adecuación de los conocimientos y métodos a la 
evolución de las ciencias y de las didácticas espe- 
cíficas, así como todos aquellos aspectos de coordi- 
nación, orientación, tutoría, atención educativa a la 
diversidad y organización encaminados a mejorar la 
calidad de la enseñanza y el funcionamiento de los 
centros. 


Artículo 7”. (Cargos docentes).- Los cargos 
docentes del Instituto Universitario de Educación 
serán de carácter efectivo fundamentalmente, por 
un período de cinco años, renovables hasta por diez 
siempre para el caso de que exista evaluación favora- 
ble. También los cargos docentes podrán poseer ca- 
rácter interino. En todos los casos se proveerán por 
concurso y llamados a aspiraciones de acuerdo con 
lo que establezca la normativa que al efecto dictará 
el Consejo Directivo Central la que tendrá en cuenta 
la evaluación, la asiduidad, la formación y la capaci- 
tación. 


Artículo 8”. (Evaluación docente).- El Institu- 
to Universitario de Educación realizará anualmente, 
la evaluación de sus docentes con el objetivo de propi- 
ciar la profesionalización de sus equipos técnicos en 
el marco de las formaciones de grado y de postgrado 
que se brinden. 


CAPÍTULO Il 
ORGANIZACIÓN 


Artículo 9“. (Órganos).- El Instituto Univer- 
sitario de Educación estará dirigido por un Consejo 
Directivo Central y por un Rector que lo presidirá. 
A su vez, se integrará un Consejo Asesor y Consulti- 
vo integrado por todos los Directores de los Centros 
Universitarios de Formación Docente el que sesiona- 
rá una vez al mes. 


Artículo 10. (Del Consejo Directivo Cen- 
tral).- El Consejo Directivo Central del Instituto 
Universitario de Educación estará integrado por seis 
miembros, los que deberán poseer condiciones perso- 
nales relevantes, reconocida solvencia y méritos acre- 
ditados en temas de educación. 
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Tres de sus miembros serán designados por el 
Presidente de la República actuando en Consejo de 
Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores, 
otorgada sobre propuestas fundadas, por un número 
de votos equivalentes a los tres quintos de sus com- 
ponentes. 


Si la venia no fuera otorgada dentro del término 
de sesenta días de recibida su solicitud, el Poder Eje- 
cutivo podrá formular propuesta nueva, o reiterar 
su propuesta anterior, y en este último caso deberá 
obtener el voto conforme de la mayoría absoluta del 
Senado. 


Por el mismo procedimiento será designado de en- 
tre los propuestos por el Poder Ejecutivo el Rector 
que presidirá el Consejo Directivo del IUDE. 


Las designaciones deberán efectuarse al comienzo 
de cada período de gobierno y los miembros designa- 
dos permanecerán en sus cargos hasta tanto no hayan 
sido designados quienes les sucedan. 


En caso de vacancia definitiva, el cargo corres- 
pondiente será provisto en la forma indicada en los 
incisos anteriores. 


Uno de los otros tres miembros será electo por el 
cuerpo docente, otro por los estudiantes y el terce- 
ro por los egresados del Ente, según la reglamenta- 
ción que oportunamente apruebe el Poder Ejecutivo. 
Durarán en sus funciones cinco años, pudiendo ser 
reelectos solamente por un período subsiguiente de- 
biendo para una nueva elección mediar por lo menos 
cinco años desde su cese. El control de la elección 
estará a cargo de la Corte Electoral y se deberá rea- 
lizar en el año anterior al año en que se celebran las 
elecciones nacionales. Los miembros electivos inte- 
grarán el Consejo Directivo Central del JUDE con voz 
y sin voto. 


El Rector en su función de presidente del Consejo 
Directivo Central tendrá doble voto para el caso de 
empate. 


Artículo 11. (Cometidos del Consejo Directi- 
vo Central).- El Consejo Directivo Central del Insti- 
tuto Universitario de Educación tendrá los siguientes 
cometidos: 


a) Cumplir y hacer cumplir la presente ley en su 
órbita de competencia, estableciendo la orientación 
general del Instituto, en especial todo lo concernien- 
te a la promoción y desarrollo de la educación a tra- 
vés de la enseñanza, investigación y extensión a tra- 
vés del desarrollo de los procesos de enseñanza y de 
aprendizaje correspondientes. 
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b) Aprobar los planes y los programas de estudio 
correspondientes a las formaciones de grado y de post- 
grado que se impartan en su órbita, definiendo las 
orientaciones generales correspondientes, promovien- 
do la participación y propiciando la reflexión del colec- 
tivo docente involucrado a través de los mecanismos 
que establecerá al efecto, supervisando el desarrollo 
de los mismos y de los cursos correspondientes. 


c) Aprobar el proyecto de presupuesto y de rendi- 
ción de cuentas el que será presentado ante el Par- 
lamento Nacional de acuerdo con lo dispuesto en la 
Constitución de la República. 


d) Representar al Instituto en las ocasiones pre- 
vistas por el artículo 202, inciso tercero, de la Consti- 
tución de la República. 


e) Dictar los reglamentos necesarios para el cum- 
plimiento de los cometidos establecidos en la presen- 
te ley orgánica, en particular lo concerniente a la or- 
ganización y al funcionamiento de todos los servicios 
a su cargo. En especial deberá propiciar la descentra- 
lización de funciones y de la toma de decisiones pro- 
curando dotar a los centros universitarios de potesta- 
des que faciliten el cumplimiento de sus funciones. 


f) Aprobar los Estatutos de los funcionarios do- 
centes y no docentes del servicio, con las garantías 
establecidas en la Constitución, en esta ley y demás 
normativa de aplicación. 


g) Designar al Secretario General del Consejo Di- 
rectivo Central con carácter de cargo de particular 
confianza. 


h) Destituir por ineptitud, omisión o delito cuando 
con las garantías que fija la ley y el Estatuto, al per- 
sonal docente, técnico, administrativo, de servicio u 
otro de todo el Ente. 


1) Desarrollar los servicios de estadística educativa 
del Ente en un marco de trabajo coordinado con el 
Instituto Nacional de Evaluación al que le brindará 
toda la información que le sea requerida y colaborará 
con el cumplimiento de los cometidos de este en lo 
pertinente. 


1) Conceder las acumulaciones de sueldo que sean 
de interés de la Educación y se gestionen conforme a 
las leyes y reglamentos. 


m) Resolver los recursos de revocación interpuestos 
contra sus actos, así como los recursos jerárquicos. 


n) Delegar en las direcciones de los centros edu- 
cativos las atribuciones que estime conveniente. No 
son delegables las atribuciones que le cometen la 
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Constitución de la República y aquellas para cuyo 
ejercicio esta ley requiere mayorías especiales. 


ñ) Administrar los servicios y dependencias a su 
cargo, propiciando un clima de participación demo- 
crática y social. 


o) Revalidar títulos y certificados de estudios ter- 
ciarios y universitarios. 


p) Diseñar e implementar procesos eficientes y 
eficaces para el desarrollo de la gestión administra- 
tiva en general, así como para la generación, transfe- 
rencia y difusión de información. 


q) Implementar procesos de auditoría interna, 
debiendo rendir cuentas a la sociedad de lo actuado 
una vez al año, presentando resultados de gestión en 
general. 


r) Generar y propiciar ámbitos de intercambio con 
distintos actores sociales (empresarios, sindicatos) 
para que, en el marco de la elaboración de ofertas 
educativas, los mismos participen activamente ha- 
ciendo conocer sus necesidades y perspectivas. 


s) Realizar las designaciones y nombramientos de 
todo el personal, sus reelecciones, ascensos y even- 
tuales sanciones, así como otorgar licencias y desig- 
nar al personal docente y no docente conforme con el 
Estatuto aprobado y propiciando la descentralización 
a favor de los Centros Universitarios de Formación 
Docente. 


t) Propiciar instancias de coordinación con otras 
entidades universitarias nacionales y/o extranjeras. 


Artículo 12. (De las remuneraciones, incom- 
patibilidades y prohibiciones de los integrantes 
del Consejo Directivo Central).- El Rector per- 
cibirá idénticas remuneraciones que un Ministro y 
los integrantes del Consejo Directivo Central el equi- 
valente al noventa por ciento de su remuneración. 
Terminado el ejercicio del cargo, los integrantes del 
Consejo Directivo Central tendrán derecho a ser res- 
tablecidos en su caso a la situación docente que ocu- 
paban o que tenían derecho a ocupar, en el momento 
de asumir sus funciones, sin perjuicio de la aplica- 
ción del régimen de seguridad social que correspon- 
da. Será aplicable lo dispuesto en los artículos 200 
y 201 de la Constitución y no podrán tener vincula- 
ciones laborales o patrimoniales con instituciones de 
enseñanza privada, ni desempeñar la función docen- 
te a título particular en la órbita de universidades o 
institutos que impartan formación en educación. 


Artículo 13. (Atribuciones del Rector del 
TUDE).- El Rector tendrá las siguientes atribuciones: 
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1. Presidir el Consejo Directivo Central, dirigir las 
sesiones, cumplir y hacer cumplir los reglamentos y 
resoluciones. 


2. Representar al Consejo cuando corresponda 
y en el marco de las disposiciones que este dicte al 
efecto. 


3. Autorizar los gastos que sean necesarios, dentro 
de los límites que establezcan la ley y las ordenanzas, 
dando cuenta al Consejo Directivo Central en la for- 
ma que este disponga. 


4. Tomar resoluciones de carácter urgente que 
estime necesarias para el cumplimiento del orden y 
el respeto de las disposiciones reglamentarias, dando 
cuenta al Consejo Directivo Central en la primera se- 
sión ordinaria siguiente. 


5. Adoptar las medidas de carácter disciplinario 
que correspondan, dando cuenta al Consejo en la for- 
ma señalada en el inciso precedente. 


6. Inspeccionar el funcionamiento de las repar- 
ticiones de su competencia y tomar las medidas que 
correspondan. 


7. Preparar y someter a consideración del Consejo 
los proyectos que estime conveniente, en especial es- 
tará a su cargo la coordinación y elaboración de todo 
lo relativo a los proyectos de Presupuesto y de Ren- 
dición de Cuentas en general que se deberán llevar 
adelante en el marco de lo establecido en la presente 
ley y demás normativas de aplicación. 


8. Presentar al Consejo Directivo Central para su 
consideración la memoria anual de las actividades de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 11” literal q) 
de la presente ley. De la misma se dará la más amplia 
difusión y se remitirá copia a los Poderes Ejecutivo 
y Legislativo, sin perjuicio de otras acciones que se 
dispongan al efecto. 


Artículo 14. (Vacancia del Rector).- En caso 
de vacancia temporal por licencia o impedimento, o 
vacancia definitiva del Rector, el Consejo Directivo 
Central por mayoría simple, designará a quien ocupe 
esa función en forma interina hasta tanto se reincor- 
pore o se designe en su caso, al titular. 


Artículo 15. (Del Consejo Asesor y Consul- 
tivo).- El Consejo Asesor y Consultivo de Formación 
Docente estará integrado por todos los Directores de 
los Centros Universitarios de Formación Docente. El 
mismo sesionará por lo menos una vez al mes, de- 
biendo realizarse dichas instancias plenarias en el 
interior del país en un 60% o más. 
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Artículo 16. (De los cometidos del Consejo 
Asesor y Consultivo).- El Consejo Asesor y Consul- 
tivo tendrá los siguientes cometidos: 


a) Pronunciarse preceptivamente y en forma pre- 
via a la aprobación de planes de estudio correspon- 
dientes a carrera de grado o de postgrado, así como 
en todo lo concerniente a la aprobación de normas de 
carácter general inherente a estos. 


b) Ejercer iniciativa como entidad asesora del 
Consejo Directivo Central en toda temática técnico- 
pedagógica, solicitando la información que considere 
pertinente para el cumplimiento de tal cometido. 


c) Elegir, entre sus integrantes, un Secretario Eje- 
cutivo el que durará en sus funciones un año lectivo, 
pudiendo renovarse su función por decisión del Con- 
sejo Asesor y Consultivo. 


d) Pronunciarse en todos los temas de carácter 
técnico-pedagógico que el Consejo Directivo Central 
someta a su consideración e informe. 


Artículo 17. (Del Secretario General).- Habrá 
un Secretario General que dependerá del Consejo Di- 
rectivo Central y será el responsable de la gestión del 
Instituto correspondiéndole el ejercicio de las funcio- 
nes inherentes a la secretaría del Consejo Directivo 
Central, preparando los asuntos que ingresarán a 
consideración de este y asegurando el cumplimiento 
de sus resoluciones. A la vez, coordinará todo lo con- 
cerniente a la gestión administrativa del Ente, propi- 
ciando la evaluación y mejoramiento de la misma en 
forma continua. 


CAPÍTULO III 


DE LOS CENTROS UNIVERSITARIOS DE FOR- 
MACIÓN DOCENTE 


Artículo 18. (De los Centros Universitarios 
de Formación Docente).- Los Centros Universita- 
rios de Formación Docente (CUFD) son unidades ad- 
ministrativas y académicas que permiten cumplir las 
funciones de enseñanza, investigación y extensión. 
Habrá por lo menos un centro por 12 departamentos, 
el que estará ubicado en la capital departamental, sin 
perjuicio de aquellos que se instalen en otros puntos 
del país por resolución del Consejo Directivo Central 
teniendo en cuenta los centros educativos existentes 
a la fecha en todo el país. 


Artículo 19. (De la Dirección de los Centros 
Universitarios de Formación Docente).- Cada 
centro universitario contará con un equipo de 
Dirección conformado por un Director y Subdirectores, 
estos últimos para el caso de que las características 
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del centro lo ameriten. Dichos profesionales serán 
seleccionados por concursos públicos convocados 
al efecto. El Consejo Directivo Central aprobará los 
criterios y procedimientos de aplicación. 


Artículo 20. (De los Consejos de Centro).- En 
cada Centro Universitario de Formación Docente se 
instalará un Consejo de Centro con atribuciones de 
carácter consultivo. Su organización será estableci- 
da por las ordenanzas que dicte el Consejo Directivo 
Central. 


El Consejo de Centro tendrá como cometido ase- 
sorar al Equipo de Dirección del CUFD sobre las ne- 
cesidades de la formación que se brinde en el mismo, 
sobre cuestiones de funcionamiento en general del 
centro universitario y sobre todas aquellos asuntos 
que la Dirección solicite su pronunciamiento o el 
Consejo Directivo Central lo disponga. 


El Consejo de Centro tendrá una integración am- 
plia ya que en el mismo estarán representados los do- 
centes, los estudiantes y los egresados en el número y 
de acuerdo con el procedimiento que dictará la nor- 
mativa que al respecto aprobará el Consejo Directivo 
Central en un plazo no mayor a los 120 días de pro- 
mulgada la presente ley. 


Artículo 21. (De los Departamentos Acadé- 
micos).- Cada Centro Universitario contará con De- 
partamentos Académicos que se estructurarán por 
áreas de conocimiento. Los mismos serán ámbitos 
académicos y de elaboración de proyectos, asesoran- 
do y proponiendo a las direcciones respectivas con el 
propósito de reforzar la calidad de la enseñanza, la 
investigación y la extensión en su área respectiva y 
en general. 


El Consejo Directivo Central, previo asesoramien- 
to del Consejo Asesor y Consultivo, aprobará la nor- 
mativa concerniente a su funcionamiento. En todos 
los casos que la misma deba modificarse o comple- 
mentarse deberá requerir el asesoramiento previo 
referido. 


CAPÍTULO IV 


DE LOS FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO 
UNIVERSITARIO DE EDUCACIÓN 


Artículo 22. (Del estatuto).- El Consejo Di- 
rectivo Central aprobará el o los estatutos para todos 
los funcionarios del Instituto Universitario de Edu- 
cación, de acuerdo a lo establecido en los artículos 
58, 61 y 76 de la Constitución de la República y a las 
siguientes bases: 
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A) Para el ejercicio de cargos docentes y no do- 
centes será necesario acreditar el cumplimiento de 
18 años de edad y estar inscripto en el Registro Cívico 
Nacional. 


B) El personal docente del IUDE deberá contar 
con título docente o título universitario de grado o de 
postgrado vinculado con la especialidad en la que se 
desempeñará. 


C) El sistema de concurso será de precepto para 
ocupar en efectividad cualquier cargo en el JUDE. 


D) Las designaciones del personal docente serán 
prorrogables mediante sistemas de evaluación que 
ofrezcan las debidas garantías a todos los interesados 
y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 7” de la 
presente ley. 


E) La carrera docente se desarrollará por grados. 
Para ascender se tendrá en cuenta la evaluación de 
desempeño, la asiduidad, la formación y capacitación 
(formación permanente), las investigaciones y publi- 
caciones de interés que el docente desarrolle. 


F) Se propiciará la dedicación total de docentes del 
TUDE, debiendo establecerse el régimen a que estará so- 
metido el personal docente que realice actividades con 
dedicación total, así como la remuneración a percibir. 


CAPÍTULO V 


DEL PATRIMONIO DEL INSTITUTO UNIVER- 
SITARIO DE EDUCACIÓN 


Artículo 23. (Bienes del TUDE).- El Instituto 
Universitario de Educación tendrá la administración 
de sus bienes. 


Artículo 24. (De la transferencia de recur- 
sos).- La asignación de bienes, créditos, ingresos y 
obligaciones que las disposiciones vigentes prevén 
respecto de Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP) correspondientes al Consejo de For- 
mación en Educación, se transfieren de pleno dere- 
cho al Ente autónomo que se creado por esta ley a 
partir de su entrada en vigencia. La Administración 
Nacional de Educación Pública llevará adelante las 
medidas correspondientes en coordinación con el 
Instituto Universitario de Educación. 


Artículo 25. (De los ingresos y bienes).- For- 
man parte de los bienes del Instituto Universitario de 
Educación: 


A) Los recursos y partidas que se le asignen por las 
Leyes del Presupuesto Nacional y las de Rendición de 
Cuentas y el Balance de Ejecución Presupuestal. 
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B) Los frutos naturales, industriales y civiles de 
sus bienes. 


C) Los recursos o proventos que perciba el Ente, 
de conformidad con los reglamentos que oportuna- 
mente se dicte. 


D) Los que perciba por cualquier otro título. 


E) Los bienes muebles e inmuebles que integran 
los servicios actualmente administrados por el Con- 
sejo de Formación en Educación de la Administración 
Nacional de Educación Pública, los que pasarán de 
pleno derecho al Instituto Universitario de Educa- 
ción, previo cumplimiento de los trámites y formali- 
dades correspondientes. 


Artículo 26. (Adquisición, enajenación y 
afectación de bienes inmuebles).- La adquisición 
y enajenación de bienes inmuebles a título oneroso, 
así como su afectación o gravamen por parte del Ins- 
tituto Universitario de Educación deberán ser resuel- 
tas por mayoría absoluta de los miembros del Consejo 
Directivo Central. Las enajenaciones a título gratuito 
requerirán la unanimidad de votos de dicho Consejo. 


Artículo 27. (Donaciones y legados).- El Con- 
sejo Directivo Central podrá aceptar los legados y 
donaciones que se hagan en beneficio del Instituto 
Universitario de Educación, aplicando los bienes re- 
cibidos en la forma indicada por el testador y de con- 
formidad a los fines del servicio a su cargo. 


CAPÍTULO VI 
DISPOSICIONES ESPECIALES 


Artículo 28. (Aportes previsionales y fondo 
de solidaridad).- Los docentes que obtengan la ti- 
tulación universitaria por las disposiciones aquí esta- 
blecidas realizarán sus aportes al sistema previsional 
en los mismos términos y condiciones que lo hacen 
a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, 
no estarán alcanzados por la prestación pecuniaria 
establecida por la Ley 16.524 de 25 de julio de 1994, 
y sus modificativas, a favor del Fondo de Solidaridad 
y sus respectivos adicionales. 


Artículo 29. (Validación de títulos).- El Con- 
sejo Directivo Central en el marco de lo establecido 
en el artículo 86 de la Ley N” 18.437 de 12 de di- 
ciembre de 2008 adoptará las resoluciones adminis- 
trativas que correspondan. Los docentes interesados 
en obtener tal validación, previo cumplimiento de las 
exigencias que establezca el Consejo Directivo Cen- 
tral, deberán manifestarlo expresamente a través del 
procedimiento que se establezca al efecto. 
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Artículo 30. (Becas).- El Consejo Directivo Cen- 
tral propiciará el otorgamiento de becas, en institucio- 
nes nacionales o extranjeras, a estudiantes y docentes 
egresados con el propósito de fomentar la formación 
de grado y de postgrado en coordinación con el Minis- 
terio de Educación y Cultura en lo pertinente. 


Artículo 31. (Funcionarios).- La Administra- 
ción Nacional de Educación y el Instituto Univer- 
sitario de Educación llevarán adelante las acciones 
concernientes al traslado de los funcionarios que a la 
fecha se desempeñan en el Consejo de Formación en 
Educación a dicho Instituto, desarrollando los proce- 
dimientos que al efecto correspondan. 


Artículo 32. (Derogación).- Deróguense todas 
las disposiciones que se opongan a la presente ley. 


CAPÍTULO VII 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 33. (Período de Transición).- Esta- 
blécese que hasta tanto se integre definitivamente el 
Consejo Directivo Central del JUDE el mismo funcio- 
nará con los miembros designados por el Poder Eje- 
cutivo de acuerdo con lo establecido en el artículo 10 
de esta ley. 


Montevideo, 17 de abril de 2012. 
Pedro Bordaberry. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro 
proyecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Ope Pasquet presenta, con 
exposición de motivos, un proyecto de ley por el que se 
modifican diversas disposiciones de la Ley N* 17.673, 
de 21 de julio de 2003, relativa a los plazos de res- 
puesta de los pedidos de informes formulados por los 
señores Legisladores”. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


La Ley N* 17.673 de 21 de julio de 2003 fijó los 
plazos dentro de los cuales deben evacuarse los pedi- 
dos de informes de los Sres. Legisladores y sus even- 
tuales reiteraciones. 


CÁMARA DE SENADORES 


25 de abril de 2012 


Se estableció al efecto indicado un plazo inicial de 
45 días hábiles (artículo 1%.), extensible por otros 30 
días hábiles a solicitud del organismo requerido, en 
los casos en los que la complejidad de la información 
solicitada lo justifique (artículo 2*.). 


Si la información requerida no se hubiese entre- 
gado al solicitante dentro de los plazos precedente- 
mente indicados, aquel podrá pedir a la Cámara a la 
que pertenezca que haga suya la solicitud. Si la Cá- 
mara así lo resolviese, el organismo requerido dispon- 
drá todavía de un nuevo plazo de 30 días hábiles para 
entregar la información. 


En fuerte contraste con los amplios plazos 
mencionados, la Ley N” 18.381 de 17 de octubre de 
2008, de Acceso a la Información Pública, prevé que 
cualquier persona pida a cualquier organismo público 
la información que desee, sin expresar siquiera el 
motivo de su solicitud, y dispone que se le entregue 
la información solicitada dentro de un plazo de 20 
días hábiles (artículo 15). En casos excepcionales y 
por razones fundadas, podrá ampliarse el plazo por 
otros veinte días hábiles (inciso segundo del artículo 
15). En caso de que los plazos venzan inútilmente, el 
solicitante podrá acudir a la Justicia para demandar, a 
través de un procedimiento extraordinario instituido 
especialmente a estos efectos (artículos 25 y ss. de la 
ley de referencia), la entrega de la información de su 
interés. 


Lo expuesto basta para poner de manifiesto la in- 
justificada diferencia que existe entre los plazos de 
que dispone la Administración para responder las 
preguntas de los Legisladores y las de quienes no lo 
son. Los primeros, electos por el pueblo y responsa- 
bles ante él por el cumplimiento de las funciones que 
la Constitución les asigna, pueden tener que esperar 
105 días hábiles para que les contesten, si es que les 
contestan. Quienes no son Legisladores, y acaso ni si- 
quiera ciudadanos uruguayos ni residentes en el país, 
pueden pedir los mismos informes y a ellos habrá que 
contestarles en menos de la mitad del plazo disponi- 
ble para responderle a un representante del pueblo. 


Las consecuencias de una hipotética omisión de 
la Administración en el cumplimiento de su deber de 
informar, son también distintas en los dos tipos de 
situaciones que estamos considerando. El Legislador 
solo puede movilizar instrumentos políticos (artículos 
119 y 121 de la Constitución) cuya eficacia en el caso 
concreto dependerá de la correlación de fuerzas en 
la Cámara respectiva. En cambio, la Ley de Acceso a 
la Información Pública crea todo un procedimiento 
especial (artículos 25 y ss. de dicha ley) para que el 
solicitante de información haga valer su derecho ante 
la Justicia. 
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La absurda situación expuesta debe corregirse, 
equiparando la situación de los Legisladores con la 
de quienes no lo son. Proponemos en consecuencia 
que el plazo del artículo 1. de la Ley N* 17.673 se 
reduzca a veinte días hábiles (igual que el plazo de la 
Ley N” 18.381); que vencido inútilmente dicho plazo 
pueda el Legislador solicitante requerir que la Cáma- 
ra a la que pertenezca haga suyo el pedido, en cuyo 
caso deberá contestársele dentro de otro plazo de 20 
días hábiles; y que para el caso de que este segundo 
requerimiento tampoco sea atendido, el Legislador 
pueda acudir a la Justicia en la misma forma en que 
lo hace el solicitante de información pública según la 
ley respectiva, sin perjuicio del eventual empleo de 
los instrumentos de control parlamentario estableci- 
dos por la Constitución. 


No se trata pues de privilegiar a los Legisladores, 
sino de remediar la situación de desventaja relativa 
en que se encuentran para acceder, en condición de 
tales, a la información pública. 


Tal el propósito que inspira al adjunto proyecto de 
ley. 
Ope Pasquet. Senador. 


Proyecto de Ley 


Artículo 1”.- Modifícanse los artículos 1, 2, 3, 4 y 
5 de la Ley No. 17.673 de 21 de julio de 2003, los que 
quedan redactados como a continuación se expresa: 


“Artículo 1*.- Establécese que, de acuerdo con lo 
dispuesto por el artículo 118 de la Constitución de la 
República, los Ministros de Estado, la Suprema Cor- 
te de Justicia, la Corte Electoral, el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, el Tribunal de Cuentas 
y los organismos a que refiere el artículo 17 de la 
Ley 16.134, de 24 de setiembre de 1990 (Oficina Na- 
cional del Servicio Civil y Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto), dispondrán de un plazo de veinte días 
hábiles para remitir los datos e informes solicitados 
por los legisladores conforme a las facultades que les 
otorgan dichos artículos.” 


“Artículo 2%.- Vencido el plazo establecido en el 
artículo 1% de la presente ley sin que el organismo 
requerido haya remitido la información solicitada, el 
legislador podrá pedirla por intermedio de la Cámara 
a la que pertenezca, estándose a lo que esta resuelva. 


Si la Cámara correspondiente hiciera suyo el pe- 
dido, el organismo requerido dispondrá de veinte días 
hábiles para responderlo.” 


“Artículo 32 .- El vencimiento del plazo establecido 
por el inciso segundo del artículo 2% de la presente 
ley sin que el organismo requerido haya remitido la 
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información solicitada, podrá dar lugar al ejercicio 
de las facultades establecidas en los artículos 119 y 
121 de la Constitución de la República y habilitará al 
legislador que haya formulado la solicitud originaria 
a demandar judicialmente la información de su inte- 
rés, por el procedimiento establecido por los artículos 
25 y siguientes de la Ley 18.381 de 17 de octubre de 
2008.” 


“Artículo 4%.- Los plazos establecidos en la presen- 
te ley se computarán a partir del día siguiente a la 
recepción de la respectiva solicitud de información 
por el organismo correspondiente.” 


“Artículo 5%.- La presente ley se aplicará a los pe- 
didos de informes que se formulen a partir de su en- 
trada en vigencia.” 


Artículo 2*.- Derógase el artículo 6” de la Ley 
17.673 de 21 de julio de 2003. 


Ope Pasquet. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “Los señores Senadores Eber Da Rosa, Jorge La- 
rrañaga y Carlos Moreira presentan, con exposición 
de motivos, un proyecto de ley por el que se crea el 
Defensor Nacional del Medio Ambiente y un Juzgado 
Letrado Nacional en lo Ambiental, Territorial y Patri- 
monial”. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN. 


(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


Propuestas para la Efectiva Defensa del Medio 
Ambiente, el Territorio y el Patrimonio Cultural y Ar- 
tístico 


1. Creación de un DEFENSOR NACIONAL DEL 
MEDIO AMBIENTE 


2. Creación de un Juzgado Nacional de Ambiente, 
Territorio y Patrimonio Cultural 


I. Creación de un DEFENSOR NACIONAL DEL 
MEDIO AMBIENTE, EL TERRITORIO, EL PATRI- 
MONIO CULTURAL Y ARTÍSTICO 
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1.1.Introducción 


Nueva doctrina de Daños. Los Daños Colectivos. 
El daño ambiental y sus características 


En el Siglo XX se vivió un pasaje en los derechos 
de primera a tercera generación, de los derechos in- 
dividuales a los derechos colectivos. A partir de allí 
se pasa de daños individuales a daños colectivos. Así, 
se aprecia que detrás de los daños colectivos y las ac- 
ciones de clase hay una teoría política que viene a 
relevar a otra que aparece como obsoleta. 


La jurisprudencia argentina impulsó toda una 
nueva doctrina del daño y de los intereses difusos y 
colectivos. Así cabe consignar los nombres de Loren- 
zetti, Cafferatta y Morello. 


Caferatta ha sostenido que no puede desconocerse 
ya la presencia de los intereses difusos que afectan a 
un grupo humano determinado y recién en forma in- 
directa a una persona en particular, pero ante la falta 
de regulación legal la magistratura se encuentra ante 
una grave disyuntiva: ¿Debe observar impávida cómo 
se vulneran estos derechos o por el contrario, desde 
un ángulo diametralmente opuesto, deberá actuar de 
oficio, disponiendo por sí las medidas que juzgue con- 
ducentes para la cesación de las presuntas agresiones 
a tales intereses difusos? 


Se configura de tal modo una dimensión social 
que solidariamente abraza “intereses ajenos pero si- 
milares”: son los de categoría o grupo amenazados 
por igual con la violación del derecho a la dignidad 
de la vida; el peligro de estos daños, que afectan si- 
multáneamente a muchos, constituye un fenómeno 
creciente en las sociedades industriales. 


Los intereses difusos o supraindividuales, son 
los que pertenecen idénticamente a una pluralidad 
de sujetos, en cuanto integrantes de grupos o clases, 
ligadas en virtud de la pretensión de goce de una 
misma prerrogativa, de tal forma que la satisfacción 
del fragmento o porción del interés que atañe a cada 
individuo, se extiende por naturaleza a todos, del mismo 
modo que la lesión a cada uno afecta, simultánea y 
globalmente a los integrantes del conjunto comunitario. 


Ricardo Lorenzetti, a su vez, define a los daños 
masivos como aquellos causados sobre bienes indi- 
viduales, pero que afectan a una multiplicidad de 
individuos y responden a una causa homogénea. En 
cambio en los daños colectivos, el bien afectado es 
colectivo y la titularidad junto con la legitimación va 
a ser difusa. 


A partir de allí se impulsó una doctrina que culmi- 
nó en la reforma constitucional de 1994 en la Argen- 
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tina que entre otras cuestiones, incluye el derecho a 
la protección ambiental. 


Berdaguer entiende que “los daños masivos son 
los causados a una pluralidad de sujetos indetermina- 
dos, ya sea que afecten a una pluralidad de intereses 
individuales o a un interés colectivo o difuso”. 


1.2. Antecedentes 


Durante el conflicto con la República Argentina 
por la instalación de la planta procesadora de pasta 
de celulosa, el Partido Nacional, en la persona del 
Presidente del Directorio, le planteó al Presidente de 
la República Dr. Tabaré Vázquez un PROYECTO DE 
NUEVO ESTATUTO DEL RÍO URUGUAY que con- 
templaba la Creación de Un ALTO COMISIONADO 
O OMBUDSMAN PARA LA CUENCA DEL RÍO. 


En los acuerdos multipartidarios firmados a prin- 
cipio de la actual Legislatura se establece dentro del 
EJE ESTRATEGICO: PARTICIPACIÓN PÚBLICA, 
literal A) Participación ciudadana en la gestión am- 
biental, que se deberá “jerarquizar figuras como De- 
fensor del Vecino en el papel intermediador entre la 
ciudadanía y las instituciones”. 


1.3. Los mecanismos de protección en Uruguay 


El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente fue creado con la función de 
atender la nueva tendencia que se venía generando 
a nivel internacional. Pero con el paso del tiempo 
perdió peso significativo en la gestión para ser un 
mero Ministerio carente de suficiencia para abarcar 
una problemática nueva. 


1.4. El Estado Teatral vs. El Estado Actor y Prota- 
gonista 


Enseñaba Rodó en su Ariel, que allí donde no 
se podía ser protagonista, había que ser espectador 
atento. Esto lo ha tomado a pie de letra el Estado en 
las cuestiones ambientales, que parece renunciar a su 
deber lo que justificó el calificativo de Estado Teatral 
por parte del Fiscal Viana Ferreira: “la abundante 
y exigente legislación ambiental, el Uruguay vive 
una situación perfectamente asimilable al “Estado 
Teatral”, -al cual refiere el insigne jurista brasileño 
ANTONIO BENJAMIN. Lamentablemente, existe 
un importante déficit de aplicación del Derecho 
Ambiental vigente, convirtiéndose este en una 
especie de camuflaje o apariencia, detrás del cual 
suceden contrarias a su tenor y umbral elevado de 
exigencia”. 


Se da la curiosa situación de “Estado vs. Estado” 
o de “Poder Ejecutivo vs. Poder Ejecutivo”, que se 
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justifica en la autonomía técnica y en la competencia 
sustantiva adjudicada en la materia a los Fiscales Le- 
trados de la República. 


1.5. Los mecanismos utilizados para la defensa de 
los derechos ambientales y colectivos 


En el Uruguay no existe un accionamiento de 
amparo ambiental específico, ni acciones de clase 
-como se ha propuesto y veremos más adelante-, y la 
Ley de Amparo N* 16.011, establece un instrumento 
residual, inidóneo para la protección ambiental. 


Otra alternativa han sido las Medidas Prepara- 
torias y lo que Santiago Pereira Campos ha llamado 
Pretensiones de Protección. 


La importancia del artículo 42 del Código General 
del Proceso. 


1.6. En su momento, el Sr. Fiscal de Corte y Pro- 
curador General de la Nación, Dr. MARCELO BRO- 
VIA, por pronunciamiento de 5 de octubre de 2005, -y 
acudiendo al Prof. ENRIQUE VESCOVI, reconocido 
autor material del art. 42 del C.G.P, expresaba: “que 
el Fiscal al igual que el Juez no puede ser un fugitivo 
de la realidad, y que debe aceptar un rol en el desa- 
fío social. Que nuestra moderna época se caracteriza, 
entre otros aspectos, por los fenómenos de masa, por 
la aparición de múltiples grupos que actúan dentro 
del seno de la sociedad, por el aumento de las me- 
didas de comunicación, y por el surgimiento en el 
campo de la jurisdicción y en el proceso de intereses 
colectivos o difusos, etc. Ello supone que el Magis- 
trado debe participar de la vida comunitaria y debe 
traducir a través de la jurisprudencia, las legítimas 
aspiraciones o ideales de su colectividad, en cuanto 
no puede permanecer ajeno a ella, dado que perte- 
nece a la misma” (Ponencia en las XII Jornadas Ibe- 
roamericanas de Derecho Procesal - Mérida 5 al 11 
de junio de 1990) [en expediente administrativo del 
Ministerio de Educación y Cultura N* 2005/04103]. 


1.7. La jurisprudencia nacional 


La actitud de la Suprema Corte de Justicia del 
Uruguay, de fecha 31 de octubre de 2011 ante 
un accionamiento por  inconstitucionalidad de 
la Ley N* 17.209 que aprobó el Convenio sobre 
Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre 
Estados y Nacionales de otros Estados, y de la Ley 
N* 17.759 que aprobó el Acuerdo entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno 
de la República de Finlandia relativa a la Promoción 
y Protección de Inversiones, por  entenderlas 
violatorias de diversas disposiciones constitucionales. 
La Suprema Corte desestimó la pretensión. 
Y la Corporación expresó: la Ley Orgánica del Ministerio 
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Público y Fiscal, sustento normativo de la legitimación 
del accionante, no habilita a sus integrantes a ejercer 
el permanente contralor de los actos emanados del 
Poder Legislativo, sin observancia de las previsiones 
legales que determinan los extremos formales y 
temporales de su intervención, cuando la misma está 
contemplada con carácter de necesaria. A juicio del Dr. 
Larrieux, debe agregarse que en el especial proceso de 
inconstitucionalidad, ya en vía de acción o de defensa, 
como en el caso, no es posible aplicar el art. 42 del 
C.G.P como argumento legitimante, ya que el fallo de 
la S.C.J., solo puede tener efecto en el caso concreto, 
pero si la sentencia reclamada de inaplicabilidad de la 
ley, recae sobre un proceso en que se pretende tutelar 
intereses difusos y, por ende, en grado de generalidad, 
la ley sería inaplicable para todos, surtiendo un efecto 
abrogatorio, no querido por el constituyente. En tal 
sentido, argumenta que el efecto de la cosa juzgada se 
extendería a todos los “representados” en el ejercicio 
del interés difuso, lo que no constituye el efecto propio 
de la declaración de inconstitucionalidad tal y como 
está previsto en nuestra Constitución. 


1.7.1. Por su parte, el Dr. Gutiérrez, entiende que 
corresponde desestimar la excepción en vista, toda 
vez que el planteo es condicionado, y la jurispruden- 
cia de la Corporación es unánime en cuanto a que: 
“...para que sea procedente el planteamiento y como 
consecuencia el examen de una inconstitucionalidad, 
es necesario que el texto o textos que se tachan de 
inconstitucionales sean de aplicación ineludible al 
caso concreto, porque la Suprema Corte de Justicia 
no está facultada para efectuar declaraciones genéri- 
cas e inútiles, sino que su competencia sobre el punto 
nace siempre que la ley deba aplicarse necesariamen- 
te a un caso concreto” (Cf. Sentencias Nos. 56/91, 
164/95, 69/97 y 417/97 entre otras). 


Por su parte, los Dres. Van Rompaey y Hounie, la 
cuestión previa relativa a la legitimación causal activa 
del Sr. Fiscal Letrado Nacional resulta razonable y 
halla fundamento en la titularidad activa del derecho 
a promover los procesos pertinentes en defensa de 
los intereses generales de la Nación, de orden o que 
interesan a la causa pública. 


Su legitimación ad causam la fundó en la titulari- 
dad activa del derecho a promover los procesos per- 
tinentes en defensa de los intereses generales de la 
Nación, de orden público o que interesan a la causa 
pública ese interés es “personal”, que califica al inte- 
rés habilitante para interponer la acción o excepción 
de inconstitucionalidad, máxime cuando el represen- 
tante del Ministerio Público es parte actora en el pro- 
ceso de tutela constitucional. 


Comentando el caso 15409 de la LJU TOMO 135 
Ricardo Gorosito Zuluaga, cita a José María Borrero 
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Navia, quien expresaba que “Como disciplina porta- 
dora del paradigma ecológico, el derecho ambiental ha 
encontrado resistencias en el mismo Derecho en tanto 
que sistema jurídico prevalente, las cuales se traduje- 
ron durante casi dos décadas en su marginalidad aca- 
démica, judicial y doctrinaria. Heredero de dispersas 
disposiciones sobre el uso y la explotación de los recur- 
so naturales devino, en el mejor de los casos, en nuevo 
apéndice del Derecho Administrativo para ampliar el 
control del Estado sobre la oferta ambiental. Operan- 
do más como utensilio burocrático que como sistema 
jurídico, las piezas legislativas de Derecho Ambiental 
permanecieron ajenas al reconocimiento y significación 
del derecho humano al ambiente”. Gorosito con acierto 
dice: “Si la cuestión ambiental y las normas de protec- 
ción son “colonizadas” por las ramas tradicionales, que 
florecieron al amparo del centralismo uniformizante y 
jerárquico del Estado decimonónico, cuyo ADN es in- 
capaz de reconocer y por lo tanto, digerir y asimilar la 
perspectiva ecosistémica, el ordenamiento uruguayo 
corre el riesgo de terminar como la mujer de Lot: esta- 
tua de sal mirando atrás”. 


1.8. La propuesta por la Creación de un 
defensor del medio ambiente 


La opción de un Ombudsman o Contraloría am- 
biental sería una opción en tanto y cuanto ese ente 
-unipersonal o pluripersonal- posea ciertas posibilida- 
des de acción que excedan las meras recomendacio- 
nes o apercibimientos administrativos. 


Para que efectivamente sean útiles deben tener 
legitimación activa para accionar judicialmente civil 
e incluso penalmente. 


Darle además de la venda y la balanza, la espada 
que en la mano derecha, caída pero firme, sostiene 
la Justicia. 


Nuestra predilección sería por la de un órgano 
unipersonal- que evite las dilaciones deliberativas en 
temas que son generalmente de urgencia-, como lo es 
hoy la estructura del Comisionado de Cárceles y que 
tengan jurisdicción nacional y competencia no nece- 
sariamente exclusiva en temas ambientales sino que 
podría darse cabida al tratamiento de temas de salud 
pública y de patrimonio cultural. 


1.9. Coexistencia con la institución Nacional de 
Derechos Humanos 


La ley N* 18.446, creó un órgano colegiado del 
Poder Legislativo,” la que tendrá por cometido, en el 
ámbito de competencias definido por esta ley, la de- 
fensa, promoción y protección en toda su extensión, 
de los derechos humanos reconocidos por la Consti- 
tución y el derecho internacional”. 
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Si bien abarcativa, la propia especificidad del de- 
recho humano ambiental (y también de los derechos 
culturales y patrimonial, justifican una institución di- 
ferenciada propia). 


El Ombudsman carcelario, -el Comisionado Par- 
lamentario para el sistema Carcelario- convivirá una 
vez puesta en funcionamiento la INDDHH justamen- 
te por la especificidad de sus cometidos. 


A esto hay que agregarle que la especificidad del 
Derecho lo ha otorgado la misma Constitución Nacio- 
nal, al darle un tratamiento explícito, sin tener que 
recurrir a otros artículos “abiertos” de derechos como 
el 72 por ejemplo. 


1.10. La experiencia en el derecho comparado. 


Existe una tendencia mundial a crear organismos 
especializados en materia ambiental, prevaleciendo 
las siguientes posturas: la creación de una oficina o 
sección dependiente del Ministerio Público o bien, la 
creación de organismos distintos y autónomos al esti- 
lo del ombudsman de los países escandinavos. Todos 
estos organismos han recibido facultades para actuar. 
Su función esencial consiste en atacar o pedir la nu- 
lidad de autorizaciones o permisos y coadyuvar en los 
procedimientos penales. 


En Brasil se ha avanzado mucho en el tema am- 
biental, sobre todo a partir de la devastación de la 
Amazonia. En 1988 se incorpora en su artículo 225 
de la Constitución el derecho a un medio ambiente 
equilibrado, buen uso común del pueblo y mandata al 
Poder Público y a la colectividad a defenderlo. 


Así llegó en 1998 la Ley N” 9.605 que sanciona a 
quien de cualquier manera practique crímenes eco- 
lógicos previstos en la ley. 


Por su parte Argentina prevé un procurador de los 
Derechos Humanos, un Comisionado del Congreso 
de la República para la defensa de los Derechos Hu- 
manos que la Constitución garantiza. 


En Perú y Guatemala existe la Defensoría del Pueblo 
cuyos cometidos pasan por defender los derechos 
constitucionales y fundamentales de la persona y de 
la comunidad; y supervisar el cumplimiento de los 
deberes de la administración estatal y la prestación 
de los servicios públicos a la ciudadanía. 


En Chile y México existen proyectos para la 
creación de una figura como la que proponemos: Un 
Ombudsman ambiental. 
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II. PROPUESTA DE CREACIÓN DE UN JUZGA- 
DO NACIONAL DE AMBIENTE, TERRITORIO Y 
PATRIMONIO CULTURAL 


11.1. 


El Uruguay, a más de veinte años de la creación 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente (MVO'TMA), por Ley No. 16.112, 
de 30 de mayo de 1990, fecha que simbólicamente 
se acepta como de comienzo en nuestro país, del 
Derecho Ambiental sensu stricto, vive una verdadera 
crisis de institucionalidad ambiental, significada en 
los debates sobre la ubicación institucional de la 
Dinama o la creación de un Ministerio del Ambiente. 


El contexto es propicio, entonces, para aprovechar 
con lucidez y compromiso nacional, la oportunidad 
para actuar cubriendo los vacíos reales, asumiendo 
las debilidades que las décadas pasadas han exhibido 
y consolidando lo que positivamente se ha logrado. 


Más allá de la amplitud de la materia que se co- 
meta al Ministerio del ramo, y si debe separarse la 
cuestión de la Vivienda, lo que puede ser ampliamen- 
te plausible - siempre que no se debilite al órgano que 
debe ser la Autoridad Ambiental Nacional y Punto 
de Contacto con los órganos de cumplimiento de los 
Tratados Ambientales Multilaterales, los verdaderos 
problemas de cumplimiento, eficacia, eficiencia y eje- 
cución del derecho de la protección ambiental en el 
país, en lo institucional, no están exclusivamente en 
la administración ambiental, territorial y de desarro- 
llo sostenible. En ese aspecto, el Uruguay sigue los 
grandes trazos de la organización sectorial más difun- 
dida y aceptada. 


Por otra parte no hay arreglo institucional, en nin- 
gún orden, que pueda rendir en términos de eficacia 
y eficiencia, respecto de la conservación ambiental y 
el desarrollo sostenible, si no hay una voluntad efec- 
tiva de honrar los textos constitucionales que consa- 
gran de manera terminante el Paradigma Ambiental. 


En esencia, dentro del campo de las mejoras insti- 
tucionales, el campo más urgente de actuación es el 
del acceso a la justicia y la organización de la justicia 
ambiental. 


El gran desarrollo que han tenido nuestros textos 
constitucionales, cuyo artículo 47 de la Carta Magna 
nacional, al declarar de interés general la protección 
del ambiente, genera un deber de prioritario cumpli- 
miento para toda la organización estatal y para todos 
sus Poderes, lo que no se compadece con las defi- 
ciencias notables de su aplicación por los Tribunales 
de Justicia. 
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Efectivamente, el Derecho Ambiental ha progre- 
sado en los aspectos constitucionales, legislativos, e 
incluso administrativos, pero sin embargo, no lo ha 
hecho en la misma medida en el campo procesal y 
judicial. Sin embargo, un sistema de protección am- 
biental, con debilidades procesales y organizativas, a 
la hora de actuación de la Justicia, es letra muerta. 


Ello no es exclusivo de nuestro país, y seguramen- 
te los factores que inciden en esa realidad innegable 
son muchos, y exceden el marco institucional. 


Observando la realidad regional, el Dr. Raúl Bra- 
ñes, sostuvo hace más de una década, en palabras 
que, mal que nos pese, mantienen absoluta vigen- 
cia que, en la región latinoamericana, la aplicación 
del Derecho Ambiental, sufre un agudo problema 
de ineficiencia e ineficacia, lo que conceptualmente 
se vincula con la falta de idoneidad de las normas e 
instituciones jurídicas para alcanzar los objetivos de 
protección ambiental “que se tuvieron en cuenta al 
momento de su expedición” (aspecto de eficiencia) o 
con la falta de debido acatamiento de la normativa 
jurídica por sus destinatarios (aspecto de eficacia). 
(Cfr. Raúl Brañes. El desarrollo del Derecho Ambien- 
tal Latinoamericano y su aplicación. Ed. PNUMA/ 
ORPALC. México, D.F, 2001, págs. 23 y ss.). 


Considerando específicamente la aplicación juris- 
diccional de la legislación ambiental y el acceso a la 
justicia ambiental sostuvo el comentarista menciona- 
do: “...La ineficacia de la legislación ambiental tiene 
que ver, además, con las deficiencias que presenta su 
aplicación judicial, por razones que muchas veces es- 
tán vinculadas a la ineficiencia de la propia legislación 
ambiental, en tanto esta no tiene previsto mecanismos 
apropiados para su aplicación por los órganos jurisdic- 
cionales. Pero, el problema es más complejo aún y tiene 
que ver con muchos otros factores, que van desde las 
insuficiencias generales que presenta la administración 
de justicia en los países de la región-se expresan en una 
escasa capacidad de respuesta a las necesidades del 
justiciable-, hasta insuficiencias específicas de la mis- 
ma administración en materia ambiental, incluye entre 
otros factores la inexistencia de operadores jurídicos 
calificados en este campo (jueces y abogados). El hecho 
es que el conjunto de estas circunstancias son un obstá- 
culo al acceso a la justicia ambiental, lo que se refleja de 
manera clara la escasa frecuencia con que se promue- 
ven litigios ambientales ante los tribunales de justicia. 
El concepto de “acceso a la justicia ambiental” es en- 
tendido aquí, por tanto, como la posibilidad de obtener 
la solución expedita y completa por las autoridades judi- 
ciales de un conflicto jurídico de naturaleza ambiental, 
lo que supone que todas las personas están en igualdad 
de condiciones para acceder a la justicia y para obtener 
resultados individual socialmente justo. El acceso a la 
justicia en general presenta muchas vertientes que han 
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sido materia de atención por quienes ocupan este tema. 
Entre estas figuran el costo y el tiempo del litigio en el 
caso de demandas pequeñas y el poder de los litigan- 
tes y sus diferentes capacidades económicas y técnicas 
para reclamar justicia, así como la capacidad de orga- 
nización del propio litigante estos factores, que por lo 
general están interrelacionados, son en la práctica ju- 
dicial verdaderas barreras u obstáculos al acceso a la 
justicia. El acceso a la justicia específicamente ambien- 
tal presenta algunas complicaciones adicionales, entre 
las que se destacan las siguientes: 1) la extraordinaria 
complejidad científico-técnica de los casos ambientales, 
que dificulta su comprensión y exigen pruebas que son 
costosas; 2) la también extraordinaria complejidad de 
los intereses en juego, que habitualmente son intereses 
colectivos y difusos, lo que hace necesaria una especial 
capacidad de organización de los afectados, que debe ir 
acompañada de la capacidad económica y técnica para 
hacer valer esos intereses ; 3) la eventual existencia de 
interés social, si se asume la participación un órgano 
público que lo represente; y 4) la propia complejidad 
del derecho ambiental, que demanda una preparación 
especial de los abogados y jueces, que difícilmente es 
proporcionada por la enseñanza que reciben los profe- 
sionales del derecho. Por otra parte, la solución expedita 
y completa de este tipo de conflictos hace necesario un 
marco jurídico que sea congruente con la naturaleza de 
los intereses que se deben tutelar judicialmente y que, 
dicho en términos generales hasta ahora no existe, por 
lo menos en la forma que se sería deseable. La ausencia 
de este marco jurídico ha determinado una situación de 
inaccesibilidad a la justicia ambiental y ha contribuido 
de manera importante a la ineficacia del derecho am- 
biental, comprometiendo la protección del medio am- 
biente y la viabilidad del desarrollo sostenible.” (Brañes, 
Op cit, páginas 25-26). 


Si bien entonces se desprende del análisis extensa- 
mente citado, que los problemas procesales de la pro- 
tección ambiental en la región, comprendido nuestro 
país, son de enorme complejidad, y hacen a la regula- 
ción misma del proceso, el camino de su solución pasa 
necesariamente por la especialización de órganos judi- 
ciales, primer e indispensable paso para avanzar en la 
acumulación de conocimiento y praxis que dé lugar a 
futuros cambios en el orden y las formalidades de los 
pleitos, enfocando todas y cada una de las dificultades 
que la aplicación judicial del derecho ambiental pre- 
senta y que quedaron expuestas antes. 


Esta estrategia de especializar órganos judiciales 
para el tratamiento de las cuestiones ambientales tie- 
ne un arraigo importante en instrumentos básicos del 
derecho ambiental internacional y constituye hoy una 
tendencia clara a nivel del derecho comparado. 


Solo para citar un ejemplo recogido en un docu- 
mento básico, el Principio 10 de la Declaración de 
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Río/92 expresa: “El mejor modo de tratar las cues- 
tiones ambientales es con la participación de todos 
los ciudadanos interesados en el nivel que correspon- 
da. En el plano nacional, toda persona debiera tener 
acceso adecuado a la información sobre el medio 
ambiente de que dispongan las autoridades públicas 
incluida la información sobre los materiales y las acti- 
vidades que encierran peligro para sus comunidades, 
así como la oportunidad de participar en los procesos 
de adopción de decisiones. Los estados deberán faci- 
litar y fomentar la sensibilización y la participación 
de la población poniendo la información a disposición 
de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los 
procedimientos judiciales y administrativos, entre 
otros el resarcimiento de daños y los recursos perti- 
nentes.” 


La especialización de órganos judiciales es vista 
como parte de los instrumentos que el Estado Am- 
biental de Derecho, debe poner a disposición de los 
ciudadanos como forma de concretar el deber de 
proporcionar acceso efectivo a los procedimientos ju- 
diciales. Es una estrategia directamente vinculada a 
la efectividad de la Administración de Justicia como 
función pública absolutamente obligada, en tanto que 
integrantes del Estado, a defender al ambiente de 
todo acto que pueda causar depredación, destrucción 
o contaminación graves del medio ambiente, deber 
directamente dimanante del valor de interés general 
que la Constitución declara que posee la protección 
del medio ambiente. 


En este sentido se ha sostenido en la doctrina, la 
centralidad del papel de jueces en la defensa del orden 
público ambiental constitucionalizado, de la protección 
ambiental y en la construcción del desarrollo soste- 
nible que desde luego expande la materia ambiental, 
abarcando las áreas de ordenamiento territorial, de la 
defensa de los recursos naturales, de la biodiversidad 
y del patrimonio cultural. La necesaria experticia y la 
alta dedicación que reclama la complejidad que la te- 
mática ambiental, territorial y patrimonial tiene, en su 
propia esencia, convoca necesariamente, para resolver 
cualquier litigio, no solo la práctica totalidad de las ra- 
mas del Derecho sino de las ciencias sociales y natu- 
rales, lo que impone erigir, con autonomía y jerarquía, 
al tribunal especializado ambiental y al juez ambiental. 
Es la forma como el Poder Judicial cumplirá adecuada- 
mente con los poderes - deberes que le corresponden 
en la construcción del desarrollo sostenible, tanto de 
raíz constitucional como legal (interpretación que se 
desprende de los artículos 47, 72, 80 num 6% y 332 de 
la Constitución y artículo 1” y 4? de la Ley N* 16.466 y 
3% y 4* de la Ley N* 17.283). 


Como ha dicho el Juez Vladimir Passos de Freitas, 
con referencia a la realidad brasileña, pero perfecta- 
mente trasladable a nuestra realidad: 
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“...El juez en este nuevo milenio asumió un papel 
de la más alta relevancia. Dejó de ser la bouche de 
la loi como lo definía Montesquieu, para convertirse 
en un agente activo de transformaciones sociales. El 
juez dejó de ser el mero aplicador de la ley en la so- 
lución de conflictos individuales, como sucedía hasta 
el final de los años ochenta del siglo pasado. Actual- 
mente el juez en Brasil es llamado a decidir cues- 
tiones complejas como las relacionadas con la unión 
de homosexuales, invasión de tierras, transplante de 
órganos, rebeliones en cárceles, fusión de empresas 
multinacionales con reflejos en la economía del país 
y otras similares. 


En este nuevo cuadro social, la sociedad exigiendo 
cada vez más la eficiencia del Poder Judicial, la espe- 
cialización se muestra como una de las más efectivas 
soluciones para que se pueda alcanzar la efectividad. 
Nótese que esta no es algo exclusivo del mundo jurí- 
dico, sino algo común a todas las actividades huma- 
nas en el actual período de desarrollo de la sociedad. 
El juez especializado adquiere conocimientos más 
profundos de la materia, decide con más rapidez y da 
mayor seguridad a las partes, que pueden de antema- 
no saber cuál será la solución de sus conflictos. 


En Brasil hay una antigua tradición de especia- 
lizar juzgados o cámaras en materia criminal, de fa- 
milia o de ejecuciones de impuestos o tasas. Pero, de 
forma general, poco se ha avanzado en otros tipos de 
especialización. Una de las pocas iniciativas hechas 
en los últimos 10 años fue la especialización de juz- 
gados en materia de previdencia social y del sistema 
financiero de vivienda. En mi sentir los Consejos de 
Judicatura o los tribunales, siempre que posible, de- 
ben especializar Juzgados o, en segundo grado de ju- 
risdicción, cámaras o grupos, en derecho ambiental. 
Pero hay resistencias. Primero, por la reacción natu- 
ral del ser humano a los cambios. Segundo, porque 
no siempre las estadísticas revelan la existencia de un 
mínimo de acciones, compatible con el movimiento 
de otros juzgados u órganos colegiados. La cuestión 
del movimiento forense podrá ser atenuada con una 
semiespecialización, haciendo que el ambiente venga 
acompañado de otra materia, como el agrario o dere- 
chos del consumidor. Sin embargo, hay que pensar en 
los beneficios de la especialización, con juzgamien- 
tos más rápidos y elaborados con conocimientos más 
competentes”.(Cfr. ). 


11.2. 


La tendencia en el derecho comparado a la es- 
pecialización de tribunales en materia ambiental, ha 
merecido que se califique a la última década como la 
del “boom” de las cortes y tribunales ambientales. En 
este sentido un estudio del World Resources Institute, 
de abril de 2010, da cuenta de que el número de cor- 
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tes y tribunales especializados en temas ambientales 
se duplicó a partir del año 2000, en indudable conso- 
nancia con la creciente complejidad de las regulacio- 
nes que rigen la materia así como el crecimiento de 
las preocupaciones sobre los recursos naturales. Allí 
se sostiene que al momento de realización del estudio 
hay un total de 354 cortes ambientales en 41 países, 
170 de las cuales se crearon a partir de 2005. 


En la región de América Latina y el Caribe, se re- 
gistran como ejemplos de la tendencia los casos del 
Tribunal Agroambiental de Bolivia; de los Tribunales 
Ambientales de Curitiba, Florianópolis, Cuiabá,Matto 
Grosso y Manaus y la Cámara Ambiental del Tribu- 
nal de Apelaciones de Sao Paulo, en Brasil; la Corte 
Ambiental en Bahamas; la Corte Ambiental en Chile; 
el Tribunal Ambiental de Apelaciones de Guyana; el 
Tribunal Ambiental Administrativo (acompañado en 
el diseño institucional completo de del ombusdman 
denominado “Defensoría de los Habitantes” y de 
la Oficina del Contarlor Ambiental); el Tribunal de 
Apelaciones de la Ley de Acceso a la Información, 
el Tribunal de Apelaciones de la Autoridad de Con- 
servación de los Recurso Naturales y el Tribunal de 
Apelaciones de la ley de Planificación Urbanística y 
Territorial en Jamaica y la Comisión Ambiental en 
Trinidad y Tobago. 


Por tanto puede afirmarse que la creación y con- 
solidación de las cortes en materia ambiental es una 
tendencia característica del siglo XXI, y ella está 
anunciando seguramente la instalación de una co- 
rriente de realizaciones institucionales y normativas 
que progresivamente irá atendiendo los otros aspec- 
tos que demanda la adecuación procesal a los temas 
de ambiente territorio y patrimonio, a la defensa del 
derecho a un goce del medio ambiente sano y eco- 
lógicamente equilibrado, al proceso colectivo y a la 
defensa efectiva de las generaciones futuras, de la 
defensa de la vida en términos de armonía y calidad. 


Estos tribunales presentan una fisonomía varia- 
ble, de acuerdo a las tradiciones culturales y sociales 
de los diferentes países, y se insertan en contextos 
institucionales también diferentes, acompañados mu- 
chas veces, como el mencionado caso costarricense, 
de otras figuras, como las fiscalías especializadas y/o 
el ombudsman. Pero todas, desde aquella temprana 
creación en 1917, de un Tribunal de Protección de la 
Naturaleza en el Reino de Dinamarca, seguido por los 
tribunales suecos y fineses para atender los casos re- 
lativos al suministro de agua, han tendido hacia una 
fuerte especialización que, sin duda, ha revertido en 
un mejoramiento del servicio de la Justicia Poder en 
los temas de ambiente tanto desde el punto de vista 
de los de los derechos humanos individuales como 
colectivos, implicados. 
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En nuestro país, desde la doctrina jusambiental, 
se han registrado poderosas voces que han reclama- 
do la constitución de tribunales especializados. Tal el 
caso de la prédica de Magariños de Mello, quien ya 
en el primigenio Programa para el Curso de Política 
y Derecho Ambiental en la Universidad Católica del 
Uruguay del año 1992 incluyó el estudio específico de 
la función jurisdiccional en materia ambiental, soste- 
niendo la necesidad de jueces y tribunales especiales 
y también de normas procesales especiales para aten- 
der los evento dañosos al medio ambiente. 


IT.S. 


En definitiva, puede sostenerse que a esta altu- 
ra histórica del siglo XXI la creación de un tribunal 
ambiental, inserto en la estructura organizacional del 
Poder Judicial, viene a cumplir el rol que cumplió la 
creación de la justicia laboral el siglo XX. En la his- 
toria jurídica del país, esa especialización generó un 
incremento tanto en la cantidad y calidad de la prác- 
tica del derecho del trabajo como de la conciencia de 
los trabajadores en la defensa de sus derechos. Y en 
último término un derecho laboral fuerte, con una 
justicia especializada, ha contribuido a generar armo- 
nía en el mundo de la empresa, entre el capital y el 
trabajo, antiguamente en guerra. 


Del mismo modo, la creación de tribunales espe- 
cializados en materia de ambiente, territorio y patri- 
monio, en cuanto se erigen en instrumentos de pro- 
tección efectiva de derechos de la tercera generación 
o derechos de la solidaridad, seguramente supondrá 
la creación de relaciones armoniosas entre el proyec- 
to humano y el ecosistema, entre las necesidades de 
las presentes y de las futuras generaciones. 


Se deberá comenzar por instaurar un Juzgado 
Letrado Nacional, con competencia de primera ins- 
tancia en todo el territorio, incluido el marítimo, sin 
perjuicio de que el seguro incremento de las causas 
ambientales, permitan generar nuevas sedes, así 
como la práctica de ese tribunal único pueda supo- 
ner desplazamientos y visitas del magistrado y sus 
asesores en el territorio nacional, de acuerdo a las fa- 
cultades que la Suprema Corte de Justicia tiene para 
organizar sus servicios. 


Montevideo, abril de 2012. 
Texto del Proyecto 
Capítulo I 


Artículo 1%.- Créase el Defensor Nacional del 
Medio Ambiente. 
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Artículo 2” (Vínculo Institucional).- El De- 
fensor Nacional del Medio Ambiente, funcionará en 
la órbita del Poder Legislativo y se vinculará con la 
Asamblea General, teniendo total independencia téc- 
nica. 


Artículo 3 (Competencias).- El Defensor 
Nacional del Medio Ambiente, Territorio y el Patri- 
monio Cultural y Artístico podrá intervenir en todos 
los conflictos socio-ambientales, conflictos referidos 
a políticas de ordenamiento territorial así como que 
las situaciones en que esté en cuestión el patrimonio 
cultural y artístico de la Nación. 


Podrá efectuar recomendaciones, exhortaciones, 
solicitar informes a las autoridades del ramo que se 
trate y elevar informes a la Asamblea General del Po- 
der Legislativo. 


Artículo 4” (legitimación activa).- El Defensor 
Nacional del Medio Ambiente, Territorio y el Patri- 
monio Cultural y Artístico tendrá legitimación activa 
para actuar ante los poderes públicos, incluyendo al 
Poder Judicial todo acto, hecho u omisión en que pre- 
suntamente se vulnere algún derecho humano indi- 
vidual o colectivo referente a cuestiones ambientales, 
de ordenamiento territorial y del patrimonio históri- 
co, cultural y artístico. 


Artículo 5” (Designación).- Será designado por 
la Asamblea General, en reunión conjunta de ambas 
Cámaras, requiriéndose el voto conforme de los tres 
quintos de sus componentes y ante la misma tomará 
posesión de su cargo, prestando juramento de desem- 
peñarle debidamente. 


Su dotación será fijada por la Asamblea General 
en la oportunidad de designarle. 


Artículo 6” (Duración).- La duración del De- 
fensor del Medio Ambiente será de cinco años, pu- 
diendo ser reelecto por una sola vez. 


Capítulo II 


Artículo 7” (Creáse Juzgado).- Créase un 
Juzgado Letrado Nacional en lo Ambiental, Territorial 
y Patrimonial, con Sede en Montevideo, con 
competencia en primera instancia en todo el territorio 
nacional, en los asuntos originados en conflictos 
relativos a intereses individuales, individuales 
homogéneos, difusos y colectivos en cuestiones de 
medio ambiente, de ordenamiento territorial y de 
patrimonio cultural de la nación así como en acciones 
de amparo y en cuestiones contencioso administrativas 
de reparación patrimonial en que se demande a una 
persona pública, en tales materias, y en general en 
jurisdicción contenciosa o voluntaria en aplicación de 
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normas relativas a la protección del medio ambiente, 
al ordenamiento territorial y desarrollo sostenible y al 
patrimonio cultural de la nación. 


Montevideo, abril de 2012.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otro pro- 
yecto presentado. 


(Se da del siguiente:) 


SEÑOR SECRETARIO (Gustavo Sánchez Piñei- 
ro).- “El señor Senador Ricardo Planchón, con fecha 
18 de abril, presenta, con exposición de motivos, un 
proyecto de ley por el que se dispone la creación de 
Centros Estatales de Prevención y Rehabilitación de 
Adicciones”. 


- ALA COMISIÓN DE SALUD PÚBLICA. 
(Texto del proyecto de ley presentado:) 
“Exposición de Motivos 


El grave problema de la adicción a las drogas co- 
bra un importante número de vidas en nuestro país 
a diario, ya sea manifestado a través de hechos de 
violencia, robos y asesinatos, que son el resultado de 
la conducta de un individuo al haber consumido este 
tipo de sustancias. 


Considero como Representante Nacional, que es 
sumamente importante que se invierta en la atención 
a esta dificultad que está atravesando la sociedad 
uruguaya. Esta inversión debe ser pensada como una 
solución a esta grave complicación, partiendo de la 
base de que si hoy se aplica una correcta política de 
Estado a este tema, se verá muy favorecido el futuro 
del país, contando con una sociedad rehabilitada y 
con un gasto menor a inversión. 


Con este proyecto de ley se busca aportar de ma- 
nera efectiva a la rehabilitación integral de personas 
que hayan consumido sustancias adictivas que mere- 
cen una atención integral de alta calidad. Se preten- 
de prevenir las adicciones y asistir a personas afecta- 
das por problemas de drogodependencias a través de 
tratamientos pertinentes. 


Se entiende por adicción al estado psicofísico cau- 
sado por la interacción de un organismo vivo con un 
fármaco, caracterizado por la modificación del compor- 
tamiento y otras reacciones. Cualquier actividad que 
el individuo no sea capaz de controlar que lo lleve a 
conductas compulsivas y perjudique su calidad de vida. 


Considero que con siete centros distribuidos en el 
país, se podría comenzar a poner en marcha el pro- 
yecto, atendiendo a la totalidad de la población de 
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Uruguay buscando la equidad y el libre e igualitario 
acceso en cualquier parte del territorio. Esto ligado a 
la situación económica de las personas, que muchas 
veces lo condicionan sin poder acceder a un centro 
de rehabilitación privado como existen en el país. 


Cabe destacar que se habla de esta distribución en 
virtud de que hoy en día el país cuanta con un escaso 
número de camas en los hospitales por lo que cuando 
una persona necesita atención en materia de adiccio- 
nes, es trasladado a un centro de salud psiquiátrico 
y no es la atención que realmente requieren. Ellos 
necesitan un área de integración entre ellos mismos, 
generar ámbitos de relacionamiento y redes de con- 
tención. Así como contar con una infraestructura 
adecuada para que quienes asistan, tengan la posi- 
bilidad de desarrollar actividades deportivas y de es- 
parcimiento 


Por lo antes expresado es que se busca brindar un 
espacio orientado a la dignificación en su proceso de 
inclusión social combatiendo la discriminación hacia 
esas personas y solidarizándonos con ellos. Esto se 
logrará con el trabajo de un grupo multidisciplinario 
de profesionales aportando cada uno, desde su área, 
sus conocimientos. 


Es importante sumar a este proyecto a las distin- 
tas ONG que desde sus áreas podrán colaborar con el 
abordaje del tema. 


El Estado uruguayo deberá apostar a que en el fu- 
turo se exija a los prestadores de salud privados (Mu- 
tualistas), contar con espacios abocados al área de las 
adicciones. 


Somos conscientes de las necesidades con respec- 
to a la problemática de adicciones que cotidianamen- 
te viven muchos integrantes de nuestra sociedad y 
por tal motivo es que planteamos la propuesta inter- 
disciplinaria para el abordaje de esta situación. 


Ricardo Planchón Geymonat. Senador. 
Proyecto de Ley 


Creación de Centros Estatales de Preven- 
ción y Rehabilitación de adicciones 


CAPÍTULO 1- DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo N* 1.- (Creación)- Créanse en el territo- 
rio nacional del Uruguay Centros Estatales de Pre- 
vención y Rehabilitación de Adicciones para personas 
que lo requieran. 


Artículo N* 2.- (Finalidad)- Los Centros de Reha- 
bilitación tendrán competencia en materia de asistir 
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de manera gratuita, a aquellos adictos que se encuen- 
tren en situación de riesgo y quienes sin ayuda ni 
contar con recursos económicos, no puedan enfren- 
tar este flagelo. 


Artículo N* 3.- (Ubicación)- Los Centros de Re- 
habilitación estarán redistribuidos atendiendo la to- 
talidad de la población del Uruguay. Un Centro se 
ubicará en la zona Norte del país (Departamento de 
Tacuarembó), otro en la zona centro (Departamento 
de Durazno), un Centro en el Este del país (Departa- 
mento de Maldonado), uno en el Sur (Departamento 
de Colonia) y tres centros en la zona metropolitana 
del país distribuidos uno en el Departamento de Ca- 
nelones y dos en el Departamento de Montevideo. 


CAPÍTULO 2- DE LA DIRECCIÓN Y FUNCIO- 
NAMIENTO 


Artículo N* 4.- (Instituciones Competentes)- Di- 
chos Centros estarán dirigidos por la Junta Nacional 
de Drogas conjuntamente con el Ministerio de Salud 
Pública y las Intendencias Municipales del interior, 
donde los mismos sean instalados. 


Artículo N? 5.- (Integración)- El órgano directivo 
y administrativo de los Centros de Rehabilitación será 
el Consejo de Salud de cada Centro. 


Artículo N* 6.- (Órgano Máximo - Integración)- El 
Consejo de Salud será la jerarquía máxima de cada 
Centro y estará integrado por una Autoridad del Mi- 
nisterio de Salud Publica, por un representante de 
la Junta Departamental de Drogas y un representan- 
te del Gobierno Departamental, que sean idóneos y 
competentes en la materia abordada. 


Artículo N* 7.- (Atribuciones del Consejo de Sa- 
lud).- El Consejo de Salud, en su carácter de órgano 


máximo de administración, deberá en cada Centro: 


A) Dictar el reglamento interno del Centro de Re- 
habilitación. 


B) Aprobar el estatuto de sus empleados y manejar 
los recursos humanos existentes. 


C) Determinar prioridades en todas las materias. 


D) Aprobar el presupuesto y elevarlo el Poder Eje- 
cutivo para su conocimiento. 


E) Aprobar la memoria y el balance anual del 
Centro. 


F) Adquirir, gravar y enajenar todos los bienes. 


G) Dictar resoluciones internas. 
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Artículo N* 8. (Convocatoria).- El Consejo de Sa- 
lud será convocado por el Ministerio de Salud Pública 
dentro de los 60 días de publicada la presente ley. 
Los mismos permanecerán en sus cargos hasta que 
sea aprobado el reglamento interno de los Centros de 
Rehabilitación y sean designados los integrantes defi- 
nitivos del órgano conforme al mismo. 


CAPÍTULO 3 - DE LOS RECURSOS ECONÓMI- 
COS Y TÉCNICOS 


Artículo N* 9.- (Financiamiento)- Los Centros de 
Rehabilitación comenzarán a funcionar con los bie- 
nes y recursos que asigne la próxima Ley de Presu- 
puesto Nacional. 


Artículo N* 10.- (Balance).- Cada Centro de Re- 
habilitación elaborará anualmente un balance para 
demostrar su actividad financiera. 


Artículo N?* 11.- Los recursos humanos serán téc- 
nicos competentes seleccionados por concurso en 
cada una de las áreas y estarán bajo la órbita del Con- 
sejo de Salud de cada Centro. 


Ricardo Planchón Geymonat. Senador.” 


6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a 
lo que establece el artículo 53 del Reglamento de la 
Cámara de Senadores, dese cuenta de las inasisten- 
cias a las anteriores convocatorias del Cuerpo y de 
sus Comisiones. 


(Se da de las siguientes: ) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- A la sesión ordinaria del 17 de abril faltó, con 
aviso, el señor Senador Larrañaga. 


A la sesión de la Comisión de Educación y Cultu- 
ra del 11 de abril faltó, con aviso, el señor Senador 
Rubio. 


A la sesión de la Comisión de Industria, Energía, 
Comercio, Turismo y Servicios del 11 de abril faltó, 
con aviso, el señor Senador Planchón. 


A la sesión de la Comisión de Medio Ambiente del 
11 de abril faltaron, con aviso, los señores Senadores 
Baráibar y Planchón. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Interna- 
cionales del 12 de abril faltaron, con aviso, la señora 
Senadora Piñeyrúa y el señor Senador Rubio. 
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Y a la sesión de la Comisión de Población, Desa- 
rrollo e Inclusión del 16 de abril faltó, con aviso, la 
señora Senadora Moreira. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 
CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 18 de abril de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


Señor Presidente: 


Solicito al Cuerpo autorización para hacer uso 
de licencia con la correspondiente convocatoria de 
suplente, al amparo del literal D del artículo 1% de 
la Ley N” 10.618, en la redacción dada por la Ley 
N* 17.827, entre los días 29 de abril y 6 de mayo. 


El motivo de esta solicitud es haber sido invitado 
por CERTAL (Centro de Estudios para el Desarrollo 
de las Telecomunicaciones y el Acceso a la Sociedad 
de la Información de América Latina) a participar de 
la III Cumbre de Medios CERTAL-FLAM, “Cumbre 
de la Propiedad Intelectual”, que se llevará a cabo en 
la Facultad de Derecho de la Universidad de Miami, 
Estados Unidos de América. 


Sin otro particular, saludo al señor Presidente con 
mi más alta consideración. 


Sergio Abreu. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-14 en 17. Afirmativa. 

Se comunica que el señor Carlos Camy ha presen- 
tado nota de desistimiento, informando que por esta 
vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, 
por lo que queda convocado el señor Daniel Peña, a 


quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
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(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 18 de abril de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me conce- 
da licencia al amparo del artículo 1” de la Ley N* 17.827, 
de 14 de setiembre de 2004, por motivos personales, sin 
goce de sueldo, el día 26 de los corrientes. 

Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 


Ernesto Agazzi. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Rubén Martínez Huel- 
mo, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 24 de abril de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 


De mi mayor consideración: 
A través de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia al amparo del artículo 1” de la Ley 


N* 17.827, de 14 de setiembre de 2004, por motivos 
particulares, el día 25 de abril de 2012. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 


Daniel Martínez. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 


- 17 en 18. Afirmativa. 
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Se comunica que los señores Daniel Olesker y Jorge 
Basso han presentado notas de desistimiento, informan- 
do que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar 
el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Eduardo 
Fernández, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 24 de abril de 2012. 


De mi consideración: 


De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
de 14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia los días 2, 8, 9, 15 y 16 del mes de 
mayo por motivos particulares. 


Sin más, saluda atentamente. 
Eduardo Lorier. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-18 en 20. Afirmativa. 

Se comunica que el señor Jorge Venegas ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocada la señora Alicia Pin- 
tos, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 

Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 24 de abril de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Danilo Astori 
Presente 
De mi consideración: 
Por medio de la presente, solicito al Cuerpo me 
conceda licencia por el día 25 del corriente por moti- 
vos personales. 


Sin otro particular. 


Lucía Topolansky. Senadora.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 21 en 22. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Juan José Domínguez, 
Andrés Berterreche, Aníbal Pereyra, Gabriel Frugoni, 
Carlos Baldassini, Yamandú Orsi y Daniel Garín han 
presentado notas de desistimiento, informando que por 
esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Daniel Montiel, 
a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 25 de abril de 2012. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo que Ud. 
Preside se me conceda licencia por motivos persona- 
les el día 26 de abril del corriente. 


Sin otro particular, saluda a Ud. Muy atentamente. 
Enrique Rubio. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 21 en 22. Afirmativa. 


Se comunica que las señoras Eleonora Bianchi y 
María Moraes y los señores Eduardo Brenta y Edgar- 
do Ortuño han presentado notas de desistimiento, in- 
formando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocada la 
señora Carmen Beramendi, a quien ya se ha tomado 
la promesa de estilo. 


8) TRABAJO DECENTE PARA TRABAJADORES 
DOMÉSTICOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la 
consideración del primer punto del Orden del Día: 
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“Proyecto de ley por el que se aprueba el Convenio In- 
ternacional del Trabajo N* 189 sobre el trabajo decen- 
te para las trabajadores y los trabajadores domésticos 
2011, adoptado en la 100* Reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo, celebrada en la ciudad de 
Ginebra en el año 2011. (Carp. N* 828/2012 - Rep. 
N* 515/2012)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 828/2012 
Rep. N* 515/2012 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La CÁMARA DE REPRESENTANTES de la Re- 
pública Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo único.- Apruébase el Convenio Interna- 
cional del Trabajo N”* 189 sobre el trabajo decente 
para las trabajadoras y los trabajadores domésticos 
2011, adoptado en la 100a, reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo, celebrada en la ciudad de 
Ginebra en el año 2011. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 11 de abril de 2012. 


Juan Carlos Souza, 3er. Vicepresidente; José 
Pedro Montero, Secretario. 


Comisión de Legislación del Trabajo 
Informe 
Señores Representantes: 


De conformidad con lo dispuesto por el artículo 
19 numerales 5% y 6” de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), a fin 
de poner a consideración del Poder Legislativo el 
texto de los instrumentos internacionales del trabajo 
adoptados por la 100* Reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo celebrada en la ciudad 
de Ginebra en el año 2011, Convenio Internacional 
del Trabajo sobre el trabajo decente para las 
trabajadoras y los trabajadores domésticos, N” 189, 
2011 y la Recomendación Internacional del Trabajo 
N* 201 sobre el trabajo decente para las trabajadoras 
y los trabajadores domésticos, 2011 es que el Poder 
Ejecutivo nos ha remitido este proyecto de ley. 
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En cuanto al Convenio N” 189, dando cumpli- 
miento a lo dispuesto en el artículo 19, párrafo 5”, 
literal b) de la Constitución de la Organización Inter- 
nacional del Trabajo, corresponde señalar que esta 
Convención refiere al Estatuto Internacional adopta- 
do para las y los trabajadores del servicio domésti- 
co. Según estimaciones de la propia OIT, se estima 
que en el mundo se desempeñan en esta actividad 
entre cincuenta y cien millones de personas. De di- 
cho total, en América Latina lo hacen más de catorce 
millones; y en nuestro país más de ciento veinte mil 
trabajadores. 


Corresponde señalar, que el mencionado instru- 
mento internacional ha sido aprobado por trescientos 
noventa y seis votos a favor, dieciséis en contra y se- 
senta y tres abstenciones. 


Siguiendo la estructura clásica de estas con- 
venciones, el convenio cuenta con una disposición 
preambular y veintisiete artículos. 


El artículo primero establece las definiciones de 
trabajo doméstico y trabajador doméstico, excluyen- 
do de estas al trabajo ocasional o esporádico que no 
constituye una ocupación profesional. 


Se ha definido el ámbito subjetivo de aplicación 
del convenio (artículo 2), permitiendo que previa 
consulta con las organizaciones más representativas 
de trabajadores y empleadores, los gobiernos exclu- 
yan total o parcialmente a: 1) trabajadores para los 
cuales esté previsto otro tipo de protección; 2) cate- 
gorías limitadas de trabajadores respecto de las cua- 
les se planteen problemas especiales de carácter sus- 
tantivo. Nuestro país no se encontraría en ninguna de 
las dos excepciones planteadas. 


En el artículo 3” se establece una promoción y 
protección expresa y amplia de los derechos huma- 
nos para este tipo de trabajadores. Destacándose la 
promoción de los derechos de libertad de asociación, 
libertad sindical, negociación colectiva, abolición de 
todo tipo de trabajo forzoso u obligatorio, abolición 
efectiva del trabajo infantil y la abolición efectiva de 
toda discriminación vinculada al empleo u ocupación. 
Debe recordarse que Uruguay es, desde la sanción 
de la Ley N”* 18.065, de 27 de noviembre de 2006, 
uno de los pocos países en el mundo que cuenta con 
negociación colectiva efectiva y pleno ejercicio de la 
libertad sindical en este sector de actividad. 


Se impone la obligación de consagrar una edad 
mínima para el acceso al trabajo, en línea con lo dis- 
puesto en los Convenios Internacionales del Trabajo 
N? 138 y 182 (artículo 4”). Reglamentaciones ya con- 
tenidas en el ámbito local a través de lo que dispone 
el Código de la Niñez y la Adolescencia. 
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Asimismo, se establece en forma expresa una pro- 
hibición contra toda forma de acoso, abuso o violencia 
en el trabajo (artículo 59). 


Se regula que los trabajadores gocen de condicio- 
nes de trabajo equitativas y decentes, así como aque- 
llos que viven junto a su empleador tengan condicio- 
nes adecuadas en su alojamiento (artículo 6”). 


El artículo 7? consagra el derecho a la información 
al momento de la contratación, sugiriendo en el caso 
de optarse por la contratación escrita una nómina de 
datos a incluirse. 


Otra de las disposiciones interesantes y que más 
resistencia despertaron por parte de muchos países 
es la que consagra el igual trato entre nacionales y 
extranjeros (artículo 8%), lo cual sigue la línea de lo 
dispuesto en el artículo 8” de la Constitución de la 
República y demás tratados y disposiciones antidiscri- 
minatorias suscriptas por nuestro país (ver especial- 
mente la Ley N* 18.250). 


Se consagra también la autonomía de la voluntad 
para la residencia del trabajador, así como la impo- 
sibilidad de retener sus documentos de identidad y 
viaje y el derecho de los trabajadores a no permanecer 
en su tiempo de descanso a la orden o en el domicilio 
de sus empleadores (artículo 99). 


El artículo 10 refiere a la igualdad de trato, al de- 
recho al descanso semanal, la limitación de la jorna- 
da, pago de horario extraordinario, vacaciones anua- 
les pagas. La legislación nacional (Ley N* 18.035 y 
demás disposiciones aplicables) impone mínimos que 
contemplan los extremos contenidos en el instrumen- 
to internacional. 


Los artículos 11 y 12 regulan el régimen de pro- 
tección y fijación de salarios y se alinean con lo dis- 
puesto en el Convenio Internacional N* 131 de la 
OIT (ratificado por nuestro país), como también en 
lo dispuesto en la normativa nacional (Ley N* 17.829 
de protección del salario). Sobre este extremo debe 
recordarse que este colectivo de dependientes en el 
entorno nacional participan de los Consejos de Sala- 
rios (Grupo N” 21), encontrándose vigente entre las 
Partes desde 2008 convenios colectivos que regulan 
la actividad del sector en estos extremos. 


Aquellos aspectos vinculados a la salud e higiene 
en el trabajo, así como los referentes a la seguridad 
social se regulan en los artículos 13 y 14 respecti- 
vamente. Cualquiera de ambos aspectos son amplia- 
mente cubiertos por la normativa local, poseyendo 
amplia cobertura a través del sistema de seguridad 
social, que alcanza entre otras a su salud, desempleo, 
jubilaciones, asignaciones familiares, gravidez. 
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Se regula el régimen de las agencias de empleo 
temporal proscribiendo las prácticas abusivas (artícu- 
lo 15). Debe prestarse especial atención a esta dispo- 
sición vinculada al trabajo migrante ya analizado al 
abordar el artículo 8*. 


Los mecanismos de contralor se hacen efectivos 
tanto con el acceso a la justicia (artículo 15) como 
en todo lo relativo a los mecanismos de inspección de 
trabajo (artículos 16 y 17). Adviértase que en nuestro 
país la acción de la Inspección General del Trabajo y 
la Seguridad Social, como la Justicia es un derecho 
ampliamente tutelado. 


La regla de la norma más favorable, expresión del 
principio “protector” y definida por el profesor Amé- 
rico Plá Rodríguez, en Los Principios del Derecho del 
Trabajo (3* ed. actualizada, Depalma, Buenos Aires, 
1998) está salvaguardada a través de lo dispuesto en 
el artículo 19 del presente convenio. La regla adapta- 
da a esta situación significa que en caso de existir dis- 
posiciones más beneficiosas en el país, se aplicarán 
estas frente al convenio y esta puede ser la situación 
de Uruguay. 


Las restantes disposiciones se tratan de normas 
que no consagran derechos sustanciales y hacen re- 
lación a la entrada en vigencia de la convención que 
se somete a vuestra consideración. 


En términos generales y desde el punto de vista 
técnico, podemos sostener que el presente convenio 
contempla derechos y garantías de los trabajadores 
domésticos ya contenidos en nuestra legislación labo- 
ral. Su ratificación no le impondría a nuestra Nación 
ningún apartamiento excepcional sobre las políticas y 
prácticas profesionales que desarrolla en la materia, 
por lo cual considera el Gobierno que resulta oportu- 
na su ratificación. 


Consultada la Comisión Consultiva Tripartita 
creada conforme a lo dispuesto en el Convenio In- 
ternacional del Trabajo sobre la consulta tripartita 
(normas internacionales del trabajo), N” 144, 1976, 
tanto el sector trabajador como el gubernamental han 
manifestado su posición favorable a la ratificación del 
Convenio N” 189 mientras que el sector empleador 
durante las cinco reuniones realizadas nunca ade- 
lantó su posición favorable ni la contraria a la rati- 
ficación. Sobre el punto debe recordarse, que en el 
transcurso de la Conferencia Internacional del Tra- 
bajo, al momento de la votación el sector empleador 
se abstuvo. 


Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 19, párrafo 6”, literal b) de la Consti- 
tución de la Organización Internacional del Trabajo, 
ponemos en su conocimiento la Recomendación In- 
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ternacional del Trabajo N* 201 sobre el trabajo decen- 
te para las trabajadoras y los trabajadores domésticos, 
2011, adoptada en la 100* Reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo, de la Organización Inter- 
nacional del Trabajo antes citada. 


Como es de conocimiento de ese Cuerpo, el 
artículo 19, numeral 1? de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo establece 
que las proposiciones adoptadas por la Conferencia 
relativas a una cuestión del orden del día han de 
revestir la forma: a) de un convenio internacional o 
b) de una recomendación. 


Si bien el citado cuerpo estatutario no da una 
definición precisa de ambas formas normativas, las 
diferencias surgen de la distinta graduación de las 
obligaciones que se establecen en uno y otro caso. 
Es así que el párrafo 5” de dicho artículo expresa que 
los convenios serán comunicados a todos los Estados 
Miembros para su ratificación; en tanto, en el párrafo 
6” se establece que las recomendaciones se comuni- 
carán a los Miembros para su examen, a fin de poner- 
las en práctica por medio de la legislación nacional o 
de otro modo, no teniendo otra obligación que la de 
informar sobre el estado de su legislación y la práctica 
en lo que respecta a los asuntos tratados en la reco- 
mendación. 


La diferencia señalada hace que dichos textos 
estén concebidos formalmente de modo diverso. El 
convenio está destinado a crear obligaciones precisas 
que se habrán de incorporar a las legislaciones na- 
cionales, por lo que sus disposiciones responden a la 
forma imperativa en aplicación del precepto coactivo 
de la técnica legislativa. 


Las recomendaciones en cambio, no están des- 
tinadas a crear obligaciones precisas, sino que su 
función primordial consiste en el establecimiento de 
pautas generales que puedan servir de guías en la 
adopción de la legislación nacional en las materias 
que les conciernen. 


No obstante la distinción señalada en los párra- 
fos precedentes, la Constitución de la OIT establece 
idéntica obligación de sumisión al Órgano legislativo 
competente para ambas formas normativas. 


La aprobación por parte de la OIT del convenio 
que hoy nos ocupa es consecuencia de una larga lu- 
cha del movimiento sindical internacional y es impor- 
tante reconocer la activa participación de los trabaja- 
dores organizados de nuestro país, en la conquista de 
estos derechos. 


Por lo expresado la Comisión de Legislación del 
Trabajo recomienda a este Cuerpo la aprobación del 
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proyecto de ley que ratifica el Convenio Internacional 
del Trabajo N* 189 de OIT. 


Sala de la Comisión, 14 de marzo de 2012. 


Luis Puig, Miembro Informante; Fernando Amado, 
Daniel González, Raúl Olivera, Carmelo José 
Vidalín, Pablo D. Abdala, con salvedades referidas 
al procedimiento, en el entendido de que el presente 
proyecto de ley, por razones de competencia, debió ser 
derivado a la Comisión de Asuntos Internacionales, 
de acuerdo a lo dispuesto en el Reglamento de la 
Cámara de Representantes. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Relaciones Exteriores 


Montevideo, 8 de diciembre de 2011. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Don Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a 
ese Cuerpo, de conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 19” numerales 5* y 6 de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo, a fin de poner 
a consideración del Poder Legislativo el texto de los 
instrumentos internacionales del trabajo adoptados 
por la 100* Reunión de la Conferencia Internacional 
del Trabajo celebrada en la ciudad de Ginebra en el 
corriente año, Convenio Internacional del Trabajo 
sobre el trabajo decente para las trabajadoras y 
los trabajadores domésticos, núm. 189, 2011 y la 
Recomendación Internacional del Trabajo núm. 201 
sobre el trabajo decente para las trabajadoras y los 
trabajadores domésticos, 2011. 


En cuanto al Convenio núm. 189, dando cumpli- 
miento a lo dispuesto en el artículo 19, párrafo 5”, 
literal b) de la Constitución de la Organización Inter- 
nacional del Trabajo, corresponde señalar que esta 
convención refiere al estatuto internacional adoptado 
para las y los trabajadores del servicio doméstico. Se- 
gún estimaciones de la propia OIT, en esta actividad 
se estima que en el mundo se desempeñan entre cin- 
cuenta y cien millones de personas. De dicho total, en 
América Latina lo hacen más de catorce millones; y 
en nuestro país más de ciento veinte mil trabajadores. 


Corresponde señalar, que el mencionado instru- 
mento internacional ha sido aprobado por trescientos 
noventa y seis votos a favor, dieciséis en contra y se- 
senta y tres abstenciones. 
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Siguiendo la estructura clásica de estas convencio- 
nes, el convenio cuenta con una disposición pream- 
bular y veintisiete artículos. 


El artículo primero establece las definiciones de 
trabajo doméstico y trabajador doméstico, excluyen- 
do de estas al trabajo ocasional o esporádico que no 
constituye una ocupación profesional. 


Se ha definido el ámbito subjetivo de aplicación 
del convenio (artículo 2%), permitiendo que previa 
consulta con las organizaciones más representativas 
de trabajadores y empleadores, los gobiernos exclu- 
yan total o parcialmente a: 1) trabajadores para los 
cuales esté previsto otro tipo de protección; 2) cate- 
gorías limitadas de trabajadores respecto de las cuales 
se planteen problemas especiales de carácter sustan- 
tivo. Nuestro país no se encontraría en ninguna de las 
dos excepciones planteadas. 


En el artículo 3” se establece una promoción y 
protección expresa y amplia de los derechos huma- 
nos para este tipo de trabajadores. Destacándose la 
promoción de los derechos de libertad de asociación, 
libertad sindical, negociación colectiva, abolición de 
todo tipo de trabajo forzoso u obligatorio, abolición 
efectiva del trabajo infantil y la abolición efectiva de 
toda discriminación vinculada al empleo u ocupación. 
Debe recordarse que Uruguay desde la sanción de la 
Ley N* 18.065, de fecha 27 de noviembre de 2006, es 
uno de los pocos países en el mundo que cuenta con 
negociación colectiva efectiva y pleno ejercicio de la 
libertad sindical en este sector de actividad. 


Se impone la obligación de consagrar una edad 
mínima para el acceso al trabajo, en línea con lo dis- 
puesto en los Convenios Internacionales del Trabajo 
Núms. 138 y 182 (artículo 4”). Reglamentaciones ya 
contenidas en el ámbito local a través de lo que dispo- 
ne el Código de la Niñez y la Adolescencia. 


Asimismo, se establece en forma expresa una pro- 
hibición contra toda forma de acoso, abuso o violencia 
en el trabajo (artículo 59). 


Se regula que los trabajadores gocen de condicio- 
nes de trabajo equitativas y decentes, así como aque- 
llos que viven junto a su empleador tengan condicio- 
nes adecuadas en su alojamiento (artículo 6”). 


El artículo 7? consagra el derecho a la información 
al momento de la contratación, sugiriendo en el caso 
de optarse por la contratación escrita una nómina de 
datos a incluirse. 


Otra de las disposiciones interesantes y que más 
resistencia despertaron por parte de muchos países 
es la que consagra el igual trato entre nacionales y 
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extranjeros (artículo 8%), lo cual sigue la línea de lo 
dispuesto en nuestro artículo 8” de la Constitución 
de la República y demás tratados y disposiciones 
antidiscriminatorias suscriptas por nuestro país (ver 
especialmente la Ley N* 18.250). 


Se consagra también la autonomía de la voluntad 
para la residencia del trabajador, así como la imposi- 
bilidad de retener sus documentos de identidad y via- 
je y el derecho de los trabajadores a no permanecer 
en su tiempo de descanso a la orden o en el domicilio 
de sus empleadores (artículo 99). 


El artículo 10 refiere a la igualdad de trato, al de- 
recho al descanso semanal, la limitación de la jorna- 
da, pago de horario extraordinario, vacaciones anua- 
les pagas. La legislación nacional (Ley N” 18.035 y 
demás disposiciones aplicables) impone mínimos que 
contemplan los extremos contenidos en el instru- 
mento internacional. 


Los artículos 11 y 12 regulan el régimen de pro- 
tección y fijación de salarios y se alinean con lo dis- 
puesto en el Convenio Internacional Núm. 131 de la 
OIT (ratificado por nuestro país), como también en 
lo dispuesto en la normativa nacional (Ley N* 17.829 
de protección del salario). Sobre este extremo debe 
recordarse que este colectivo de dependientes en el 
entorno nacional participan de los Consejos de Sala- 
rios (Grupo N* 21), encontrándose vigente entre las 
partes desde 2008 convenios colectivos que regulan 
la actividad del sector en estos extremos. 


Aquellos aspectos vinculados a la salud e higiene 
en el trabajo, así como los referentes a la seguridad 
social se regulan en los artículos 13 y 14 respecti- 
vamente. Cualquiera de ambos aspectos son amplia- 
mente cubiertos por la normativa local, poseyendo 
amplia cobertura a través del sistema de seguridad 
social, que alcanza entre otras a su salud, desempleo, 
jubilaciones, asignaciones familiares, gravidez. 


Se regula el régimen de las agencias de empleo 
temporal proscribiendo las prácticas abusivas (artícu- 
lo 15). Debe prestarse especial atención a esta dispo- 
sición vinculada al trabajo migrante ya analizado al 
abordar el artículo 8*. 


Los mecanismos de contralor se hacen efectivos 
tanto con el acceso a la justicia (artículo 15) como 
en todo lo relativo a los mecanismos de inspección de 
trabajo (artículos 16 y 17). Adviértase que en nuestro 
país la acción de la Inspección General del Trabajo y 
la Seguridad Social, como la Justicia es un derecho 
ampliamente tutelado. 


La regla de la norma más favorable, expresión 
del principio “protector” y definida por el profesor 
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Américo PLÁ RODRÍGUEZ, en Los Principios del 
Derecho del Trabajo (3% ed. actualizada, Depalma, 
Buenos Aires, 1998) está salvaguardada a través de lo 
dispuesto en el artículo 19 del presente convenio. La 
regla adaptada a esta situación significa que en caso 
de existir disposiciones más beneficiosas en el país, se 
aplicarán estas frente al convenio y esta puede ser la 
situación de Uruguay. 


Las restantes disposiciones se tratan de normas 
que no consagran derechos sustanciales y hacen re- 
lación a la entrada en vigencia de la convención que 
se somete a vuestra consideración. 


En términos generales y desde el punto de vista 
técnico, podemos sostener que el presente convenio 
contempla derechos y garantías de los trabajadores 
domésticos ya contenidos en nuestra legislación labo- 
ral. Su ratificación no le impondrá a nuestra Nación 
ningún apartamiento excepcional sobre las políticas y 
prácticas profesionales que desarrolla en la materia, 
por lo cual considera el Gobierno que resulta oportu- 
na su ratificación. 


Consultada la Comisión Consultiva Tripartita 
creada conforme a lo dispuesto en el Convenio Inter- 
nacional del Trabajo sobre la consulta tripartita (nor- 
mas internacionales del trabajo), núm. 144, 1976, 
tanto el sector trabajador como el gubernamental 
han manifestado su posición favorable a la ratifica- 
ción del Convenio núm. 189, mientras que el sector 
empleador durante las cinco reuniones realizadas 
nunca adelantó su posición favorable ni la contraria 
a la ratificación. Sobre el punto debe recordarse, que 
en el transcurso de la Conferencia Internacional de 
Trabajo, al momento de la votación el sector emplea- 
dor se abstuvo. 


Por otra parte, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 19, párrafo 6”, literal b) de la Cons- 
titución de la Organización Internacional del Traba- 
jo, ponemos en su conocimiento la Recomendación 
Internacional del Trabajo núm. 201 sobre el trabajo 
decente para las trabajadoras y los trabajadores do- 
mésticos, 2011 adoptada en la 100* Reunión de la 
Conferencia Internacional del Trabajo, de la Organi- 
zación Internacional del Trabajo antes citada. 


Como es de conocimiento de ese Cuerpo, el 
artículo 19, numeral 1? de la Constitución de la 
Organización Internacional del Trabajo establece 
que las proposiciones adoptadas por la Conferencia 
relativas a una cuestión del orden del día han de 
revestir la forma: a) de un convenio internacional o 
b) de una recomendación. 


Si bien el citado cuerpo estatutario no da una de- 
finición precisa de ambas formas normativas, las dife- 
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rencias surgen de la distinta graduación de las obliga- 
ciones que se establecen en uno y otro caso. Es así que 
el párrafo 5” de dicho artículo expresa que los conve- 
nios serán comunicados a todos los Estados Miembros 
para su ratificación; en tanto, en el párrafo 6” se esta- 
blece que las recomendaciones se comunicarán a los 
Miembros para su examen, a fin de ponerlas en prácti- 
ca por medio de la legislación nacional o de otro modo, 
no teniendo otra obligación que la de informar sobre el 
estado de su legislación y la práctica en lo que respecta 
a los asuntos tratados en la recomendación. 


La diferencia señalada hace que dichos textos 
estén concebidos formalmente de modo diverso. El 
convenio está destinado a crear obligaciones precisas 
que se habrán de incorporar a las legislaciones na- 
cionales, por lo que sus disposiciones responden a la 
forma imperativa en aplicación del precepto coactivo 
de la técnica legislativa. 


Las recomendaciones en cambio, no están des- 
tinadas a crear obligaciones precisas, sino que su 
función primordial consiste en el establecimiento de 
pautas generales que puedan servir de guías, en la 
adopción de la legislación nacional en las materias 
que les conciernen. 


No obstante la distinción señalada, en los párra- 
fos precedentes, la Constitución de la OIT establece 
idéntica obligación de sumisión al órgano legislativo 
competente para ambas formas normativas. 


Por los motivos expuestos precedentemente, es que 
el Poder Ejecutivo cumple con someter a consideración 
de ese Cuerpo, las normas internacionales referidas, 
solicitando la ratificación del Convenio sobre el trabajo 
decente para las trabajadoras y los trabajadores 
domésticos, núm. 189, 2011. 


Reitero al señor Presidente las seguridades de mi 
más atenta consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; 
Eduardo Brenta, Roberto Conde. 


Proyecto de Ley 


ARTÍCULO 1".- Apruébase el Convenio Interna- 
cional del Trabajo núm. 189 sobre el trabajo decente 
para las trabajadoras y los trabajadores domésticos, 
2011, adoptado en la 100* reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo, celebrada en la ciudad de 
Ginebra en el año 2011. 


ARTÍCULO 2".- Comuníquese, publíquese, etc. 


Eduardo Brenta, Roberto Conde.” 


392-C.S. CÁMARA DE SENADORES 25 de abril de 2012 


Texto del Convenio 


CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO 


Convenio 189 


CONVENIO SOBRE EL TRABAJO DECENTE 
PARA LAS TRABAJADORAS 
- Y LOS TRABAJADORES DOMÉSTICOS" 


La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 

Convocada en Gincbra por el Consejo de Administración de la' Oficina 
Internacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 1,” de junio de 
2011 cn su centésima reunión; 

Consciente del compromiso de la Organización Internacional del Trabajo de 
promover el trabajo decente para todos mediante el logro de las metas 
establecidas en la Declaración de la OIT relativa a los principios y derechos 
fundamentales en el trabajo y en la Declaración de la OIT sobre la justicia 
social para una globalización equitativa; 

Reconociendo la contribución significativa de Jos trabajadores domésticos a la 
economía mundial, que incluye el aumento de las posibilidades de empleo 
remunerado para las trabajadoras y los trabajadores con responsabilidades 
familiares, el incremento de la capacidad de cuidado de las personas de edad 
avanzada, los niños y las personas con discapacidad, y un aporte sustancial a 
las transferencias de ingreso en cada país y entre países; E 

Considerando que el trabajo doméslico sigue siendo infravalorado e invisible 
y que lo realizan principalmente las mujeres y las niñas, muchas de las 
cuales son migrantes o forman parte de comunidades desfavorecidas, y 
son particularmente vulnerables a la discriminación con respecto a las 
condiciones de empleo y de trabajo, así como a otros abusos de los derechos 
humaños; 

Considerando también que en los países en desarrollo donde históricamente hu 
habido escasas oportunidades de empleo formal los trabajadores domésticos 
constituyen una proporción importante de la fuerza de trabajo nacional y se 
encuentran entre los trabajadores más marginados; . 

Recordando que los convenios y las recomendaciones internacionales del trabajo 
se aplican a todos los trabajadores, incluidos los trabajadores domésticos, a 
menos que se disponga otra cosa; 

Observando la especial pertinencia que tienen para los trabajadores domésticos 
el Convenio sobre los trabajadores migrantes (revisado), 1949 (núm. 97), el 
Convenio sobre los trabajadores migrantes (disposiciónes complementarias), 
1975 (núm. 143), el Convenio sobre los trabajadores con responsabilidades 
familiares, 1981 (núm.. 156), el Convenio sobre las agencias de empleo 
privadas, 1997 (núm. 181), y la Recomendación sobre la relación de trabajo, 
2006 (núm. 198), asícomo el Marco multilateral de la OIT para las migraciones 
laborales: Principios y directrices no vinculantes para un enfoque de las 
migraciones laborales basado en los derechos (2006); 


“Nota de la Conferencia Internacional dul Trabajo sobre el texto en español: Tumando en cuenta 
la Jiverudasd de la terminología legal utilizada co español por parte de los Miembros, la Conferencia 
cunsidera que para los propásicos del presento Convenio vi térmiso arabajadora o trabajador del hogar» 
es sinónimo de «rrahajadona o trubajudor domésticia», 
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Reconociendo las condiciones particulares en que se efectúa el trabajo doméstico, 
babida cuenta de las cuales es conveniente complementar las normas de 
ámbito general con normas específicas para los trabajadores domésticos, 
de forma tal que éstos puedan ejercer plenamente sus derechos; 

Recordando otros instrumentos internacionales pertinentes, como la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, y en 


particular su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de 
Personas, especialmente Mujeres y Niños, así como su Protocolo Contra el 
Tráfico HMícito de Migrantes ra, Mar y Aire, la Convención sobre 
los Derechos del Niño y la Convención Internacional sobre la Protección 
de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; 
Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas al trabajo 
decente para los trabajadores domésticos, cuestión que constituye el cuarto 
punto del orden del día de la reunión, y s 
Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un 
z Convenio internacional, 
adopta, con fecha dieciséis de junio de dos mil once, el presente Convenio, que podrá 
ser citado como el Convenio sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, 2011. 


Arsículo 1 


A los fines del presente Convenio: 

a) la expresión «trabajo doméstico» designa el trabajo realizado en un“hogar u 
hogares o para los mismos; : 

b) la expresión «Lrabajador doméstico» designa a toda persona, de género [lemenino 
o género masculino, que realiza un trabajo doméstico en el marco de una relación 
de trabajó; ¿ 

c) «una persona. que realice trabajo doméstico únicamente de forma ocasional o 
esporádica, sin que este trabajo sea una ocupación profesional, no se considera 
trabajador doméstico. 


Artículo 2 

1. El presente Convenio se aplica a todos los trabajadores domésticos. 

2. Todo Miembro que ratifique el presente Convenio podrá, previa celebración 
de consultas con las organizaciones más representativas de los empleadores y de 
los trabajadores, así como con organizaciones representalivas de los trabajadores 
domésticos y organizaciones representativas de los empleadores de los trabajadores 
domésticos, cuando tales organizaciones existan, excluir total o parcialmente de su 
ámbito de aplicación a: 

e) categorías de trabajadores para las cuales esté previsto otro tipo de protección 

que sea por lo menos equivalente; y j 
b) categorías limitadas de trabajadores respecto de las cuales se planteen problemas 

especiales de carácter sustantivo. 
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3. Todo Miembro que se acoja a la posibilidad prevista en el párrafo anterior 
deberá, en la primera memoria relativa a la aplicación de este Convenio que presente 
con arreglo al artículo 22 de la Constitución de la Organización Internacional del 
Trabajo, indicar toda categoría particular de trabajadores que se haya excluido en 


* virtud*del citado párrafo anterior, así como las razones de tal exclusión, y €n las 
. memorias subsiguientes deberá especificar todas las medidas que hayan podido 


tomarse Con el fin de extender la aplicación del presente Convenio a los trabajadores 
interesados, 
É Artículo 3 

1. Todo Miembro deberá adoptar medidas para asegurar la promoción y la 
protección efectivas de los derechos humanos de todos los trabajadores dománticos, 
en conformidad con las disposiciones del presente Convenio. 

2. Todo Miembro deberá adoptar, en lo que respecta a los trabajadores 
domésticos, las medidas previstas en el presente Convenio para respetar, promover 
y hacer realidad los principios y derechos fundamentales en el trabajo, a saber: 

u) la libertad de asociación y la libertad sindical y el reconocimiento efectivo del 
derccho de negociación colectiva; 

b) la eliminación de todas las formas de trabajo forzoso u obligatorio; 

€) la abolición efectiva del trabajo infantil; y 

d) la eliminación de la discriminación en materia. de empleo y ocupación. 

3. Al adoptar medidas para asegurar que los trabajadores domésticos, y los 
empleadores de-los trabajadores domésticos disfruten de la libertad sindical y la 
libertad de asociación y del reconocimiento efectivo del derecho de negociación 
colectiva, los Miembros deberán proteger el derecho de los trabajadores domésticos 


Y de los empleadores de trabajadores domésticos a constituir las organizaciones, 
ederaciones y confederaciones que estimen convenientes y, con la condición de 


observar los estatutos de estas organizaciones, a afiliarse a las mismas. 


Artículo 4 


1. Todo Miembro deberá fijar una edad mínima para los trabajadores domésticos 
compatible con las disposiciones del Convenio sobre la edad mínima, 1973 (núm. 138), 
y el Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil, 1999 (núm. 182), edad que 
no podrá ser inferior a la edad mínima porra en la legislación nacional para los 
trabajadores en general. 

2. Todo Miembro deberá adoptar medidas para asegurar que el trabajo efectuado 
por los trabajadores domésticos: menores de 18 años pero mayores de la “edad 
mínima para el empleo no los prive de la escolaridad obligatoria, ni comprometa sus 
oportunidades para acceder a la enseñanza superior o a una formación profesional. 


Artículo 5 


Todo Miembro deberá adoptar medidas para asegurar que los trabajadores 
domésticos gocen de una protección efectiva contra toda forma de abuso, acoso y 
violencia. 

Artículo 6 

Todo Miembro deberá adoptar medidas a fin de asegurar que los trabajadores 

domésticos, como lus demás trabajadores en general, disfruten de condiciones de 


empleo equitativas y condiciones de trabajo decente, así como, si residen en el hogar 
para el que trabajan, de condiciones de vida decentes que respeten su privacidad. 


25 de abril de 2012 


25 de abril de 2012 


CÁMARA DE SENADORES 


Artículo 7 

Todo Miembro deberá adoptar medidas para asegurar que los trabajadores 
domésticos scan informados sobre sus condiciones de empleo de forma adecuzda, 
verificable y fácilmente comprensible, de preferencia, cuando sea posible, mediante 
contratos escritos en conformidad con la legislación nacional o con convenios 
colectivos, que incluyan en particular: 
a) el nombre y los apellidos del empleador y del trabajador y la dirección respectiva; 
b) la dirección del lugar o los lugares de trabajo babituales; 
c) la fecha de inicio del contrato y, cuando éste se suscriba para un período 

* específico, su duración; 
d) eltipo de trabajo por realizar; 
e) laremuneración, el métoto de cálculo de la misma y la periodicidad de los pagos; 
f) las horas normales de trabajo; 
y) las vacaciones anuales pagadas. y los períodos de descanso diarios y semanales; 
h) el suministro de alimentos y alojamiento, cuando proceda; 


1) el período de prueba. cuando proceda: 


las condiciones de repatriación, cuando proceda; y 
k) las condiciones relativas a la terminación de la relación de trabajo, inclusive todo 
plazo de preaviso que ban de respetar el trabajador doméstico o el empleador. 


Artículo 8 


1. Enla legislación nacional se deberá disponer que los trabajadores domésticos 
migrantes que son contratados en un país para prestar servicio doméstico en otro 
país reciban por escrito una oferta de empleo o un contrato de trabajo ejecutorio 
en el país donde los trabajadores prestarán servicio, que incluyan las condiciones de 
empleo señaladas en el artículo 7, antes de cruzar las fronteras nacionales.con el fin 
de incorporarse al empleo doméstico al que se refiere la oferta o el contrato. 

2. La disposición del párrafo que antecede no regirá para los trabajadores que 
tengan libertad de movimiento con fines de empleo en virtud de acuerdos bilaterales, 
regionales o multilaterales o en el marco de oran cacions de integración económica 
regional. 

3. Los Miembros deberán adoptar medidas para cooperar entre sí a fin de 
asegurar la aplicación efectiva de las disposiciores del presente Convenio a los 
trabajadores domésticos migrantes. 


4..Todo Miembro deberá especificar, mediante la legislación u otras medidas, las. 


condiciones según las cuales los trabajadores domésticos migrantes tienen derecho 
a la repatriación tras la expiración o terminación del contrato de trabajo en virtud 
del cual fueron empleados. ; 
Artículo Y 
Todo Miembro deberá adoptar medidas para asegurar que los trabajadores 
domésticos: 
a) puedan alcanzar libremente con el empleador o empleador potencial un acuecdo 
sobre si residirán o no en el hogar para el que trabajan: + 


b) que residen en el hogar para el que trabajan no esién obligados a perennnician en. 


el hogar o a acompañar a miembros del hogar durante los períodos de descanso 
diarios y semanales o durante las vacaciones anuales; y 
e) tengan derccho a conservar sus documentos de viaje y de identidad. 
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Artículo 10 


1. Todo Miembro deberá adoptar medidas con miras a asegurar la igualdad 
al en relación 


A trabajadores en gener 
las horas normales de trabajo, la compensación de las horas extraordinarias, los 
de descanso diarios y semanales y las vacaciones anuales pagadas, en 


cial 
conformidad con la legislación nacional o con convenios colectivos, 
en cuenta las características especiales del trabajo doméstico. 
: 2, El período de descanso semanal deberá ser al menos de 24 horas conseculivas, 
3. Los períodos durante los cuales los trabajadores domésticos no disponen 
libremente de su tiempo y permanecen a disposición del hogar para responder a 
werimientos de sus servicios deberán considerarse como horas de trabajo, 


posibles req 
+ en la medida en que se determine en la legislación nacional o en convenios colectivos 


o con arreglo a cualquier otro mecanismo acorde con la práctica nacional. 


Artículo 11 
Todo Miembro deberá adoptar medidas para asegurar que los trabajadores 
domésticos se beneficien de un régimen de salario mínimo, allí donde ese régimen 
exista, y que la remuneración se establezca sin discriminación por motivo de sexo. 


Artículo 12 


1, Los salarios de los trabujadores domésticos deberán pagárscles directamente 


en efectivo, a intervalos regulares y como mínimo una vez al mes, A menos que la 
da bos becario oque posa! 


ngeo 
Cuzado 13 adopten medidas para asogerar que los pagos ea especie es hagan con el 
acuerdo del trabajador, que se destinen a su uso y beneficio personal, n.. 
monctario que se atribuya a los mismos sen justo y razonable, 


Artículo 13 

1. Todo trabajador doméstico tiene derecho a un entorno de trabajo seguro y 
saludable. Todo Miembro, en conformidad con la legislación y la práctica nacionales, 
deberá adoptar medidas eficaces, teniendo debidamente en cuenta las características 
especificas del trabajo doméstico, a fin de asegurar la seguridad y la salud en el 
trabajo de los trabajadores dómésticos, 

2 Las medidas a que se hace referencia en el párraío anterior podrán aplicarse 
progresivamente en consulta con las organizaciones más representativas de los 
empleadores y de los trabajadores, así como con organizaciones representativas de 
los trabajadores domésticos y con organizaciones representativas de los empleadores 
de los trabajadores price bo cuando tales organizaciones existan. | 
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Artículo 14 


L Todo Mienbro, actuando en conformidad conla legislación naciona! y leniendo 
características del trabajo doméstico, deberá 


aplicables a los 
jadores l de la incl 
O A $ protección seguridad social, inclusive 
z ERA 0 qu hato ira es el abri parts podes loss 
en consulta con las organizaciones más representalivas de los 


los representativas de los empleadores 
e e in Alas, dE O PR cs 
nas 
1 Para proteger efectivamente contra abusivas a los trabajadores 
contratados o colocados dais po coo 


trabajadores domésticos migrantes, todo Miembro deberá: 
4) rg once las condiciones que regirán el funcionamiento de las agencias 


b) asegurar la existencia de un mecanismo y procedimientos adecuados pera la 
investigación de les quejas, presuntos abasas y frócticos Suudulentas paz do que 
se refete a lus actividades de las agencias de empleo privadas en relación a los 
trabajadores domésticos; 

€) adoptar Lodas las medidas necesarias y apiupiadas, tanto ca su jurisdicción como, 
cuando proceda, en colaboración cor olros Miembros, para proporcionar una 


prestar 
O nsllbicalo son Y Dn de cole abejas y IOINICOS SonlaNAaO 1 E 
A dae 

«) adoptar medidas para asegurar que los honorarios cobrados cobrados por las agencias 
de empleo privadas no se descuenten de la remuneración de los trabajadores 


2. Al en. práctica cada usa de les disposiciones de este artículo, todo 
Miembro deberá celebrar consultas con las organizaciones más representativas de los 


CERES Ds testi, 1 don de esencia tivas de 
los trabajadores domésticos y con organizaciones representativas de empleadores 
de los trabajadores domásticos, cuando tales organizaciones existan. 


Artículo 16 


Todo Miembro deberá adoptar medidas, de conformidad con la legislución y la 
práctica nacionales, a fin de asegurar que todos los trabajadores domésticos, ya sua 


s 
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en persona o por medio de un tante, tengan acceso efectivo a los tribunules 
oa otros mecanismos de de conflicios en condiciones nu menos favorables 
que las condiciones previstas para los trabajadores en general. 


Artículo 17 
"1, Todo Miembro deberá establecer mecanismos de queja y medios eficaces 
A A A IE 
los trabajadores domésticos. 

e lo iia medidas relativas a la 
inspección del trabajo, la aplicación de las normas y it 
A IA O 
Ja legislación nacional. 

A cepo aa sea sy con la legislación nacional, en dichas 
medidas se deberán especificar las condiciones con arreglo a las cuales se podrá 
autorizar el acceso al domicilio del hogar, en el debido respeto a la privacidad. 


adaptando medidas existentes a finde aplicarlas también a los trabajadores « 
o elaborando medidas específicas para este sector, según proceda. 
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" Artículo 19 
El presente Convenio no afecta a las disposiciones más favorables que sean, 
o domésticos en virtud de otros convenios internacionales 
del trabajo. 
Artículo 20 
Las ratificaciones formales del Convenio serán comunicadas, para su 
registro, al Director General de la Internacional del Trabaja, 
Artículo 21  * . 
E O A A 
¿ e A A IA 
Direcior General de la Oficina Internacional del Trabajo. - 


2. El Comveajo entrará sn vigor doce ¡noves despuds de lo fecha en que ls 
ratificaciones de dos Miembros hayan sido registradas por el Director General. 

3. Desde dicho momento, el presente Convenio entrará en vigor, para cada 
Miembro, doce meses después de la fecha de registro de su ratificación. 


Artículo 22 
1. Todo Miembro que haya ratificado el presente Convenio podrá denunciarlo 
a la expiración de un período de diéz años, contado a partir de la fecha en que se 
haya puesto inicialmente en vigor, medinnie un acta comunicada, para su registro, al 
Director General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia surtirá electo 
un año después de la fecha en que se haya registrado. 


- 
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2. Todo Miembro que haya ratificado el presente Convenio y que, en el plazo de 
un año después de la expiración del período de diez años mencionado cn el párralo 
precedente, no invoque el derecho de denuncia previsto en este artículo quedará 
obligado duranic un nuevo período de diez años y, en lo sucesivo, podrá denunciar 
este Convenio durante el primer año de cada nuevo perfodo de diez años, en las 
condiciones previstas en este artículo. 


Artículo 23 » 
1. El Díbsctor General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a pra 
los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de Lodas las 


ratificaciones y eos que le comuniquen los Miembros de la Organización. 

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda 
ralificación que le haya sido comunicada, el Director General señalará a la alención 
de los Miembros de la Organización la fecha en que entrará en vigor el presente 
Convenio. 

Artículo 24 - 


El Direcior General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al 
Secretario General de las Naciones Unidas, para su registro de conformidad con el 
artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre 
todas las ralificaciones y denuncias que haya registrado. 


E Artículo 25 
Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Obcina 
Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia General una memoria sobre 
la aplicación del Convenio, y considerará la conveniencia de inscribir en el onden del 
O O 


Artículo 26 


1. En caso de que la Conferencia adopte un nucvo convenio que implique una 
revisión del presente Convenio, y a menos que en el nuevo convenio se disponga 
otra cosa: 

a) “la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, 
la denuncia inmediata del presente Convenio, no obstante las disposiciones 
contenidas en el artículo 22, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado 
en vigor; 

b) a partir de la [echa en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente 
Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros. 


2. El presente Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y 
contenido actuales, para los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el 
convenio revisor. 

Artículo 27 


Las versiones inglesa y francesa del texto del presente Convenio son igualmente 
aulénticas. 
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CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO 


Recomendación 201 


RECOMENDACIÓN SOBRE EL TRABAJO DECENTE ' 
PARA LAS TRABAJADORAS 
Y LOS TRABAJADORES DOMÉSTICOS” 


La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo: 

Convocada 'en. Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina 
Internacional del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 1? de junio de 
2011 en su centésima reunión; 


Después de haber adoptado el Convenio sobre las trabajadoras y los A 
domésticos, 2011; 


Después de haber decidido adoptar varias proposiciones relativas al trabajo 
decente para los trabajadores domésticos, cuestión que constituye el cuarto 
punto del orden del día de la reunión, y 


Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de una. 


recomendación que complemente el Convenio sobre las trabajadoras y los 
trabajadores domésticos, 2011, 


adopta, con fecha dieciséis de junio de dos mil once, la presente Recomendación, que 
podrá scr citada como la Recomendación sobre las trabajadoras y los trabajadores 
domésticos, 2011. 


1. Las disposiciones de la presente Recomendación complementan las 
disposiciones del Convenio sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, 
2011 («el Convenio»), y deberían considerarse conjuntamente con estas últimas, 


2. Al adoptar medidas para asegurar que los trabajadores domésticos disfruten 
de la libertad sindical y del reconocimiento efectivo del derecho de negociación 
colectiva, los Miembros deberían: 


a) identificar y suprimir las restricciones legislativas o administrativas u Otros, 


obstáculos al ejercicio del derecho de los trabajadores domésticos a constituir 
sus propias organizaciones o a afiliarse a las organizaciones de oca ie que 
estimen convenientes, y al derecho de las organizaciones de trabajadores 
domésticos a afiliarse a orgánizaciones, federaciones y confederaciones de 
trabajadores; y 

hb) contemplar la posibilidad de adoptar o apoyar medidas destinadas a lortalécer 
la capacidad de las organizaciones de trabajadores y de empleadores, las 
organizaciones que representen a los trabajadores domésticos y las organizaciones 
que representen a los empleadores de trabajadores domésticos, con el fin de 
promover de forma efectiva los intereses de sus miembros, a condición de que 


se proteja en todo momento la independencia y-la autonomía de dichas - 


orgarfizaciones, en conformidad con la legislación. 


“Noja de la Conferencia Internacional del Trabajo sobra el texto en español: Tomando va cuenta 

la a de la terminología legal utilizada en español por parte de los Miembros, la Conferencia 
Ed los propásitos de la presente Recomendación el término «ratajadora o trabajador 

pre es sinónimo de «rrabajadora o trabajador domésticos, 
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3. Al adoptar medidas destinadas a eliminar la discriminación en materia 
de empleó y ocupación, los Miembros, actuando en conformidad con las normas 
pudo rá del trabajo, deberían, entre otras cosas: 

a) asegurar que el sistema de reconocimientos médicos relativos al irabajo 
de confidencialidad de los datos personales y la privacidad 


respete el 
de los e Dado «rmac des datos puescnales 


titulado «Protección de los datos personales 


b) prevenir 


d no se exija que los trabajadores 
de detección del VIH Ode es abarano, o roman su estado serológico respecto 
embarazo. 


VIH o su estado de 
4 Los Miembros, al examinar la cuestión de los reconocimientos médicos de los 
pea . 


b) pooer a disposición de los miembros de los hogares y de los 1 
domésticos la información sobre los reconocimientos médicos Soleras, le 
tratamientós médicos y las buenas prácticas de salud e higiene, en consonancia 
con las iniciativas de salud pública destinadas + la comunidad en general; y 

€) difundir información sobre las mejores prácticas en materia de reconocimientos 
médicos relativos al trabajo, con las adaptaciones pertinentes para tencr cn 
cuenta el carácter especial del trabajo doméstico. 


51 Tnvecodo se cossidocación las ses oras de trabajo laten, de 1593. ls 


ES y lanar as cocine de bj y de vi dels 
bom mcr. 4 radeon, op 


A a AL CIR 0018 al y sario de le Sl 
minima paa empleo dea en le silacó macia y adopiar mec par 


a) A A A o 
del tiempo adecuado para el descanso, la educación o la formación profesional, 

las actividades de esparcimiento y el contacto con sus familiares; 

b) prohibiendo que trabajen por la noche; 

e) limitando cl trabajo excesivamente agotador, tanto'en el plano físico como 

a psicológico; y 
estableciendo o reforzando mecanismos de vigilancia de diciones 
trabajo y de vida. E a Ñ 
6. 1) Los Miembros deberían prestar asistencia adecuada, cuando sea necesario, 

o E A DA a A 


401-C.S. 


402-C.S. CÁMARA DE SENADORES 25 de abril de 2012 


2) Además de los elementos enumerados en el artículo 7 del Convenio, en las 
condiciones de empleo deberían incluirse los datos siguientes: 

a) la descripción del puesto de trabajo; 

b) la licencia por enfermedad y, cuando proceda, todo otro permiso personal; 

c) la tasa de remuneración o compensación de las boras extraordinarias y de las 
horas de disponibilidad laboral inmediata, en consonancia con el párrafo 3 del 
artículo 10 del Convenio; 

dj todo” otro pago al que el trabajador doméstico tenga derecha; 

e) todo pago en especie y su valor monetario; 

f) los detalles relativos al alojamiento suministrado; y 

g) todo descuento autorizado de la remuneración del trabajador. 


3) Los Miembros deberían considerar el establecimiento de un contrato de 
trabajo tipo para el trabajo doméstico, en consulta con las organizaciones más 
representativas de los empleadores y de los trabajadores, así como con organizaciones 
representativas de los trabajadores domésticos y con organizaciones representativas 
de los empleadores de los trabajadores domésticos, cuando tales organizaciones 
«Cxistan. 

4) El contrato tipo debería estar permanentemente a disposición, de forma 
gratuita, de los trabajadores domésticos, los empleadores, las organizaciones 
representativas y el público en general. 

7. Los Miembros deberían considerar el establecimiento de mecanismos para 
proteger a los trabajadores domésticos del abusa, el acoso y la violencia, por ejemplo: 
u) creando mecanismos de queja accesibles con el fin de que los trabajadores 

domésticos puedan informar de casos de abuso, acoso y violencia; ; 
h) asegurando que todas las quejas de abuso, acoso y violencia se investiguen y scan 

objeto de acciones judiciales, según proceda; y 
e) estableciendo programas para la reubicación y la readaptación de los trabajadores 

mésticos víctimas de abuso, acoso y violencia, inclusive proporciondadoles 
alojamiento temporal y atención de salud. 


* 8, 1) Se deberían registrar con exactitud las horas de trabajo realizadas, inclusive 
las horas extraordinarias y los períodos de disponibilidad laboral inmediata, en 
consenancia con el párrafo 3 del artículo 10 del Convenio, y el e doméstico 
debería poder acceder fácilmente:a esta:información. : 


2) Los Miembros deberían considerar la posibilidad de eloborer: orientaciones 
prácticas a este respecto, en consulta con las organizaciones más representativas de 
los empleadores y de los trabajadores, así como con organizaciones representativas 
de los trabajadores domésticos y organizaciones representativas de los empleadores de 
los trabajadores domésticos, cuando tales organizaciones existan.. 


9. 1) Con respecto a los períodos durante los cuales los trabajadores domésticos 
no disponen libremente de su tiempo y permanecen a disposición de los miembros 
del hogar para responder a posibles requerimientos de sus servicios (períodos de 
disponibilidad laboral iamediata), los Miembros, en la medidá que se determine en 
la legislación nacional o en convenios colectivos, deberían reglamentar: 

a) el número máximo de horas por semana, por mes o por año en que se puede 
solicitus al trebajador doméstico que permanezca en disponibilidad laboral 

inmediata, y lu forma en que se podrían calcular esas horas; * 
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b) el período de descanso compensatorio a que tiene derecho el trabajador 
doméstico si el perfodo normal de descanso es interrumpido por un período de 
disponibilidad laboral inmediata; y ; 

c) la tasa según la cual deberían remunerarse las horas de disponibilidad laboral 
inmediata. . » 

2) Por lo que se refiere a los trabajadores domésticos cuyas tareas habituales 
se realicen pos la noche, y teniendo en cuenta las dificultades del trabajo nocturno, 
los Miembros deberían considerar la adopción de medidas comparables a las que se 
señalan en el subpárrafo 9. 1). 

10. Los Miembros deberían adoptar medidas para asegurar que los trabajadores 
domésticos tengan derecho a períodos de descanso adecuados durante la jornada de 
trabajo, de manera que puedan tomar las comidas y pausas. 

11 1) El descanso semanal debería ser de al menos 24 horas consecutivas. 

2) El día fijo de descanso semanal debería determinarse de común acuerdo 
entre las partes, en conformidad con la legislación nacional o convenios colectivos, 
atendiendo a los requerimientos del trabajo y a las necesidades culturales, religiosas 
y sociales del trabajador doméstico. 

3) Cuando en la legislación nacional o en convenios colectivos se prevea que 


el descanso semanal podrá acumularse en un período de más de siete días para los - 


trabajadores en general, dicho período no debería exceder de 14 días en lo que atañe 
a los trabajadores domésticos. 

12. En la legislación nacional o en convenios colectivos se deberían definir las 
razones por las cuales se podría exigir a los trabajadores domésticos que presten 
servicio durante el período de descanso diario o semanal, y se debería prever 
un período de descanso compensatorio apropiado, independientemente de todu 
compensación financiera. 

13, El tiempo dedicado por les trabajadores domésticos al acompañamiento 
de los miembros del hogar durante las vacaciones no se debería contabilizar como 
período de vacaciones anuales pagadas de estos trabajadores, 

14, Cuando se disponga que el pago de una determinada proporción de la 
es se hará en especie, los Miembros deberían contemplar la posibilidad 

e . 
a) establecer un límite máximo para la proporción de la remuneración que podrá 
pagarse en especie, a fin de no disminuir indebidamente la remuneración necesaria 
para el mantenimiento de los trabajadores domésticos y de sus familias; 


h) calcular el valor monctario de los pagos en especie, tomando como referencia * 


criterios objetivos como el valor de mercado de dichas prestaciones, su precio du 
costo o los precios fijados por las autoridades públicas, según proceda; 
€) limitar los pagos en especie a los que son claramente apropiados para el uso y 


beneficio. personal de los trabajadores domésticos, como la alimentación y cl 


alojamiento; 
d) asegurar que. si se exige a un trabajador doméstico que resida en el hogar del 
empleador, a la remuneración no se aplique ningún descuento con respecio al 
alojamiento, a menos que el trabajador doméstico acepte ese descuento; y 
e) asegurar que los artículos directamente: relacionados con la realización de las 
tarcas de los trabajadores domésticos, como los uniformes, las herramientas o el 


403-C.S. 


404-C.S. 


CÁMARA DE SENADORES 


equipo de protección, así como su limpieza y mantenimiento, no se considéren 
para el pago en especie, y que su costo no se descuente de la remuneración de 


los trabajadores domésticos. 
15. 1) Los trabajadores domésticos deberían recibir junto con cada paga una 


relación escrita de fácil comprensión en la que figuren la remuneración total que ha 
de pagárseles y la cantidad específica y la finalidad de todo descuento que pueda 


haberse hecho. . 
2) Cusadose ponga £n a la relación de trabajo, se debería abonar inmediataracate 
toda suma pendiente de pago. 


16. Los Miembros deberían adoptar medidas para asegurar que los trabajadores 
domésticos disfruten de condiciones que no sean menos favorables que las que se 


: apliquen a los demás lrabajadores en general en lo relativo a la protección de los 


créditos laborales en caso de insolvencia o de fallecimiento del empleador. 


17. Cuando se suministre alojamiento y alimentación deberían preverse, : 


atendiendo a las condiciones nacionales, las prestaciones siguientes: 

a) una habitación separada, privada, convenientemente amueblada y ventilada, y 
equipada con un cérrojo cuya llave debería entregarse al trabajador doméstico; 

hb) el acceso a instalaciones sanitarias, comunes o privadas, que estén en buenas 
condiciones; 

e) una iluminación suficiente y, en la medida de lo necesario, calefacción y aire 
acondicionado en función de las condiciones prevalecientes en el hogár; y 

d) comidas de buena calidad y cantidad suficiente, adaptadas, cuando proceda y 
en la medida de lo razonable, a las necesidades culturales y religiosas de los 
trabajadores domésticos de que se trate. 


18. En caso de terminación de'la relación de trabajo a iniciativa del empleador 
por motivos que.no sean faltas graves, a los trabajadores domésticos que se alojan 
cn el hogar cn que trabajan se les debería conceder un plazo de preaviso razonable y 
tiempo libre suficiente durante ese perfodo para permitirles buscar un nuevo empleo 
y alojamiento. 

19. Los Miembros, en consulta con las organizaciones más representativas de los 


empleadores y de los trabajadores, así como con organizaciones representativas de 
los trabajadores domésticos y organizaciones representativas de los empleadores 


“de los - trabajadores domésticos, cuando tales organizaciones existan, .. 


adoptar medidas al objeto de, por ejemplo: - 

a) proteger a los "trabajadores domésticos, eliminando o reduciendo al mínimo, en 
la medida co que sea razonablemente factible, los peligros y riesgos relacionados 
con el trabajo, con miras a prevenir los accidentes, enfermedades y muertes y a 
promover la seguridad y la salud laborales en los hogares que constituyen lugares 
de trabajo; 

h) establecer un sistema de inspección suficiente y apropiado, .en conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 17 del Convenio, y sanciones adecuadas en caso de 
infracción de la legislación laboral en materia de seguridad y salud en el trabajo; 

c) instaurar procedimientos de recopilación y publicación de estadísticas sobre 
enfermedades y accidentes profesionales relativos al trabajo doméstico, así como 
de otras estadísticas que se consideren útiles para la prevención de los riesgos y 
los accidentes en el contexto de la seguridad y la salud en el trabajo: 
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d) prestar asesoramiento en materia de seguridad y salud en el trabajo, inclusive 
sobre los aspectos ergonómicos y el equipo de protección; y 

e) desarrollar programas de formación y difundir orientaciones relativas a los 
requisitos en materia de seguridad y salud en el trabajo que son específicos del 
trabajo doméstico. 


20. 1) Los Miembros deberían considerar, en conformidad con la legislación 
naciona!, medios para facilitar el pago de las cotizaciones a la seguridad social, 
incluso respecto de los trabajadores domésticos que prestan servicios a múltiples 
empleadores, por ejemplo mediante un sistema de pago simplificado. 


2) Los Miembros deberían considerar la concertación de acuerdos bilaterales, 
regionales o multilaterales para asegurar que los trabajadores domésticos migrantes 
amparados por dichos acuerdos gocen de la igualdad de trato coú respecto a 
la seguridad social, así como del acceso a los derechos de seguridad social y al 
mantenimiento o la transferibilidad de tales derechos. 


3) El valor monetario de los pagos en especie debería tenerse debidamente en 
cuenta para los fines de seguridad social, inclusive respecto de la cotización de los 
empleadores y de los desechos a prestaciones de los trabajadores domésticos. 


21. 1) Los Miembros deberían considerar la adopción de medidas adicionales 
para asegurar la protección efectiva de Jos trabajadores domésticos y, en particular, 
de los trabajadores domésticos migrantes, como, por ejemplo: 

a) establecer una línea telefónica nacional de asistencia, con servicios de 
interpretación para los trabajadores domésticos que necesiten ayuda; 

b) en consonancia con el artículo 17 del Convenio, prever un sistema de visitas, antes 
de la colocación, a los hogares que emplearán a trabajadores domésticos migrantes; 


c) crear una red de alojamiento de urgencia; 


d) sensibilizas a los empleadores en cuanto a sus obligaciones, proporcionándoles 
información sobre las buenas prácticas relativas al empleo de trabajadores 
domésticos, sobre las obligaciones legales en materia de empleo e inmigración 
en relación con los trabajadores domésticos migrantes, sobre las medidas de 
ejecución y las sanciones en caso de infracción, y sobre los servicios de asistencia 
a disposición de los trabajadores domésticos y de sus empleadores; ; 

€) asegurar que los trabajadores domésticos puedan recurrir a los mecanismos de 
queja y tengan la capacidad de presentar recursos legales en lo civil y en lo penal, 
tanto durante el empleo como después de terminada la relación de trabajo e 
independientemente de que ya hayan dejado el país de empleo; y 

f) establecer un servicio público de asistencia que informe a los trabajadores 
domésticos, en idiomas que éstos comprendan, sobre sus derechos, sobre la 
legislación pertinente, sobre los mecanismos de queja y de recurso disponibles, 
tanto en lo relativo a la legislación en materia de empleo como a la legislación 
sobre inmigración, y sobre la protección jurídica contra delitos como los actos de 
violencia, la trata de personas y la privación de libertad, y que les proporcione 
otros datos que puedan necesitar. os 


. 2) Los Miembros que son países de origen de los trabajadores domésticos. 
migrantes deberían contribuir a Ja protección efectiva de los, derechos de estos 
trabajadores, informándoles acerca de sus derechos antes de que salgan de su 
país, creando fondos de asistencia jurídica. servicios sociules y servicios consulares 
especializados y adoptando toda otra medida que sea apropiada. 
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22. Los Miembros, tras celebrar consultas con las organizaciones más 


' representativas de los empleadores y de los trabajadores y con organizaciones 


representativas de los trabajadores domésticos y organizaciones representativas de 
los empleadores de trabajadorés domésticos, cuando tales organizaciones existan, 
deberían considerar la posibilidad de especificar, mediante la legislación u otras 
medidas, las condiciones con arregloa las cuales los trabajadores domésticos migrantes 
tendrán derecho a ser repatriados, sin costo alguno para ellos, tras la expiración o la 
terminación del contrato de trabajo en virtud del cual fueron empleados. 


23. Los Miembros deberían promover las buenas prácticas de las agencias de 
empleo privadas en relación con los trabajadores domésticos, inclusive los trabajadores 
domésticos migrantes, teniendo en cuenta los principios y enfoques contemplados 
en el Convenio sobre las agencias de “empleo privadas, 1997 (aúm. 181), y en la 
Recomendación sobre las agencias de empleo privadas, 1997 (núm. 183). * 


24. Enla medida en que sea compatible con la legislación y la práctica nacionales 
relativas al respeto de la privacidad, los Miembros podrán considerar las condiciones 
con arreglo a las cuales los inspectores del trabajo u otros funcionarios encargados 
de velar por el cumplimiento de las disposiciones aplicables al trabajo doméstico 
deberían estar autorizados a entrar en los lugares en los que se realice el trabajo. 


25. 1) Los Miembros, en consulta con las organizaciones más representativas 
de los empleadores y de los trabajadores y con organizaciones representativas de 
los trabajadores domésticos y organizaciones representativas de los empleadores de 
trabajadores domésticos, cuando tales organizaciones existan, deberían formular 
políticas y programas a fin de: . 

a) fomentar el desarrollo continua de las competencias y calificaciones de los 
trabajadores domésticos, incluyendo, si procede, su alfabetización, a fin de 
mejorar sus posibilidades de desarrollo profesional y de empleo; , 

h) atender las necesidades de los trabajadores domésticos en cuanto a lograr un 
equilibrio entre la vida laboral y la vida personal; y 7 

c) usegurar que las preocupaciones y los derechos de los trabajadores domésticos 
se tengan en cuenta en el marco de los esfuerzos más generales encaminados a 

* conciliar el trabajo con las responsabilidades familiares. 


2) Los Miembros, tras celebrar consultas con las organizaciones más 
representativas de los empleadores y de los trabajadores y con organizaciones 
representativas de los trabajadores domésticos y organizaciones representativas de 
los empleadores de trabajadores domésticos, cuando tales organizaciones existan, 
deberían elaborar indicadores y sistemas de medición apropiados con el fin de 
relorzar la capacidad de las oficinas nacionales de estadística al objeto de recopilar 
eficazmente los datos necesarios para facilitar la formulación eficaz de políticas en 
materia de trabajo doméstico. 

26. 1) Los-Miembros deberían considerar la cooperación entre sí para asegurar 
que el Convenio sobre las trabajadoras y los trabajadores domésticos, 2011, y la 
presente Recomendación se apliquen de forma efectiva a los trabajadores domésticos 
migrantes. 

2) Los Miembros deberían cooperar en los ámbitos bilateral, regional y 
mundial con el propósito de mejorar la protección de los trabajadores domésticos, 
especialmente con respecto a materias que atañen a la prevención del trabajo 
forzoso y de la trata de personas, el acceso a la seguridad social. el seguimiento de 
las actividades de las agencias de empleo privadas que contratán a personas para 
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desempeñarse como trabajadores domésticos en otro país, la difusión de buenas 
prácticas y la recopilación de estadísticas relativas al trabajo doméstico. 


3) Los Miembros deberían adoptar medidas apropiadas para ayudarse 
mutuamente y dar cfecto a las disposiciones del Convenio mediante una cooperación 
o una asistencia internacionales reforzadas, o ambas a la vez, lo que incluye el apoyo 
al desarrollo social y económico y la puesta en práctica de programas de erradicación 
de la pobreza y de enseñanza universal. 

4) Eneléontexto de la inmunidad diplomática, los Miembros deberían considerar: 
a) la adopción de políticas y códigos de conducta para el personal diplomático 

«destinados a prevenir la violación de los derechos de los trabajadores domésticos; y 
hh) la cooperación entre sí a nivel bilateral, regional y multilateral con el fin de 
abordar las prácticas abusivas contra los trabajadores domésticos y prevenirlas. 
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Comisión de Asuntos Internacionales 
Informe 


El Poder Ejecutivo ha enviado para la aprobación 
de este Cuerpo el Convenio Internacional del Trabajo 
N* 189, sobre el trabajo decente para las trabajadoras 
y los trabajadores domésticos 2011, el mismo fue 
adoptado en la 100% reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo celebrada en Ginebra en 
junio de 2011. 


El presente convenio contiene un preámbulo y 27 
artículos. 


En el preámbulo se destaca: 


El compromiso de la OIT en promover el trabajo 
decente para todos. 


Reconoce la contribución significativa de los tra- 
bajadores domésticos a la economía mundial, siendo 
conscientes que el trabajo doméstico sigue siendo in- 
fravalorado e invisible realizado principalmente por 
mujeres y niñas y que, además, los trabajadores do- 
mésticos constituyen una proporción importante de 
la fuerza de trabajo en el mundo. 


En su artículo 1” establece las definiciones para 
“trabajo doméstico” y “trabajador doméstico”. 


En su artículo 2* define el ámbito de aplicación. 


En su artículo 3” establece que todo miembro de- 
berá adoptar medidas para asegurar la promoción y 
protección efectiva de los derechos humanos de los 
trabajadores domésticos. 


En su artículo 4” establece que se deberá deter- 
minar una edad mínima para los trabajadores domés- 
ticos, teniendo en cuenta que a los menores de 18 
años no se les prive de la escolaridad obligatoria, ni 
comprometa sus oportunidades para acceder a la en- 
señanza superior y a una formación profesional. 


En su artículo 5” establece que se deberán adoptar 
medidas de protección contra toda forma de abuso, 
acoso y violencia. 


En su artículo 6” establece que se deberá asegurar 
que los trabajadores disfruten de condiciones de 
empleo equitativas y condiciones de trabajo decente. 
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En su artículo 7” establece que se deberán tomar 
medidas a efectos de asegurar que los trabajadores 
sean informados sobre sus condiciones de empleo 
en forma adecuada, verificable y fácilmente 
comprensible. 


En su artículo 8” establece y consagra igual trato 
para los trabajadores nacionales y extranjeros, lo cual 
va en el mismo sentido de las normas de nuestro país 
con contenido antidiscriminatorio. 


En su artículo 9* establece la opción que tiene el 
trabajador para residir o no en el hogar en que traba- 
jan, la no obligatoriedad de permanecer en el hogar 
en sus descansos. 


En su artículo 10 establece la igualdad de trato, el 
derecho al descanso semanal, el límite horario de la 
jornada laboral, el pago de horario extraordinario y la 
licencia anual. 


En sus artículos 11 y 12 establece el régimen de 
fijación de salarios, debiendo tener en cuenta el salario 
mínimo de existir y promover la negociación colectiva. 


En sus artículos 13 y 14 establece los aspectos vincu- 
lados a la salud e higiene en el trabajo y seguridad social. 


En su artículo 15 establece las condiciones que 
deben regir para el funcionamiento de las agencias 
de empleo; asegurar la existencia de un mecanismo 
y procedimientos adecuados para la investigación de 
quejas; adoptar medidas para asegurar que los hono- 
rarios de las agencias de empleo no se descuenten de 
la remuneración de los trabajadores domésticos. 


En sus artículos 16 y 17 establece los mecanismos 
de inspección de trabajo en el hogar del empleador. 


En sus artículos 18, 19 y 20 establece la puesta en 
práctica de los consejos de salarios, en consulta con las 
organizaciones más representativas de los empleadores 
y de los trabajadores; destacándose que este convenio 
no afecta disposiciones más favorables que existan. 


En sus artículos 21, 22, 23, 24, 25, 26 y 27 
establecen que estarán obligados solo los miembros 
que registren la respectiva ratificación; la entrada 
en vigor, que será 12 meses después de su registro; 
la posibilidad de poder denunciarlo y la forma de 
hacerlo; las notificaciones, que estarán a cargo 
del Director General de la OIT, la presentación de 
memorias periódicas sobre la aplicación del presente 
convenio; y los mecanismos a seguir en caso de que la 
OIT adopte un nuevo convenio en esta materia. 
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Por los motivos expuestos es que consideramos 
oportuno sancionar el proyecto de ley por el que se 
aprueba el Convenio Internacional del Trabajo N* 189 
de la OIT, sobre el trabajo decente para las trabajado- 
ras y los trabajadores domésticos. 


Mónica Xavier. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra la Miembro Informante, señora 
Mónica Xavier. 


SEÑORA XAVIER.- Señor Presidente: realizamos 
este informe dado que en la sesión anterior habíamos 
acordado incorporarlo al Orden del Día de hoy. 


El Poder Ejecutivo envió el Convenio N* 189 so- 
bre trabajo decente para trabajadoras y trabajadores 
domésticos, que fuera adoptado en la reunión 100 de 
la Conferencia Internacional del Trabajo, celebrada 
en Ginebra, en junio del año pasado. Dicho Convenio 
cuenta con un preámbulo y 27 artículos. En el preám- 
bulo se destaca el compromiso de la OIT de promover 
el trabajo decente para hombres y mujeres que realizan 
este tipo de tareas. Asimismo, se reconoce la contribu- 
ción significativa que realizan los trabajadores domés- 
ticos a la economía mundial y se es consciente de que 
ese trabajo sigue siendo infravalorado -tanto en materia 
de remuneración, como en las condiciones laborales- e 
invisible, y que, principalmente, es realizado por muje- 
res y niñas. Los trabajadores que se dedican a esta ta- 
rea constituyen una proporción importante de la fuerza 
de trabajo a nivel mundial. 


En el artículo 1% se establecen las definiciones de 
“trabajador doméstico” y “trabajo doméstico”. El ar- 
tículo 2” fija el ámbito de aplicación y el artículo 32 
establece que todo miembro deberá adoptar medidas 
para asegurar la promoción y protección efectiva de 
los derechos humanos de estos trabajadores. 


Por su parte, el artículo 4% establece la edad míni- 
ma. De acuerdo con los convenios preexistentes sobre 
protección del trabajo infantil, sabemos que se puede 
trabajar a partir de los 18 años y en caso de hacerlo 
antes se deberá contar con la adecuada autorización. 
Además queda claro, dado que existen países con 
normativas diferentes, que en ningún caso el trabajo 
doméstico debe afectar la educación de esos niños y 
adolescentes a nivel escolar, liceal, ni terciario. 


El artículo 5% establece que se deberán adoptar 
medidas de protección contra toda forma de abuso, 
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acoso y violencia. Cabe agregar que en nuestro país 
existen normativas aplicables al respecto. 


Luego, el artículo 6” establece que se deberá ase- 
gurar que los trabajadores disfruten de condiciones 
de empleo equitativas y de trabajo decente. 


El artículo 7” establece que se deberán tomar me- 
didas a efectos de asegurar que los trabajadores sean 
informados sobre sus condiciones de empleo en for- 
ma adecuada, fácilmente verificable y comprensible. 


El artículo 8” establece y consagra igual trato para 
los trabajadores nacionales y extranjeros, lo cual va en 
el mismo sentido de la normativa aprobada por este 
Parlamento sobre las condiciones de reconocimiento 
de derechos básicos para quienes vienen a este país 
a radicarse y desempeñar tareas. Estas condiciones 
de reconocimiento son aseguradas aun antes de que 
culminen todos los trámites necesarios con relación a 
su situación migratoria. 


El artículo 9% establece la opción que tiene el trabaja- 
dor de residir o no en el hogar en que trabaja y, en aque- 
llos momentos de descanso durante la jornada diurna o 
nocturna, la no obligatoriedad de permanecer el hogar. 


El artículo 10 establece la igualdad de trato, el 
derecho al descanso semanal, el límite horario de la 
jornada laboral, el pago de horario extraordinario y 
la licencia anual, con sus correspondientes derechos. 


Los artículos 11 y 12 establecen el régimen de 
fijación de salarios, debiéndose tener en cuenta el 
salario mínimo, de existir en ese Estado, y promover 
la negociación colectiva para mejorar las condiciones 
salariales y de desempeño de la tarea. 


Los artículos 13 y 14 establecen los aspectos 
vinculados a la salud e higiene en el trabajo, así como 
a la seguridad social. 


El artículo 15 establece las condiciones que deben 
regir para el funcionamiento de las agencias de em- 
pleo, las que en muchas oportunidades quitan de la 
remuneración de la trabajadora doméstica porcenta- 
jes que no están habilitados a cobrar. También se con- 
templa un mecanismo de quejas en esta disposición. 


Los artículos 16 y 17 establecen los mecanismos 
de inspección de trabajo en el hogar del empleador. 


Los artículos 18, 19 y 20 establecen la puesta 
en práctica de los Consejos de Salarios, en consul- 
ta con las organizaciones más representativas de los 
empleadores y de los trabajadores, destacándose que 
este convenio no afecta disposiciones más favorables 
preexistentes en cada uno de los Estados Miembros. 
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Los artículos 21, 22, 23, 24, 25, 26 y 27 establecen: 
que solo estarán obligados los miembros que registren 
la respectiva ratificación; la entrada en vigor 12 meses 
después de su registro; la posibilidad de poder denun- 
ciarlo y la forma de hacerlo; las notificaciones, que es- 
tarán a cargo del Director General de la OIT, la presen- 
tación de memorias periódicas sobre la aplicación del 
presente convenio, y los mecanismos a seguir en caso de 
que la OIT adopte un nuevo convenio en esta materia. 


Es por los motivos expuestos que consideramos 
oportuno sancionar el proyecto de ley por el que 
se aprueba el Convenio Internacional del Trabajo 
N* 189, en el marco de los días previos al 1” de mayo. 


Este ha sido el informe sobre el significado del 
Convenio. 


Ahora quisiera hacer algunas reflexiones sobre este 
tema que, de hecho, ya ha sido conversado en varias 
oportunidades y respecto al cual hemos tomado medi- 
das legislativas, como la aprobación de la Ley de Trabajo 
Doméstico y otras resoluciones que adoptamos en mo- 
mentos en que este Convenio se debatía en la OIT. 


En junio de 2011 se llevó a cabo la 100* Reunión de la 
Conferencia Internacional del Trabajo, que abordó una 
nueva era en materia de justicia social, como producto 
de la enorme preocupación que exigía la coyuntura, en 
momentos en que la crisis económica de muchos países, 
como los del norte -que aún subsiste-, hacía más nece- 
sario que el marco de protección de los derechos de los 
trabajadores continuara llevándose adelante y se profun- 
dizara en materia de derechos. Es en esta coyuntura que 
surge el Convenio, y no es algo menor que la colectividad 
internacional, a través de las organizaciones sindicales 
que la representan, lleve adelante una propuesta de esta 
naturaleza y los Estados Parte la ratifiquemos. Votar en 
el día de hoy este Convenio implica que, luego de ser 
aprobado por la Cámara de Representantes, pase al Po- 
der Ejecutivo, y una vez promulgado se convierta en ley. 


En febrero del año pasado recibimos la buena 
noticia de que el Uruguay había sido seleccionado por 
la Organización Internacional del Trabajo por ser el país 
que desarrollaba las mejores prácticas en materia de 
protección del trabajo doméstico. Se destacó que la Ley 
N* 18.065, de 27 de noviembre de 2006, era una de las 
más avanzadas de la región, y fuimos estudiados como 
modelo para poder plasmar este Convenio. En particular, 
se recalcó que muy pocos países pactaban convenios 
colectivos entre trabajadores y empleadores organizados. 
Este hecho constituye el reconocimiento de avances en 
materia de legislación y protección de la negociación 
colectiva y formalización del empleo, logrados en los 
últimos años. El Director de la Oficina Subregional de la 
Organización Internacional del Trabajo para el Cono Sur 
y el Ministro de Trabajo y Seguridad Social, firmaron en 
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esa oportunidad -febrero del año 2011- un acuerdo para 
estudiar el caso uruguayo sobre el trabajo doméstico. 
Se propuso identificar algunos aspectos en particular, 
como por ejemplo los cambios en la composición 
de la fuerza de trabajo en el servicio doméstico y en 
la calidad del empleo del trabajo doméstico; el déficit 
del trabajo decente -que, más allá de las normas 
adoptadas, aún persiste y debemos combatirlo-; las 
fortalezas y debilidades de la puesta en marcha de la 
Ley de Trabajo Doméstico en el país, y el proceso de 
negociación colectiva. Esto redundó en conclusiones y 
recomendaciones para mejorar la aplicación de nuestra 
propia Ley, así como también en aspectos que forman 
parte del convenio que estamos analizando. 


Según la Organización Internacional del Trabajo, 
en América Latina hay más de 14:000.000 de muje- 
res que trabajan remuneradamente para una familia. 
Estamos hablando, sin duda, de uno de los empleos 
de peor calidad en todo el continente: extensas jor- 
nadas, bajas remuneraciones, escasa cobertura de 
seguridad social y alto nivel de incumplimiento de las 
normas laborales. 


En junio de 2011, la Bancada Bicameral Femenina 
manifestó su aspiración de que toda la delegación vo- 
tara favorablemente el proyecto de Convenio que hoy 
está a estudio; ese voto afirmativo unánime se dio y 
no hizo más que reafirmar la voluntad y unión políti- 
ca del Parlamento uruguayo, reflejadas en la votación 
de la Ley N* 18.065 cuando fue considerada. Si bien 
nuestro país ya contaba con una ley, esto se hizo en el 
entendido de que era imprescindible la aprobación de 
una norma a nivel internacional. Además, sentíamos 
que los avances que pudimos concretar en el Uru- 
guay debían llegar a otros países y que era necesario, 
también, generar mecanismos de contralor de cum- 
plimiento de las normas que protegen este trabajo. 


Sin duda, la aprobación de una norma internacio- 
nal en esta materia colabora en la construcción de 
ese trabajo decente al que todos aspiramos, logran- 
do el bienestar de las personas, generando el ingreso 
económico que sustente la vida de varones y mujeres 
-de más mujeres, en este caso- y facilitando el progre- 
so social y económico de los involucrados. 


Cada Estado Miembro estuvo representado en la 
Conferencia por una delegación, integrada por repre- 
sentantes gubernamentales, de los empleadores, de 
los trabajadores y sus consejeros técnicos. 


Es de destacar que, previo a la Conferencia, tanto el 
sector trabajador como el gubernamental manifestaron su 
posición favorable a la ratificación del Convenio N* 189, 
en tanto el sector empleador nunca adelantó su posición. 
Fue así que en el transcurso de la propia reunión, llegado 
el momento de la votación, dicho sector se abstuvo. 
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Desde que existe este marco legal en nuestro país, 
quienes trabajan en esta área están, potencialmente, 
en las mismas condiciones que el resto de las trabaja- 
doras y los trabajadores. Concretamente, hoy está limi- 
tada su jornada de trabajo, se los incorpora al sistema 
de fijación de salarios, se les reducen requisitos para 
acceder a la indemnización por despido, y se logra el 
subsidio por desempleo y la cobertura por enfermedad, 
entre otros derechos. Lo fundamental es que se for- 
maliza de modo obligatorio el trabajo doméstico y se lo 
regula en cada una de las modalidades, determinando 
la fijación del salario por negociación colectiva. 


Recientemente, una persona me decía: “La patrona 
no parece tener claro que soy una trabajadora y no una 
esclava”. Creo que esa es una de las realidades que en- 
contramos día a día, que obliga a acortar la distancia entre 
los marcos legales que sancionamos y la realidad en que 
vivimos. Alguno de los spots que realizó el Banco de Pre- 
visión Social muestran claramente ciertas realidades de 
discriminación que a veces vivimos y que, en particular, 
sufren muchas de las trabajadoras del hogar. Aclaro que 
digo “muchas” porque en esta actividad el 99% son muje- 
res; sin duda, todo esto responde a una división en función 
del sexo y de las cargas culturales que todos tenemos. 


Creemos que este es un momento muy importan- 
te, como lo fueron el de la aprobación de la ley y el 
de la recomendación que oportunamente este Sena- 
do hizo para que la delegación uruguaya votara de 
forma unánime. Personalmente, espero que con esta 
aprobación estemos dando un nuevo impulso para 
que efectivamente la protección llegue a cada uno 
de los trabajadores y trabajadoras; de no ser así, los 
Legisladores que ocupamos estas bancas tendremos 
la responsabilidad de continuar intentando, en el ám- 
bito de nuestras respectivas Comisiones, que estos 
marcos legales sean cada vez más reales. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PASQUET.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: los Legis- 
ladores del Partido Colorado votaremos afirmativa- 
mente este proyecto de ley, en el entendido de que 
sus disposiciones son absolutamente compartibles. 


El informe que ha realizado la señora Senadora 
Xavier ha sido muy completo y preciso; lo comparti- 
mos íntegramente y hacemos nuestros los argumen- 
tos por ella expuestos para apoyar esta iniciativa. 


Señalamos con satisfacción -seguramente com- 
partida por todos- que en este caso, como en tantos 
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otros, la legislación interna de la República se ha ade- 
lantado incluso a lo que llega hoy como normativa 
internacional. Felizmente ello es así. 


Este Convenio incluye medidas que procuran co- 
rregir aspectos de realidades que Uruguay ha supe- 
rado hace muchísimo tiempo. Hay disposiciones que 
prohíben el trabajo forzado obligatorio y protegen al 
trabajador doméstico contra toda clase de abuso, per- 
secución o discriminación. Obviamente, estamos de 
acuerdo con ello; lo que decimos es que Uruguay ha 
superado estas cosas hace mucho tiempo. Y no so- 
lamente las ha superado en el plano normativo -en 
general es así, aunque puede haber algún aspecto 
particular en el que todavía tengamos que trabajar 
para estar a la altura de los estándares internacio- 
nales-, sino que también con respecto a la realidad 
social estamos por delante de las preocupaciones que 
se trasuntan en este Acuerdo. Por ejemplo, en nues- 
tro medio no es raro que la trabajadora doméstica 
-es cierto que en la mayoría de los casos se trata de 
mujeres- acuda a los organismos administrativos del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y aun a la 
Justicia -en caso de tener que hacerlo-, si considera 
que ha sido víctima de una injusticia. Está estableci- 
do en la conciencia uruguaya que no se puede tratar 
a la gente de cualquier manera y que, cuando hay 
abusos, existen instrumentos institucionales, meca- 
nismos legales y tutela jurisdiccional eficaz y efectiva 
para proteger los derechos de los trabajadores. 


Por todas estas consideraciones, votamos con con- 
vicción y con tranquilidad este proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo Único.- Apruébase el Convenio Inter- 
nacional del Trabajo N” 189 sobre el trabajo decente 
para las trabajadoras y los trabajadores domésticos 
2011, adoptado en la 100* reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo, celebrada en la ciudad de 
Ginebra en el año 2011.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
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Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
- 25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado, por ser igual al considerado.) 


SEÑORA PINTOS.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA PINTOS.- Señor Presidente: sentimos la 
obligación de fundar nuestro voto. 


Es para nosotros un privilegio formar parte de este 
Cuerpo en el día de hoy, más aún conociendo la lucha 
de las trabajadoras y los trabajadores domésticos por 
lograr la ley que ya fue votada. Me siento orgullosa 
de estar ocupando este lugar y ser testigo de esta vo- 
tación unánime, porque sabemos lo que ese sector 
-99% conformado por mujeres, como decía la seño- 
ra Senadora Xavier- ha sufrido a lo largo de los años 
que se han sucedido. Estamos hablando de más de 
120.000 mujeres trabajadoras que hoy son reconoci- 
das, tanto a nivel internacional como por sus pares, 
por cuanto están incorporadas también en la negocia- 
ción colectiva. 


Necesitaba hacer estas consideraciones porque el 
problema no termina acá. Los Legisladores aún tie- 
nen por delante un trabajo importante en lo que hace 
al reconocimiento de los derechos de toda la gente. 
En este caso se trata de un sector que ha sufrido mu- 
chísimo en este período. 


Quiero destacar -porque vengo de esa área- la 
importancia que las trabajadoras y los trabajadores 
le han dado a la sindicalización. Han trabajado para 
nuclearse y pertenecer a la central obrera, que tam- 
bién ha llevado el tema a nivel internacional. Cuando 
vamos al exterior decimos que en el Uruguay existe 
una ley de negociación colectiva que incluye al tra- 
bajo doméstico, y ahora también podremos decir que 
contamos con una ley del trabajo decente para estos 
trabajadores. Por esta razón, creo que es importante, 
no solo votar este Convenio, sino destacarlo, porque 
ese es el trabajo que realmente nos enorgullece cuan- 
do estamos en este Cuerpo. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR SOLARI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Como claramente dijo el se- 
ñor Senador Pasquet, nuestra Bancada apoyó este 
proyecto de ley sin reservas, estando en un todo de 
acuerdo con su contenido y reflejando la histórica 
orientación social de nuestro partido. Esta iniciati- 
va de Convenio no tiene los mismos alcances de la 
ley nacional -como también señaló el señor Senador 
Pasquet- pero, en definitiva, beneficia a mujeres que 
son madres, que perciben bajos ingresos, que tienen 
poca formación y una relación laboral desventajosa, 
como decía el doctor Plá Rodríguez. 


Sin perjuicio de ello, me gustaría hacer dos ase- 
veraciones adicionales. En primer lugar, los bajos 
ingresos de las empleadas domésticas no derivan 
solo de su relación laboral sino también de su muy 
escasa formación y del machismo que impera en 
nuestra sociedad, porque no en vano el 99 % son 
mujeres. Esto, si se quiere, es una “curita”, que no 
vamos a necesitar el día que las mujeres de origen 
humilde de nuestro país reciban la formación ne- 
cesaria para tener las mismas oportunidades que el 
resto de las mujeres de nuestra sociedad, las de más 
altos ingresos. 


En segundo término, quiero señalar que este Con- 
venio y la legislación nacional sobre este tema pueden 
hacer entrar en colisión dos políticas: la del Ministe- 
rio de Desarrollo Social, que le retira los beneficios 
a los trabajadores que tienen una relación formal de 
trabajo, y la política laboral, que exige que dicha rela- 
ción sea formal. 


Sin perjuicio de esas dos consideraciones, que 
creemos importante tener en cuenta, hemos apoyado 
sin reservas este proyecto de ley. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑORA DALMÁS.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA DALMÁS.- Hemos votado este proyecto 
de ley con total convicción porque entendemos que, 
a diferencia de otros casos, la ratificación de este Con- 
venio complementa la legislación nacional vigente. En 
otras situaciones, para cumplir con un Convenio inter- 
nacional, el Movimiento de los Trabajadores ha tenido 
que luchar concretamente por cada una de las normas 
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que lo hacen posible en Uruguay. Quiere decir que es 
de justicia que, habiendo una legislación abundante so- 
bre el tema y muy beneficiosa para las trabajadoras y 
los trabajadores domésticos, esto se plasme en un Con- 
venio internacional para un sector que -como ya se ha 
dicho- tiene más de 120.000 trabajadores. Sin ninguna 
duda, ellos son el sustento del desarrollo normal y del 
funcionamiento de la economía en este país, porque 
además de realizar las tareas necesarias en los hogares, 
cuidan a los niños y trabajan para que la vida del resto 
de los trabajadores sea normal. 


Tanto en el caso de la normativa nacional como en 
el de este Convenio, queda camino por andar, sobre 
todo en cuanto a los controles, para que las dispo- 
siciones se cumplan. Seguramente, en nuestro país 
se seguirá trabajando en ese sentido y confiamos en 
que el Sindicato Único de Trabajadoras Domésticas 
del Uruguay continuará levantando reivindicaciones 
para mejorar su vida laboral y sus posibilidades de 
capacitación futura. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Durante mi militancia sin- 
dical tuve el honor de representar a los trabajadores y 
a las trabajadoras en varias de las conferencias de la 
Organización Internacional del Trabajo. Realmente, 
pude apreciar la significación que tiene esta Organiza- 
ción en el mundo del avance y del progreso, que bus- 
ca llegar a acuerdos internacionales para que todos y 
todas tengamos una base de sustentación. Desde que 
asumió su Director General, el señor Juan Somavia, se 
resolvió trabajar sobre la premisa del “trabajo decente”; 
es increíble que en esta época se tenga que hablar de 
trabajo decente y que la OIT haya tenido que considerar 
este aspecto porque, lamentablemente, a nivel mundial 
las condiciones de los trabajadores y de las trabajadoras 
han desmejorado enormemente. 


Hoy estamos hablando de un Convenio Internacio- 
nal del Trabajo para las trabajadoras y los trabajadores 
domésticos en el marco del trabajo decente, porque es 
algo fundamental. Como bien se ha señalado en el Men- 
saje del Poder Ejecutivo, la legislación del país ya está 
avanzada en la materia, pero lo que estamos haciendo 
ahora es ratificar nuestra posición internacional para 
que todos los trabajadores domésticos tengan la protec- 
ción necesaria. Si lo tenemos que hacer, si es necesario 
que exista una norma internacional, es porque no se 
estaba cumpliendo con algo fundamental como es la 
protección de la decencia en este trabajo. 
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Por todo lo expuesto, para mí ha sido un honor vo- 
tar la ratificación de este Convenio porque, sin duda, 
sitúa a nuestro país al frente de todos aquellos que 
defienden esta Organización y tratan el tema de la 
conjunción de intereses en el mundo. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR ROSADILLA.- Pido la palabra para fun- 
dar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR ROSADILLA.- Debo decir que también he 
votado con total convicción y con muchas ganas este 
proyecto de ley y que, a pesar de no integrar la Comisión 
que lo trató, he intentado comprenderlo a fondo. 


Como las normas que regulan este trabajo no es- 
tán claras y la protección que debe ofrecer la ley no 
es fuerte, estas trabajadoras quedan más expuestas 
que otras, por el propio trabajo que llevan adelante. 
Por tanto, es muy bueno que las normas sean preci- 
sas, amplias y le den más fuerza a quienes menos la 
tienen. 


Quiero agregar otro elemento, porque así como 
entiendo que esto es muy bueno, tengo que hablar 
desde la experiencia y desde el Uruguay que tene- 
mos. Sería injusto si no dijera que los requerimien- 
tos de regulación y de formalización han golpeado 
duramente a muchas familias y a muchas mujeres 
en particular. Soy hijo de una trabajadora doméstica 
que desempeñó esa tarea hasta que falleció y que no 
pudo acceder a derechos jubilatorios. Los avances en 
la regulación y en la formalización han sido muy im- 
portantes, pero también debo decir que, de acuerdo 
a la experiencia que he vivido, en Uruguay se valora 
a la trabajadora doméstica y se le brinda un trato que 
tengo que distinguir y reconocer. Obviamente, cuan- 
do existe algún trato discriminatorio o que violenta 
las normas o la dignidad humana, estas trabajadoras 
están en condiciones desfavorables, y por eso la ley 
debe ser muy precisa. 


No solo debo decir que voté con ganas y énfasis 
este proyecto de ley; también creo de justicia reivindi- 
car que, en general -por lo menos de lo que he sabido 
a través de la experiencia de mi madre-, la sociedad 
uruguaya se comporta bien en la relación con estas 
trabajadoras. Cuando tienen lugar excepciones o si- 
tuaciones diferentes, los casos son muy graves, y por 
eso -reitero- la ley tiene que ser muy firme; no obs- 
tante, y según lo que conozco directamente a este 
respecto, en general, eso no sucede. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


414-C.S. 


9) LEY GENERAL DE EDUCACIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se modifica el artículo 
58 de la Ley N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008 
(Ley General de Educación) estableciendo el voto 
doble al Presidente del Consejo Directivo Central de 
la Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP). (Carp. N* 812/2012 - Rep. N* 517/2012)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 812/2012 
Rep. N* 517/2012 
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Comisión de Educación y Cultura 
Proyecto de Ley Sustitutivo 


Artículo único.- Sustitúyese el artículo 58 de la 
Ley N” 18.437, de 12 de diciembre de 2008, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 58.- (Del Consejo Directivo Cen- 
tral).- El Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública estará integrado 
por cinco miembros, los que deberán poseer condi- 
ciones personales relevantes, reconocida solvencia y 
méritos acreditados en temas de educación y que ha- 
yan actuado en la educación pública por un lapso no 
menor de diez años. 


Tres de sus miembros serán designados por el 
Presidente de la República actuando en Consejo de 
Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores, 
otorgada sobre propuestas fundadas, por un número 
de votos equivalentes a los tres quintos de sus 
componentes, elegidos conforme al inciso primero del 
artículo 94 de la Constitución de la República. 


Si la venia no fuera otorgada dentro del térmi- 
no de sesenta días de recibida su solicitud, el Poder 
Ejecutivo podrá formular propuesta nueva o reiterar 
su propuesta anterior y, en este último caso, deberá 
obtener el voto conforme de la mayoría absoluta del 
Senado. 


Por el mismo procedimiento será designado de en- 
tre los propuestos por el Poder Ejecutivo el Presidente 
del Consejo Directivo Central, cuyo voto será compu- 
tado como doble. 


Las designaciones deberán efectuarse al comienzo 
de cada período de gobierno y los miembros designa- 
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dos permanecerán en sus cargos hasta tanto no ha- 
yan sido designados quienes les sucedan. 


En caso de vacancia definitiva, el cargo corres- 
pondiente será provisto en la forma indicada en los 
incisos anteriores. 


Los otros dos miembros serán electos por el cuer- 
po docente del ente, según la reglamentación que 
oportunamente apruebe el Poder Ejecutivo. Durarán 
en sus funciones cinco años, pudiendo ser reelectos 
solamente por un período subsiguiente, debiendo 
para una nueva elección mediar por lo menos cinco 
años desde su cese. La elección estará a cargo de la 
Corte Electoral y se deberá realizar en el año anterior 
a las elecciones nacionales. 


Los Directores Generales de los Consejos de Edu- 
cación también integrarán de pleno derecho con voz 
y sin voto el Consejo Directivo Central,” 


Sala de la Comisión, 18 de abril de 2012. 


Lucía Topolansky, Miembro Informante; José 
Amorín, Juan José Bentancor, Eber Da Rosa, 
Constanza Moreira, Gustavo Penadés. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 27 de marzo de 2012. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
De nuestra mayor consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de remitir para su consideración el pre- 
sente proyecto de ley por el que se modifica el artícu- 
lo 58 de la Ley N* 18.437 de 12 de diciembre de 2008 
(Ley General de Educación) estableciendo el voto 
doble y decisivo al Presidente del Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de Educación 
Pública (ANEP). 
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Esta iniciativa tiene por finalidad el fortalecimien- 
to de las atribuciones del Presidente del Consejo Di- 
rectivo Central de la ANEB en tanto es uno de los tres 
miembros designados por el Poder Ejecutivo, siendo 
este último responsable primordial de la conducción 
política del ente autónomo ANEP 


De este modo, el Poder Ejecutivo cumple con la 
cláusula 2) del Acuerdo Nacional en Educación sus- 
crito con fecha 23 de febrero de 2012 por el señor 
Presidente de la República, el señor Ministro de Edu- 
cación y Cultura, y los señores Representantes de 
todos los partidos políticos con representación par- 
lamentaria. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su 
mayor consideración. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; 
Luis Almagro, Fernando Lorenzo, Roberto 
Kreimerman, Ricardo Ehrlich, Jorge Venegas, 
Nelson Loustanau, Eleuterio Fernández 
Huidobro, Enrique Pintado, Daniel Olesker, 
Eduardo Bonomi, Héctor Lescano, Graciela 
Muslera, Tabaré Aguerre. 


Proyecto de Ley 


Artículo Único.- Sustitúyese el artículo 58 de la 
Ley N* 18.437 de 12 de diciembre de 2008, por el 
siguiente: 


“ARTÍCULO 58.-. (Del Consejo Directivo Cen- 
tral).- El Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública estará integrado 
por cinco miembros, los que deberán poseer condi- 
ciones personales relevantes, reconocida solvencia 
y méritos acreditados en temas de educación, y que 
hayan actuado en la educación pública por un lapso 
no menor de diez años. 


Tres de sus miembros serán designados por el 
Presidente de la República actuando en Consejo de 
Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores, 
otorgada sobre propuestas fundadas, por un número 
de votos equivalentes a los tres quintos de sus com- 
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ponentes elegidos conforme al inciso primero del Ar- 
tículo 94 de la Constitución de la República. 


Si la venia no fuera otorgada dentro del término 
de sesenta días de recibida su solicitud, el Poder Eje- 
cutivo podrá formular propuesta nueva, o reiterar 
su propuesta anterior, y en este último caso deberá 
obtener el voto conforme de la mayoría absoluta del 
Senado. 


Por el mismo procedimiento será designado de 
entre los propuestos por el Poder Ejecutivo el Presi- 
dente del Consejo Directivo Central, cuyo voto será 
computado como doble y será decisivo para los casos 
de empate aun cuando este se hubiera producido por 
efecto de su propio voto. 


Las designaciones deberán efectuarse al comienzo 
de cada período de gobierno y los miembros designa- 
dos permanecerán en sus cargos hasta tanto no ha- 
yan sido designados quienes les sucedan. 


En caso de vacancia definitiva, el cargo corres- 
pondiente será provisto en la forma indicada en los 
incisos anteriores. 


Los otros dos miembros serán electos por el cuer- 
po docente del ente, según la reglamentación que 
oportunamente apruebe el Poder Ejecutivo. Durarán 
en sus funciones cinco años, pudiendo ser reelectos 
solamente por un período subsiguiente debiendo para 
una nueva elección mediar por lo menos cinco años 
desde su cese. La elección estará a cargo de la Corte 
Electoral y se deberá realizar en el año anterior a las 
elecciones nacionales. 


Los Directores Generales de los Consejos de Edu- 
cación también integrarán de pleno derecho con voz 
y sin voto el Consejo Directivo Central. 


Luis Almagro, Fernando Lorenzo, Roberto 
Kreimerman, Ricardo Ehrlich, Jorge Venegas, 
Nelson  Loustanau, Eleuterio Fernández 
Huidobro, Enrique Pintado, Daniel Olesker, 
Eduardo Bonomi, Héctor Lescano, Graciela 
Muslera, Tabaré Aguerre.” 
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Disposición citada 


LEY N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008 


TITULO Il 
SISTEMA NACIONAL DE EDUCACIÓN PÚBLICA 
CAPITULO V 
CONSEJO DIRECTIVO CENTRAL DE LA ANEP 


Artículo 58. (Del Consejo Directivo Central).- El Consejo Directivo Central 
de la Acministración Nacional de Educación Pública estará integrado por cinco 
miembros, los que deberán poseer condiciones personales relevantes, 
reconocida solvencia y méritos acreditados en temas de educación, y que 
hayan actuado en la educación pública por un lapso no menor de diez años. 


Tres de sus miembros serán designados por el Presidente de la República 
actuando en Consejo de Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores, 
otorgada sobre propuestas fundadas, por un número de votos equivalentes a 
los tres quintos de sus componentes elegidos conforme al inciso primero del 
artículo 94 de la Constitución de la República. 


Si la venia no fuera otorgada dentro del término de sesenta dias de recibida su 
solicitud, el Poder Ejecutivo podrá formular propuesta nueva, o reiterar su 
propuesta anterior, y en este último caso deberá obtener el voto conforme de la 
mayoría absoluta del Senado. 


Por el mismo procedimiento será designado de entre los propuestos por el 
Poder Ejecutivo el Presidente del Consejo Directivo Central, 


Las designaciones deberán efectuarse al comienzo de cada periodo de 
gobierno y los miembros designados permanecerán en sus cargos hasta tanto 
no hayan sido designados quienes les sucedan. 


En caso de vacancia definitiva, el cargo correspondiente será provisto en la 
forma indicada en los incisos anteriores. 


Los otros dos miembros serán electos por el cuerpo docente del ente, según la 
reglamentación que oportunamente apruebe el Poder Ejecutivo. Durarán en 
sus funciones cinco años, pudiendo ser reelectos solamente por un periodo 
subsiguiente debiendo para una nueva elección mediar por lo menos cinco 
años desde su cese. La elección estará a cargo de la Corte Electoral y se 
deberá realizar en el año anterior a las elecciones nacionales. 


Los Directores Generales de los Consejos de Educación también integrarán de 
pleno derecho con voz y sin voto el Consejo Directivo Central. 


25 de abril de 2012 


25 de abril de 2012 


“CÁMARA DE SENADORES 


Comisión de Educación y Cultura 
ACTA N? 39 


En Montevideo, el día dieciocho de abril del año 
dos mil doce, a la hora dieciséis y diez minutos se 
reúne la Comisión de Educación y Cultura de la Cá- 
mara de Senadores. 

Asisten los miembros señoras Senadoras Constan- 
za Moreira y Lucía Topolansky y señores Senadores 
José Amorín, Juan José Bentancor, Eber Da Rosa y 
Gustavo Penadés. Falta con aviso el señor Senador 
Eduardo Lorier. 

Preside la señora Presidenta de la Comisión Sena- 
dora Constanza Moreira. 

Actúan en Secretaría la señora Secretaria de Co- 
misión María Cecilia Fernández y la señora Prosecre- 
taria María Victoria Lumaca. 

Asuntos entrados 

Por Secretaría se da cuenta de los siguientes asun- 
tos ingresados: 

- Mensaje y proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo por el que se modifica la naturaleza jurídica 
de la Universidad del Trabajo del Uruguay (UTU). 
- Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Re- 
presentantes por el que se designa con el nombre 
de “Maestro José Pedro Martínez Matonte” el Liceo 
N* 52, del departamento de Montevideo, dependiente 
del Consejo de Educación Secundaria, Administra- 
ción Nacional de Educación Pública. 

- Copia de la exposición escrita presentada por el 
señor Representante Nacional Jaime Trobo, sobre la 
instalación, en la fachada de la Facultad de Ciencias 
Sociales, de carteles relacionados con el proyecto de 
ley de interrupción voluntaria del embarazo. 

Asuntos aprobados 

CARPETA N* 812/2012. Mensaje y proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo por el cual se modifica el artículo 
58 de la Ley N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008 
(Ley General de Educación). 

La Comisión aprueba un proyecto de ley sustitu- 
tivo: Se vota: 6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se 
designa Miembro Informante a la señora Senadora 
Lucía Topolansky, quien lo hará en forma verbal. 

El texto del proyecto de ley sustitutivo se transcri- 
be a continuación: 

“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 58 de la 
Ley N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008, por el 
siguiente: 

“ARTÍCULO 58.- (Del Consejo Directivo Cen- 
tral).- El Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública estará integrado 
por cinco miembros, los que deberán poseer condi- 
ciones personales relevantes, reconocida solvencia 
y méritos acreditados en temas de educación y que 
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hayan actuado en la educación pública por un lapso 
no menor de diez años. 

Tres de sus miembros serán designados por el 
Presidente de la República actuando en Consejo de 
Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores, 
otorgada sobre propuestas fundadas, por un número 
de votos equivalentes a los tres quintos de sus 
componentes, elegidos conforme al inciso primero 
del artículo 94 de la Constitución de la República. 

Si la venia no fuera otorgada dentro del térmi- 
no de sesenta días de recibida su solicitud, el Poder 
Ejecutivo podrá formular propuesta nueva o reiterar 
su propuesta anterior y, en este último caso, deberá 
obtener el voto conforme de la mayoría absoluta del 
Senado. 

Por el mismo procedimiento será designado de 
entre los propuestos por el Poder Ejecutivo el Presi- 
dente del Consejo Directivo Central, cuyo voto será 
computado como doble. 

Las designaciones deberán efectuarse al comienzo 
de cada período de gobierno y los miembros designa- 
dos permanecerán en sus cargos hasta tanto no ha- 
yan sido designados quienes les sucedan. 

En caso de vacancia definitiva, el cargo corres- 
pondiente será provisto en la forma indicada en los 
incisos anteriores. 

Los otros dos miembros serán electos por el cuer- 
po docente del ente, según la reglamentación que 
oportunamente apruebe el Poder Ejecutivo. Durarán 
en sus funciones cinco años, pudiendo ser reelectos 
solamente por un período subsiguiente, debiendo 
para una nueva elección mediar por lo menos cinco 
años desde su cese. La elección estará a cargo de la 
Corte Electoral y se deberá realizar en el año anterior 
a las elecciones nacionales. 

Los Directores Generales de los Consejos de Edu- 
cación también integrarán de pleno derecho con voz 
y sin voto el Consejo Directivo Central”. 

CARPETA N* 824/2012. Proyecto de ley aproba- 
do por la Cámara de Representantes por el que se 
designa con el nombre de “Maestro José Pedro Mar- 
tínez Matonte” el Liceo N” 52, del departamento de 
Montevideo, dependiente del Consejo de Educación 
Secundaria, Administración Nacional de Educación 
Pública. 

La Comisión aprueba el proyecto de ley. Se vota: 6 
en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. Se designa Miem- 
bro Informante a la señora Senadora Lucía Topolans- 
ky, quien lo hará en forma verbal. 

Resoluciones 

Los integrantes de la Comisión resuelven invitar 
a las autoridades del Codicén y de la Universidad del 
Trabajo (UTU) a fin de que brinden información rela- 
cionada con el proyecto de ley que modifica la natura- 
leza jurídica de la UTU. 

De lo actuado se procede a tomar versión taqui- 
gráfica, cuya copia dactilografiada luce en el Distri- 
buido N* 1315/2012, que forma parte de esta acta. 


418-C.S. 


No habiendo más asuntos para considerar, a la 
hora dieciséis y veinticinco minutos se levanta la se- 
sión. 

Para constancia se labra la presente acta que, una 
vez aprobada, firman la señora Presidenta y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Constanza Moreira, Presidenta; María Cecilia 
Fernández, Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 

-En discusión general. 

Tiene la palabra la señora Senadora Moreira. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: antes 
que nada, quiero decir que la Miembro Informante 
de este proyecto de ley era la señora Senadora Topo- 
lansky, quien no pudo concurrir, por lo que me de- 
sempeñaré yo en esa función. 


La única disposición que contiene este proyecto 
de ley plantea una modificación al inciso cuarto del 
artículo 58 de la Ley N* 18.437 -Ley General de Edu- 
cación- que, como señaló el señor Presidente, está 
referida al voto del Presidente del Consejo Directivo 
Central. 


Como se deduce de su lectura, esta iniciativa fue 
aprobada por la unanimidad de los partidos políticos 
que integran la Comisión de Educación y Cultura, lo 
que quiere decir que existe un acuerdo total y que 
coincidimos, sobre esto en su fundamentación, con las 
Bancadas del Partido Colorado y del Partido Nacional. 
No obstante, debo decir que la redacción original de 
este proyecto de ley, enviada por el Poder Ejecutivo, 
sufrió una modificación que luego detallaré. 


En esencia, el artículo 58 en cuestión tiene que ver 
con el Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública. Como algunos seño- 
res Senadores recordarán, esa disposición de la Ley 
General de Educación determinaba la integración de 
ese Cuerpo con cinco miembros, su forma de nombra- 
miento -tres de sus integrantes eran designados por el 
Presidente de la República, actuando en Consejo de 
Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores- y 
también la designación del Presidente del Consejo Di- 
rectivo Central, en un inciso que es, precisamente, el 
que se plantea modificar en esta instancia. De hecho, 
el cambio que estamos planteando es la sustitución del 
inciso cuarto por el siguiente: “Por el mismo procedi- 
miento será designado de entre los propuestos por el 
Poder Ejecutivo el Presidente del Consejo Directivo 
Central, cuyo voto será computado como doble”. 
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Señor Presidente: esta es la modificación a la que 
refiere este proyecto de ley que está a consideración, 
pero vale la pena hacer un poco de historia respecto 
a cómo llega esta iniciativa a la Cámara. 


Esta modificación es uno de los cuatro puntos del 
acuerdo educativo celebrado entre el Gobierno y la 
oposición en febrero de este año. Entre esos puntos 
estaban la instalación del Instituto Nacional de Eva- 
luación Educativa, el proyecto que sustituiría al del 
Instituto Terciario Superior -estamos hablando de lo 
que llamamos Universidad Tecnológica en el inte- 
rior-, y el acuerdo sobre el fortalecimiento de los cen- 
tros educativos. Junto a estos tres puntos del acuerdo 
mencionado entre el Gobierno y la oposición -al que 
se llegó, como dije, en febrero de este año-, se incluía 
un cuarto punto que tenía que ver con el llamado do- 
ble voto al Presidente del Codicén. La idea era darle 
más peso a los representantes del Gobierno en el Co- 
dicén; el Mensaje proveniente del Poder Ejecutivo in- 
dica que el doble voto es una facultad que se le da al 
Presidente de ese organismo -y leo textualmente- por 
considerarlo como “último responsable primordial 
de la conducción política del ente autónomo ANEP”. 
Reitero que estoy citando el Mensaje del Poder Ejecu- 
tivo de fecha 27 de marzo de 2012. 


La Comisión General que celebráramos en el Se- 
nado en octubre de 2011 -como todos recordarán- 
otorgó un plazo de cuarenta y cinco días para que las 
autoridades de la educación elevaran sus planes de 
trabajo. En consonancia con esto, la Comisión Coor- 
dinadora del Sistema Nacional de Educación Pública 
entregó, el 5 de diciembre de 2011, un documento 
titulado “Hacia la construcción de una agenda para 
la mejora educativa. Aporte de la Comisión Coordina- 
dora del Sistema Nacional de Educación Pública”. A 
partir de la entrega de ese documento, luego de cua- 
renta y cinco días de la última sesión de la Comisión 
General del Senado que contó con la presencia del 
señor Ministro de Educación y Cultura -la próxima la 
tendremos en el día de mañana-, hubo reuniones con 
actores sociales y con partidos políticos; con los acto- 
res sociales se acordó dar los pasos necesarios hacia 
la realización del Congreso Nacional de Educación en 
el año 2012, y con los partidos políticos se formaron 
Comisiones Técnicas Multipartidarias. 


El 24 de enero de 2012, luego de considerar el 
documento de la Comisión Coordinadora del Sistema 
Nacional de Educación Pública, el señor Presidente 
convocó a las autoridades partidarias para trabajar 
sobre cinco puntos: el fortalecimiento de la conduc- 
ción de la educación, el fortalecimiento de los centros 
educativos, el fortalecimiento de la enseñanza técni- 
co-tecnológica, la instalación del Instituto Nacional 
de Evaluación Educativa -que ya está creado por ley- 
y los avances en la respuesta a la emergencia edilicia 
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en los centros educativos de ANEP. En lo que tiene 
que ver con el segundo y el tercer punto -el fortale- 
cimiento de los centros educativos y de la enseñanza 
técnico-tecnológica- se formaron Comisiones Técni- 
cas Multipartidarias que están funcionando y que han 
enviado sendos documentos con los cuales trabaja- 
remos este año, tratando de aprobar, por ejemplo, la 
creación de la Universidad Tecnológica en el interior. 
Quiere decir que en estos temas los partidos políti- 
cos trabajaron en Comisiones técnicas. Sin embargo, 
sobre el primer punto -el fortalecimiento de la con- 
ducción de la educación-, el único acuerdo logrado 
por unanimidad, la única propuesta que contó con el 
apoyo de los cuatro partidos políticos con representa- 
ción parlamentaria, tuvo que ver con el llamado doble 
voto al Presidente del Codicén. 


Posteriormente se generó cierto debate sobre el 
que me gustaría hacer una precisión partidaria y per- 
sonal. La primera sensación que queda de la posi- 
ción unánime con relación a esta propuesta es que los 
problemas de la gestión podrían deberse a lo actuado 
por los Consejeros electos por los miembros docen- 
tes; de más está decir que este no es un diagnóstico 
totalmente compartido y que el Frente Amplio dio un 
amplio respaldo a estos Consejeros electos. 


El segundo punto que presentó ese debate -además 
de este diagnóstico que me parece que no es justo con 
los Consejeros docentes- fue el de retomar el control 
político de los organismos de la enseñanza o devolverle 
al Poder Ejecutivo el control. Debemos recordar que 
aunque estamos reforzando el papel del Presidente del 
Codicén, en realidad, el Poder Ejecutivo tiene mayoría 
en la integración de ese organismo. Quiere decir que 
con la aprobación e implementación de la Ley de 
Educación -que, según la tradición uruguaya, vamos 
haciéndola en forma gradual- estamos fortaleciendo 
la institucionalidad educativa, bastante balcanizada y 
fragmentada -como la de todas las instituciones muy 
viejas-, que necesita ser reformada. Hay que tener en 
cuenta que cualquier proceso de cambio involucrará 
a toda la comunidad educativa, es decir, docentes, 
estudiantes y padres. Para ello, a través de este 
proyecto de ley estamos respaldando a las autoridades 
de la educación, que son las que realizan todos los días 
el trabajo de su conducción política. 


Señor Presidente: el acuerdo multipartidario -que 
mañana revisaremos y sobre el que haremos una 
puesta a punto- está inspirado en viejas tradiciones 
de la democracia uruguaya. Es una democracia que 
algunos científicos políticos han llamado consociati- 
va, de socios, de concertación entre partidos, actores 
sociales, de búsqueda de negociación y de compar- 
tir ideas. La idea rectora del acuerdo multipartidario 
-del cual este es una parte pequeñita; tendremos co- 
sas más importantes para trabajar este año, como la 
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instalación de la Universidad Tecnológica en el inte- 
rior- es que sobre la educación nosotros podamos te- 
ner una política de Estado, es decir, una política que 
exceda o sea mayor que cualquier pretensión política 
concreta de un Gobierno específico. 


Los resultados del acuerdo educativo son muchos 
-insisto en que sobre este tema hablaremos en el día de 
mañana-, contamos con varios documentos, ha habido 
muchas reuniones, existe un acuerdo multipartidario 
que tiene toda una agenda de implementación parla- 
mentaria, pero hay una parte que no va a pasar por el 
Parlamento, que tiene que ver con iniciativas concre- 
tas que gestionarán los organismos de la enseñanza y 
otra parte que pasa por las autoridades y los organismos 
sociales, como es el congreso de educación. En la par- 
te del acuerdo que nos compete, que corresponde a la 
agenda legislativa, estamos trabajando en un proyecto 
de ley, que es verdad que demoró un mes y medio en 
llegar, pero tengamos en cuenta que estamos modifi- 
cando una Ley de Educación que llevó más de 20 años 
en ser aprobada y tenemos que ser suficientemente 
cuidadosos en todo lo que hagamos, aun cuando sea la 
modificación de una parte de un inciso de un artículo 
de una ley. Con esto apunto a que, por acuerdo en- 
tre los tres partidos con representación parlamentaria 
en el Senado, introdujimos una modificación al inciso 
cuarto. La redacción original decía: “...y será decisivo 
para los casos de empate aun cuando este se hubiera 
producido por efecto de su propio voto”, lo que podía 
ser interpretado como el triple voto para el Presidente 
del Codicén. A instancias de todos los partidos se elimi- 
nó esta frase por entender que sería un exceso y que 
estaba suficientemente asegurada la fortaleza del Pre- 
sidente de la Institución con la redacción que estamos 
sometiendo a consideración de este Cuerpo. 


Señor Presidente: las votaciones divididas entre el 
Gobierno y los representantes docentes no son conti- 
nuadas ni sistemáticas y, en general, en las votaciones 
que ha tenido el Codicén ha triunfado un espíritu ins- 
titucional. Por encima de todo, las instituciones de la 
enseñanza continuarán siendo organismos colectivos 
como lo establece la Ley de Educación para varias 
de las instituciones con las que estamos trabajando y 
que debemos implementar. 


No me voy a extender más sobre el texto y el espí- 
ritu del acuerdo que celebramos; mañana podremos 
discutir todos los temas del acuerdo en régimen de 
Comisión General. Ahora nos cumple votar este tex- 
to. Solicito a mis compañeros de Comisión que me 
ayuden en la fundamentación de este artículo que 
estamos sometiendo a la consideración del Cuerpo y 
quedo a las órdenes para cualquier aclaración ulte- 
rior que pueda realizar sobre este asunto. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
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SEÑOR LARRAÑAGA.-- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor Presidente: esta- 
mos hablando de un aspecto del acuerdo educativo 
que considero importante, que refiere al doble voto 
del Presidente del Codicén y no al triple voto como 
originariamente vino del Poder Ejecutivo. En conver- 
saciones que mantuviéramos con la señora Senadora 
Xavier, ella nos alertaba de que su fuerza política no 
estaba conteste con esta iniciativa. Me parece que es 
adecuado señalar que lo que se acordó entre el Presi- 
dente de la República y la oposición fue el doble y no 
el triple voto. Esta es la realidad sin más. 


Pero quiero dejar en claro un par de parámetros 
políticos sobre los cuales nos movimos. 


El primero de ellos es que nos parece esencial la 
intención de preservar la representación política de 
la ciudadanía expresada por los poderes públicos. La 
autonomía de la enseñanza no implica ni supone que 
la política tenga que estar subordinada a la enseñan- 
za. Por el contrario, las grandes líneas deben estar 
impulsadas por el poder político. Y el segundo pará- 
metro al cual me quiero referir es que nuestro partido 
no pretendió ni pretende quitar la representación de 
los trabajadores en el Codicén. Esto, más allá de cual- 
quier valoración, es algo que está consagrado en la 
ley y que, a nuestro juicio, llegó para quedarse. Que- 
remos respetar ambos espacios en estas dos dimen- 
siones de la representación, y por eso vale decir que 
no es menor el doble voto del Presidente del Codicén, 
por cuanto le permite quebrar eventuales trabas, lo 
que es importante. Lo que no podíamos acompañar 
era una suerte de triple voto, porque iba a desnatu- 
ralizar la calidad del órgano colegiado Codicén. Basta 
simplemente advertir que la sola presencia del Pre- 
sidente del Codicén más un integrante de los cinco 
miembros hacía indiscutiblemente mayoría en todas 
las hipótesis, y eso conlleva, nada más y nada me- 
nos, que a afectar el propio órgano Codicén porque, 
a nuestro juicio, lo hubiera desnaturalizado. A través 
del doble voto, el Presidente puede lograr, incluso, 
que haya un empate y eso es una garantía, porque el 
poder político tendrá una suerte de defensa de la re- 
presentación que legítimamente le corresponde y ello 
también apunta a preservar la pluralidad. 


Quiero consignar, además que, a nuestro juicio, 
la propuesta del doble voto no tiene como finalidad 
quitar peso a los representantes de los trabajadores 
en las decisiones de la educación, sino potenciar el 
poder político. Actualmente, si tomamos en cuen- 
ta el Codicén, la Educación Primaria, la Educación 
Secundaria y la UTU, la oposición tiene un repre- 
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sentante en 14 cargos. Se da la paradoja de que en 
Educación Primaria, Educación Secundaria y UTU 
hay representación de los trabajadores, pero no del 
50% de la ciudadanía representada en el Parlamento, 
y esto me parece que es indiscutible. 


En consecuencia, creemos que la solución de 
otorgar doble voto al Presidente del Consejo Directivo 
Central es un respaldo a la institucionalidad; incluso 
-y vale la constancia- fue reclamada por el propio Pre- 
sidente de la República en una de las dos reuniones 
mantenidas en la residencia de Suárez -que prece- 
dieron el acuerdo educativo de febrero de este año- y 
aceptado por la oposición. En caso de que la votación 
salga tres a dos y la posición del Presidente sea la de 
la minoría, su doble voto sirve para empatarla; y si 
hay tres posiciones diferentes en el Codicén, preva- 
lece la suya, al igual que en ausencia de uno de sus 
integrantes. Ahora bien, no era lógico que con el tri- 
ple voto del Presidente y con un solo integrante más, 
aquél terminara dominando en forma absoluta el ór- 
gano. En ese caso, resultaría innecesaria la existencia 
de un órgano colectivo integrado por cinco miembros 
para la conducción de la educación en nuestro país. 


Hoy nos queremos referir específicamente a uno 
de los cuatro puntos del acuerdo y hablaremos de los 
restantes mañana en el llamado a Comisión General 
del Ministro de Educación y Cultura y los integrantes 
del Codicén, que fuera votado en forma unánime por 
este Senado. 


Seguimos advirtiendo que las cosas no van bien en 
la educación. A pesar de que hemos aportado instru- 
mentos al Gobierno para conseguir resultados en la 
educación uruguaya, los cambios se procesan con una 
notable lentitud, reticencia e, incluso, con enorme re- 
sistencia a lo que aprobaron los partidos políticos junto 
con el propio Presidente de la República. Es innegable 
e indiscutible que el país necesita una mayor velocidad 
en los cambios de la educación. Los parámetros que 
presentamos ante la ciudadanía son realmente defi- 
cientes y nos preocupan enormemente. 


El proyecto de ley que vamos a aprobar en el día 
de hoy, que modifica las potestades del Presidente en 
cuanto al doble voto, va en el sentido de apoyar la ins- 
titucionalidad del Codicén, por lo que debemos res- 
paldarlo con fuerza. No es posible que los organismos 
desconcentrados terminen en una suerte de puja con 
el Codicén, como sucedió en diciembre del año pasado 
con el desacato de Educación Secundaria a ese Con- 
sejo, lo que motivara la única remoción solicitada por 
la oposición en siete años. Durante ese período la opo- 
sición ha reclamado el alejamiento de jerarcas de de- 
terminados cargos y las únicas remociones que se hi- 
cieron fueron las de los integrantes que representaban 
al Gobierno en el Consejo de Educación Secundaria. 
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Por lo expuesto, vamos a respaldar esta iniciati- 
va con las modificaciones aprobadas por unanimidad 
en la Comisión de Educación y Cultura del Senado. 
A las precisiones que se realizarán en el día de ma- 
ñana, seguramente se agregarán otras expresiones, 
propuestas y críticas, con la presencia del Ministro 
de Educación y Cultura y de los representantes del 
Codicén en régimen de Comisión General. 


Muchas gracias. 
SEÑOR AMORÍN - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señor Presidente: vamos a 
votar afirmativamente la modificación al artículo 58 
de la Ley General de Educación porque, como todos 
sabemos, forma parte de los acuerdos a los que llega- 
mos los partidos políticos en materia de educación. 


Ahora bien, quiero hacer algo de historia de por 
qué se está tratando este tema y la razón de esta mo- 
dificación. Quiero decir que nosotros -refiriéndome 
al Partido Colorado- siempre fuimos críticos y consi- 
deramos negativo que el Gobierno no tuviera las ma- 
yorías necesarias para hacer algunas modificaciones 
en la educación del Uruguay ante los delegados de 
los docentes que tenían voz y voto. Por esa razón, los 
cinco Senadores aquí presentes elaboramos un pro- 
yecto de ley por el cual se ampliaba el número de 
Consejeros integrantes del Codicén -a los efectos de 
que la oposición tuviera representantes sin que el 
Gobierno perdiera las mayorías- y los representantes 
de los docentes actuaban con voz y sin voto, como 
una suerte de asesores de primera línea sentados a la 
mesa donde se tomaban las decisiones; esta inquie- 
tud, que existía en nuestra sociedad, fue tomada por 
el Presidente de la República. En la primera reunión 
que mantuvimos algunos Senadores -que hoy esta- 
mos aquí- con el señor Presidente de la República en 
la residencia de Suárez, uno de los primeros aspectos 
que nos planteó fue que había que darle doble voto 
al Presidente del Codicén, de manera que este y el 
sistema político pudieran resolver diferentes temas. 
¿Por qué es esto? Según la Ley Orgánica del Codicén, 
algunos temas requieren cuatro votos conformes, por 
lo que con el doble voto del Presidente se aseguraba 
que los representantes políticos, actuando de acuer- 
do, pudieran resolver todos los temas. Si son tres y 
dos, esos temas para los que se precisa mayoría espe- 
cial de cuatro votos, no podrían ser resueltos. Es de- 
cir que se pretendió dar doble voto al Presidente del 
Codicén para que los representantes políticos -que, 
en definitiva, son los representantes de toda la ciu- 
dadanía- tuvieran el control y la responsabilidad del 
manejo de la educación pública en el Uruguay. 
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Es cierto que no era muy clara la redacción del 
proyecto de ley llegado al Senado, y que se podía 
entender que se daban tres votos al Presidente del 
Codicén. El señor Senador Da Rosa hizo notar este 
hecho, por lo que todos rápidamente nos pusimos de 
acuerdo en eliminar las últimas palabras del inciso 
cuarto del artículo 58, de manera que quedara claro 
que el Presidente del Codicén tiene voto doble en to- 
das las instancias. Por tanto, no se requiere que haya 
un empate para que tenga voto doble. Dicho de otra 
manera, aunque no haya empate, el Presidente tiene 
voto doble. Cuando el Presidente del Codicén levanta 
la mano, su voto se cuenta por dos; es como si levan- 
tara las dos manos. Reitero, siempre vale por dos y no 
es solo en caso de empate. 


Pero esto no termina aquí ya que el señor Presi- 
dente de la República planteó dos cosas más. Una de 
ellas es que quería que los Presidentes de la UTU, 
de Educación Secundaria y de Educación Inicial y 
Primaria también tuvieran doble voto. Ante ello, los 
representantes de la oposición -del Partido Indepen- 
diente, del Partido Nacional y del Partido Colorado- le 
dijimos que contara con nuestro voto. Es decir, si ne- 
cesitaba esta herramienta para manejar mejor la edu- 
cación, que contara con nuestro voto. Pero no quedó 
clara la posición del Frente Amplio. Y cuando fuimos 
a las magníficas oficinas del Presidente de la Repú- 
blica en la Plaza Independencia a firmar el acuerdo, 
en este figuraba que eventualmente se daría el doble 
voto a los Presidentes de los Organismos Desconcen- 
trados. En ese momento el señor Senador Bordaberry 
preguntó por qué se decía “eventualmente”, y se nos 
contestó que había que zanjar una discusión interna 
en el Frente Amplio al respecto. Aparentemente el 
acuerdo no llegó y esto último no figura. 


Otra cosa más nos pidió el señor Presidente de la 
República: el doble voto para el Presidente de ASSE. 
De esa manera el Gobierno, el Poder Ejecutivo, iba a 
poder tener un claro control en una situación enor- 
memente complicada. Desde la oposición le hicimos 
saber rápidamente que si para gobernar necesitaba 
nuestro voto, contara con ello. Y desde el Partido Co- 
lorado -estoy seguro que también desde toda la opo- 
sición- le seguimos diciendo: “Presidente, para estas 
cosas, cuente con nuestro voto; para darle fuerza al 
Gobierno, cuente con nuestro voto; para poder go- 
bernar, cuente con nuestro voto; para hacerse res- 
ponsable de la salud y de la educación en el Uruguay, 
cuente con nuestro voto”. Se lo decimos desde aquí 
y seguimos esperando que vengan esos proyectos de 
ley. Y si estos llegan al Senado, serán aprobados tan 
rápidamente como el que tenemos a consideración 
en el día de hoy. En este proyecto de ley que, desde 
nuestro punto de vista, ha venido mal redactado, se 
demoró un mes y medio. En el Senado lo vamos a sa- 
car en una semana y en la Cámara de Representantes 
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lo aprobarán también en una semana porque esta- 
mos aquí para cumplir lo acordado con el Presidente 
de la República. Para nosotros estos acuerdos, el que 
tenemos a consideración hoy y los otros, son temas 
que debemos cumplir porque es una clara señal que 
le debemos dar a la población. Sobre los otros tres 
temas estaremos hablando mañana cuando concurra 
al Senado el señor Ministro de Educación y Cultura. 


Esta es la posición que quería dejar en claro. 
SEÑOR RUBIO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Señor Presidente: la señora Se- 
nadora Moreira ha explicado en forma exhaustiva los 
fundamentos de este proyecto de ley. Lo que quiero 
agregar es que este tema es parte del cumplimiento 
de los acuerdos alcanzados y su detalle ya lo brindó la 
señora Senadora. 


Por otro lado, la negociación para la integración de 
los organismos del Estado, desde 1985 hasta la fecha, 
ha sido la más generosa de todos los Gobiernos, sin ex- 
clusión. Repito: desde 1985 jamás un Gobierno ofreció 
a la oposición la participación en prácticamente todos 
los organismos del Estado, y no solo en los Entes Autó- 
nomos y Organismos Descentralizados. Lo que se plan- 
teó fue que había una dificultad -lo cual quedó muy 
claramente expresado en la Comisión negociadora- 
que contenía tres aspectos. En primer lugar, el manda- 
to que teníamos quienes representábamos al Gobierno 
era que debía existir una clara mayoría y responsabili- 
dad asumida por parte de este, dado que ello figuraba 
en el programa aprobado en la elección precedente. 
En segundo término, debía existir una participación de 
la oposición, de manera que ejerciera el control y la 
iniciativa. Y, por último, se constataba la existencia de 
inconvenientes en aquellos organismos que tenían una 
integración múltiple, pues en virtud de la representa- 
ción social y política existente, la situación se tornaba 
un tanto compleja. 


Ante el hecho de que el Gobierno quedaba en mi- 
noría, la opción del Presidente de la República fue que 
quedara de esa manera. Así se ha funcionado hasta esta 
instancia y ahora este proyecto de ley presentado por el 
Presidente de la República viene a amortiguar un poco 
esa situación. Pero no exageremos, porque por la vía 
reglamentaria esto ya existe en el Codicén. En segun- 
do lugar, esto permite bloquear determinadas posturas 
con las que no esté de acuerdo el Presidente del Codi- 
cén. O sea, no permite generar una mayoría en caso de 
que la oposición y los representantes sociales no estén 
de acuerdo. Esto mejora la situación pero no significa 
un cambio dramático. De cualquier manera, me parece 
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muy acertada la decisión de la Comisión de no otor- 
garle el triple voto, lo cual podía interpretarse de esa 
confusa redacción proveniente del Poder Ejecutivo. Por 
tanto, estamos plenamente de acuerdo con el proyec- 
to. Somos críticos en el sentido de la velocidad con la 
cual se están haciendo los cambios en materia educati- 
va y también nos hacemos cargo del punto de partida. 
Además, nos hacemos cargo de que si bien en dólares 
corrientes hemos triplicado o cuadruplicado el presu- 
puesto educativo y, en términos constantes, lo hemos 
más que duplicado, trabajar como docentes en centros 
educativos en los cuales los niveles de exclusión social 
y la asunción de pautas de violencia y de desintegración 
social han sido y son tan profundos en nuestra socie- 
dad, significa un verdadero apostolado, más allá de que 
algunos de ellos no lo hagan con verdadera responsabi- 
lidad. Nos hacemos cargo también de que estamos muy 
lejos de llegar a niveles comparativos desde el punto de 
vista internacional y de que tenemos el problema de 
mejorar la gestión y seguir invirtiendo en este terreno 
con políticas de Estado, porque de otra manera no se 
producirán los resultados que todos aspiramos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR BARÁIBAR.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: previa- 
mente a la consideración de este tema, consulté a 
la Miembro Informante, señora Senadora Moreira, 
sobre la variante existente entre el proyecto de ley 
enviado por el Poder Ejecutivo y el que finalmente 
aprobó la Comisión. Debo decir que si bien el tema 
del triple voto simultáneo -como se le ha llamado- ha 
generado el unánime rechazo de todos los partidos 
políticos, la intervención del señor Senador Rubio 
me motivó a realizar el siguiente comentario. Esta 
modificación tiene alcance limitado y no impide de- 
terminadas situaciones. Es bueno que se señale que 
fruto de determinadas razones -ivaya si fueron im- 
portantes!-, que no las voy a historiar porque no soy 
experto en el tema y no lo conozco en profundidad, 
todo el sistema político se puso de acuerdo en la ne- 
cesidad y conveniencia de realizar esa modificación, 
pero la nueva situación que se generó no modifica 
de una manera sustantiva la posibilidad de que haya 
bloqueos o incapacidad para resolver. 


Por otra parte, me gustaría saber la discusión que 
se dio en el Poder Ejecutivo y en el Consejo de Mi- 
nistros -esta iniciativa, además, viene con la firma de 
absolutamente todos los Ministros-, porque llama mi 
atención la incorporación de la frase que dice que 
será decisivo para los casos de empate, aun cuando 
este se hubiera producido por efecto de su propio 


25 de abril de 2012 


voto. Reconozco que la frase es ambigua. ¿Qué quiere 
decir? ¿Que de entrada tiene un triple voto o que tie- 
ne un triple voto si se produce empate? Esto no queda 
claro con esta frase. Sin embargo, esa circunstancia 
del doble voto, puede generar y mantener un empate. 


SEÑOR AMORÍN.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR BARÁIBAR.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señor Presidente: quiero de- 
jar establecido algo que tenemos absolutamente cla- 
ro quienes estuvimos presentes en la negociación de 
estos acuerdos. Allí se acordó que hubiera doble voto 
para el Presidente del Codicén en toda instancia. Eso 
es absolutamente claro: cada vez que el Presidente 
levante la mano, su voto valdrá el doble y nada más. 
Eso es lo acordado y lo que estamos votando hoy en 
cumplimiento de esos acuerdos. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
Senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Señor Presidente: la aclara- 
ción del señor Senador Amorín me lleva a decir que voy 
a votar el proyecto de ley tal cual está; no tengo la menor 
duda. Pero cuando en el futuro alguien se remita a la 
historia de esta norma, podrá percibir que esta modifi- 
cación no permite superar muchos de los bloqueos que 
hoy se tienen -no digo todos-, y que hubo un Senador 
que sintió dudas sobre su eficacia y así lo advirtió. En es- 
tas circunstancias no pretendo más que hacer una ad- 
vertencia, en tanto voy a votar el proyecto de ley, repito, 
tal cual viene. Salvo en las circunstancias de resolucio- 
nes especiales que necesitan cuatro votos, ahí sí el do- 
ble voto es eficaz, siempre y cuando se suponga que los 
tres representantes del Poder Ejecutivo -por decirlo de 
alguna manera- estén votando en la misma posición. En 
ese caso, un voto más permite obtener los cuatro votos 
para determinadas resoluciones. Sin embargo, en casi 
todas las demás circunstancias -esto es simplemente un 
juego no para quien es experto en educación, sino en 
cuestiones de métodos de resolución política, en donde 
más o menos alguna experiencia tengo-, los bloqueos se 
mantienen. Incluso, en la votación más corriente, de 
tres a dos, el doble voto genera un empate y, ¿cómo se 
resuelve? Por eso digo que en la situación de que haya 
una votación tres a dos, donde el voto del Presidente 
lleva a un empate de tres a tres -pensada por alguien del 
Poder Ejecutivo-, sí era pertinente el doble voto del Pre- 
sidente que pudiera desbloquear la solución, pero deje- 
mos que el futuro resuelva sobre esta materia. De todas 
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maneras, no está demás admitir que esta es una buena 
solución. La mayor importancia que tiene esto, es que 
todos los partidos nos hayamos puesto de acuerdo, pero 
no me gustaría que lo hayamos hecho en algo que es de 
poca importancia porque, en definitiva, los problemas 
surgen en el futuro. 


Simplemente quería hacer esa salvedad y aclara- 
ción antes de votar. Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: la 
primera reflexión final que quiero hacer a propósito 
de la intervención del señor Senador Baráibar, es 
que estamos reforzando la decisión del Presidente 
del Codicén, multiplicándola por dos en todas las 
instancias como dijo el señor Senador Amorín-, para 
darle lo que le llamaríamos una cierta capacidad de 
veto en caso de que se produjera una conflagración 
de fuerzas contrarias al designio de los representantes 
del Poder Ejecutivo, porque todo el mundo sabe que 
cuando hay empate, la decisión no sale. De esa manera, 
el Presidente del Codicén queda en la situación de 
producir un empate en una situación de acuerdo 
-veremos de quiénes- que le es adversa. Insisto en que 
este primer punto es un reforzamiento de la autoridad 
y la capacidad de decisión del señor Presidente. 


La segunda y la tercera tienen menos importan- 
cia relativa pero refieren, como dijo el señor Senador 
Amorín, a las votaciones especiales o al caso en que 
falte un Consejero. 


Quiero hacer hincapié en que hoy tenemos una in- 
tegración determinada por ley, donde hay dos Conseje- 
ros electos y otra situación determinada políticamente 
en la cual hay un representante de la oposición en el 
Codicén. Esta situación depende de la voluntad políti- 
ca del Gobierno. Hoy existe y nos gustaría que pudiera 
seguir existiendo siempre, pero la peculiar integración 
del Codicén es hija de la casuística política. Tan así 
es que cuando votamos la modificación de la Ley de 
Educación, para darle un doble voto al Presidente del 
Codicén, es para impedir un resultado o una decisión 
adversa contra la decisión de dicho Presidente y, en ese 
sentido, lo dejamos amparado por esta modificación. 


Dicho esto, quiero expresar que la corrección a 
organismos con representación social -que estuvo 
planteada en la exposición del Senador Amorín- for- 
ma parte de un debate mayor que tiene el sistema 
político y de partidos uruguayo, y que remite a todos 
los órganos donde la representación social existe. Es 
decir que ya nos enfrentaremos con este debate, a 
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propósito de las autoridades de la futura Universidad 
Tecnológica. Me refiero a la relación entre las autori- 
dades electas por cuerpos docentes y estudiantiles y 
las designadas por el Poder Ejecutivo. Nadie pretende 
que estemos de acuerdo en esto, que forma parte de 
un viejo debate en el Uruguay, sino que lo que quere- 
mos es que se busque el mínimo común denominador 
a nuestras propuestas o los llamados consensos bási- 
cos. En definitiva, justamente lo que nosotros esta- 
mos votando hoy es un consenso básico o el mínimo 
común denominador que puedan tener todas nues- 
tras propuestas sobre la participación de unos y otros 
en los organismos de la educación. 


Con respecto a la lentitud o a la velocidad de los 
cambios, cabe destacar que se hacen muchas cosas, 
aunque no todas requieren iniciativa legislativa como 
en este caso, y hay muchas otras que faltan por ha- 
cer. La situación de la educación es complicada, no 
solo como resultado de los problemas que competen 
a las autoridades de la educación, sino por la masi- 
ficación de la educación secundaria -que es un fe- 
nómeno relativamente reciente-, la revolución en la 
información y en la cultura, y la incapacidad del sis- 
tema educativo de adaptarse completamente al ritmo 
de los tiempos. El clima de opinión en este sentido 
es fundamental, no porque no haya críticas sino por- 
que las mismas deben corresponder a un estado de 
ánimo político partidario en el que todos nos sinta- 
mos corresponsables de los logros y de los problemas 
que existen en la educación. El Uruguay ha tenido 
una tradición de corresponsabilidad de los Partidos 
Políticos Nacional y Colorado en el poder, y ahora el 
Gobierno busca, aunque tenga sus mayorías propias, 
esta corresponsabilidad en algunos temas, uno de los 
cuales es la educación. 


En síntesis, este consenso básico o acuerdo míni- 
mo sobre las autoridades del Codicén forma parte de 
un proceso de acuerdo más amplio, y la unanimidad 
de opiniones, tanto en lo que refiere al texto como a 
la modificación sugerida en el Senado por los repre- 
sentantes de la oposición, son una muestra de ello. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 58 de la Ley 
N* 18.437, de 12 de diciembre de 2008, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 58.- (Del Consejo Directivo Cen- 
tral).- El Consejo Directivo Central de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública estará integrado 
por cinco miembros, los que deberán poseer condi- 
ciones personales relevantes, reconocida solvencia 
y méritos acreditados en temas de educación y que 
hayan actuado en la educación pública por un lapso 
no menor de diez años. 


Tres de sus miembros serán designados por el 
Presidente de la República actuando en Consejo de 
Ministros, previa venia de la Cámara de Senadores, 
otorgada sobre propuestas fundadas, por un número 
de votos equivalentes a los tres quintos de sus 
componentes, elegidos conforme al inciso primero 
del artículo 94 de la Constitución de la República. 


Si la venia no fuera otorgada dentro del término de 
sesenta días de recibida su solicitud, el Poder Ejecutivo 
podrá formular propuesta nueva o reiterar su propues- 
ta anterior y, en este último caso, deberá obtener el voto 
conforme de la mayoría absoluta del Senado. 


Por el mismo procedimiento será designado de 
entre los propuestos por el Poder Ejecutivo el Presi- 
dente del Consejo Directivo Central, cuyo voto será 
computado como doble. 


Las designaciones deberán efectuarse al comienzo 
de cada período de gobierno y los miembros designa- 
dos permanecerán en sus cargos hasta tanto no ha- 
yan sido designados quienes les sucedan. 


En caso de vacancia definitiva, el cargo corres- 
pondiente será provisto en la forma indicada en los 
incisos anteriores. 


Los otros dos miembros serán electos por el cuer- 
po docente del Ente, según la reglamentación que 
oportunamente apruebe el Poder Ejecutivo. Durarán 
en sus funciones cinco años, pudiendo ser reelectos 
solamente por un período subsiguiente, debiendo 
para una nueva elección mediar por lo menos cinco 
años desde su cese. La elección estará a cargo de la 
Corte Electoral y se deberá realizar en el año anterior 
a las elecciones nacionales. 


Los Directores Generales de los Consejos de Edu- 
cación también integrarán de pleno derecho con voz 
y sin voto el Consejo Directivo Central”.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
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(Se vota:) 
- 25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comuni- 
cará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aproba- 
do, por ser igual al considerado.) 


10) DESIGNACIÓN DE MINISTROS DE TRIBU- 
NAL DE APELACIONES 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado pasa a 
considerar el asunto que figura en el tercer punto del 
Orden del Día: “Informe de la Comisión de Asuntos 
Administrativos referido al mensaje remitido por 
la Suprema Corte de Justicia, por el que solicita la 
aprobación correspondiente, de conformidad con 
lo establecido por el artículo 239 numeral 4 de la 
Constitución de la República, a fin de designar como 
Ministro del Tribunal de Apelaciones: 


- al doctor Cristóbal Nogueira Mello. 
Carp. N* 794/2012 - Rep. N* 520/2012 


- al doctor Edgardo Mateo Ettlin Guazzo. 
Carp. N* 789/2012 - Rep. N* 521/2012 


- al doctor Rolando Rubens Vomero Blanco. 
Carp. N* 793/2012 - Rep . N* 522/2012 


(Antecedentes: ) 


“Carp. N* 794/2012 
Rep. N* 520/2012 


PODER JUDICIAL 


Montevideo, 5 de marzo de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 


De nuestra mayor consideración: 


Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. a fin de 
llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de 
Justicia, de acuerdo a lo establecido por el Art. 239 
num. 4 de la Constitución de la República, solicita 
la aprobación para la designación del Dr. Cristóbal 
NOGUEIRA MELLO, para el cargo de Ministro de 
Tribunal de Apelaciones. 
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A tales efectos se remite adjunto al presente la re- 
solución de esta Corporación n” 144/2012, así como 
legajo personal y currículum vítae del Magistrado 
propuesto. 

Sin otro particular lo saludan muy atentamente. 
Doctor Daniel Gutiérrez, Presidente; Doctor 


Elbio Méndez Areco, Director General de Servicios 
Administrativos. 


Resolución SCJ N* 144/2012 
Montevideo, 5 de marzo de 2012. 
VISTO: 


el cargo vacante de Ministro de Tribunal de Ape- 
laciones; 


CONSIDERANDO: 


D que la Corporación ha decidido postular para 
ocupar la vacante mencionada al señor Juez Letrado 
de Primera Instancia del Trabajo de 11” turno, Dr. 
Cristóbal NOGUEIRA MELLO, en atención a su ac- 
tuación y méritos; 


ID el Dr. Nogueira integra la lista de jueces de 
su categoría mejor calificados, confeccionada por la 
Comisión Asesora de la Suprema Corte de Justicia 
(Acordadas n% 7407 y 7542); 


III) 1. en marzo de 1971 ingresó al Poder Judicial 
como funcionario administrativo, desempeñándose 
hasta octubre de 1979; 


2. Actividad jurisdiccional: ingresa en octubre 
de 1979 como Juez de Paz de la 13* Sección de Du- 
razno, en agosto de 1981 asciende a Juez de Paz de 
2* Categoría, desempeñándose en la 2* Sección de 
Durazno hasta setiembre de 1988, fecha en que fue 
designado Juez de Paz de Ciudad, en la 11* Sección 
de Canelones. En marzo de 1989 asciende a Juez de 
Paz Departamental de Flores, en noviembre de ese 
año asciende a Juez Letrado de Primera Instancia de 
Fray Bentos de 1” turno, cargo que desempeña hasta 
diciembre de 1993, en que es trasladado como Juez 
Letrado de Primera Instancia de Colonia de 2* tur- 
no, en setiembre de 1996 asciende a Juez Letrado 
Suplente de la Capital y finalmente en mayo de 1997 
fue designado Juez Letrado de Primera Instancia del 
Trabajo de 11” turno, cargo que desempeña hasta la 
fecha; 


3. registra asimismo, participación en diferentes 
eventos académicos, como surge del currículum pre- 
sentado; 
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IV) por las consideraciones expuestas, esta 
Corporación estima que el Sr. Magistrado propuesto 
reúne las condiciones necesarias para desempeñar el 
cargo para el cual se lo postula; 


ATENTO: 


a lo expuesto y de conformidad con lo establecido 
en el artículo 239 num. 4 de la Constitución de la 
República; 


LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
RESUELVE: 


1?.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores del 
Poder Legislativo, solicitando la venia correspondiente 
para designar al Dr. Cristóbal NOGUEIRA MELLO, 
como Ministro de Tribunal de Apelaciones. 


2”.- Remítase el currículum vítae presentado por 
el Sr. Magistrado. 


Doctor Daniel Gutiérrez, Presidente; Doctor 
Jorge Ruibal Pino, Doctor Jorge T. Larrieux, 
Doctor Jorge O. Chediak, Ministros. 
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Comisión de Asuntos Administrativos 
ACTA N? 41 


En Montevideo, el día dieciocho del mes de abril 
del año dos mil doce, a la hora trece y treinta y cinco 
minutos, en la Sala “Martín C. Martínez*”, se reúne 
la Comisión de Asuntos Administrativos de la Cámara 
de Senadores. 

Asisten sus miembros, señora Senadora Susana 
Dalmás y señores Senadores Pedro Bordaberry y Ro- 
dolfo Nin Novoa. 

Faltan con aviso la señora Senadora Lucía Topo- 
lansky y el señor Senador Gustavo Penadés. 

Preside su titular, señor Senador Rodolfo Nin Novoa. 

Actúa en Secretaría la Secretaria de la Comisión 
señora María Celia Desalvo y la Prosecretaria, señora 
Gloria Mederos. 

Iniciado el acto, se da cuenta de los siguientes 
asuntos entrados: 

1) CARPETA N* 830/2012. Mensaje de la Supre- 
ma Corte de Justicia por el que solicita la aprobación 
para la designación de la doctora Graciela Susana 
Gatti Santana para el cargo de Ministro de Tribunal 
de Apelaciones. Distribuido N”* 1304/2012. 

2) CARPETA N* 831/2012. Mensaje de la Supre- 
ma Corte de Justicia por el que solicita la aprobación 
para la designación del doctor Eduardo Nelson Ca- 
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valli Asole para el cargo de Ministro de Tribunal de 
Apelaciones. Distribuido N* 1305/2012. 

3) Nota remitida por el Poder Judicial reiterando 
las solicitudes de venia para designar a los doctores 
Edgardo Ettlin, Cristóbal Nogueira y Rolando Vomero 
como Ministros de Tribunal de Apelaciones, dado que 
la prolongada vacancia, está repercutiendo negativa- 
mente en la labor de los Tribunales respectivos. 

Inmediatamente se procede a considerar los si- 
guientes asuntos a estudio: 

1) CARPETA N* 476/2011. Mensaje del Poder 
Ejecutivo por el que reitera la solicitud de venia para 
destituir de su cargo, por la causal de omisión a los 
deberes del cargo, a un funcionario perteneciente al 
Inciso 07 “Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca”, Unidad Ejecutora 005 “Dirección General de 
Servicios Ganaderos”, Escalafón B, Grado 11, Serie del 
Cargo “Veterinaria”, Denominación del Cargo “Técnico 
IV”. Radicación departamento de Treinta y Tres. 
Distribuido N* 1237/2012. Se posterga su tratamiento. 

2) CARPETA N?* 804/2012. Mensaje del Poder Eje- 
cutivo por el que solicita venia para destituir de sus 
cargos, por la causal de ineptitud para el ejercicio del 
cargo, a cuatro funcionarios pertenecientes al Inciso 
05 “Ministerio de Economía y Finanzas”, Unidad Eje- 
cutora 007 “Dirección Nacional de Aduanas”. Distri- 
buido N* 1268/2012. Se posterga su tratamiento. 

3) CARPETA N* 789/2012. Mensaje de la Suprema 
Corte de Justicia por el que solicita la aprobación para 
la designación del doctor Edgardo Mateo Ettlin Guazzo 
para el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones. 
Distribuido N* 1242/2012. La Comisión aprueba proyec- 
to de resolución. Se vota: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMI- 
DAD. Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Rodolfo Nin Novoa, quien lo hará en forma verbal. 

4) CARPETA N?* 793/2012. Mensaje de la Supre- 
ma Corte de Justicia por el que solicita la aprobación 
para la designación del doctor Rolando Rubens Vo- 
mero Blanco para el cargo de Ministro de Tribunal de 
Apelaciones. Distribuido N* 1234/2012. La Comisión 
aprueba proyecto de resolución. Se vota: 3 en 3. Afir- 
mativa. UNANIMIDAD. Se designa Miembro Infor- 
mante al señor Senador Rodolfo Nin Novoa, quien lo 
hará en forma verbal. 

5) CARPETA N* 794/2012. Mensaje de la Suprema 
Corte de Justicia por el que solicita la aprobación para la 
designación del doctor Cristóbal Nogueira Mello para el 
cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones. Distribuido 
N* 1235/2012. La Comisión aprueba proyecto de 
resolución. Se vota: 3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Rodolfo Nin Novoa, quien lo hará en forma verbal. 

6) CARPETA N” 806/2012. Mensaje del Poder 
Ejecutivo por el que solicita venia para destituir de 
su cargo, por la causal de ineptitud física, a una 
funcionaria perteneciente al Inciso 02 “Presidencia 
de la República”, Unidad Ejecutora 008 “Oficina 
Nacional del Servicio Civil”, Programa 481 “Política 
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de Gobierno”, Escalafón C, Grado 12, -Denominación 
Administrativo III, Serie Administrativo. Distribuido 
N* 1281/2012. La Comisión adopta resolución. 
Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Rodolfo Nin Novoa, quien lo hará en forma verbal. 

A la hora catorce se levanta la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una 
vez aprobada, firman el señor Presidente y la señora 
Secretaria de la Comisión. 


Rodolfo Nin Novoa, Presidente; María Celia 
Desalvo, Secretaria.” 


“Carp. N* 789/2012 
Rep. N* 521/2012 


PODER JUDICIAL 


Montevideo, 13 de febrero de 2012. 


Señor Presidente de la 
Comisión Permanente 


De nuestra mayor consideración: 


Tenemos el agrado de dirigirnos a Ud. a fin de 
llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de 
Justicia, de acuerdo a lo establecido por el Art. 239 
num. 4 de la Constitución de la República, solicita 
la aprobación para la designación del Dr. Edgardo 
Mateo ETTLIN GUAZZO, para el cargo de Ministro 
de Tribunal de Apelaciones. 


A tales efectos se remite adjunto al presente la 
resolución de esta Corporación n* 61/2012, así como 
legajo personal y currículum vítae del Magistrado 
propuesto. 

Sin otro particular lo saludan muy atentamente. 
Doctor Daniel Gutiérrez, Presidente; Doctor 
Elbio Méndez Areco, Director General Servicios 
Administrativos. 

Resolución SCJ N* 61/2012 

Montevideo, 13 de febrero de 2012. 

VISTO: 


el cargo vacante de Ministro de Tribunal de Ape- 
laciones; 


CONSIDERANDO: 


D que la Corporación ha decidido postular para 
ocupar la vacante mencionada al señor Juez Letrado 
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de Primera Instancia en lo Civil de Quinto turno, Dr. 
Edgardo Mateo ETTLIN GUAZZO, en atención a su 
actuación y méritos; 


ID el Dr. Ettlin integra la lista de jueces de su 
categoría mejor calificados, confeccionada por la 
Comisión Asesora de la Suprema Corte de Justicia 
(Acordadas N% 7407 y 7542); 


II) 1. Actividad jurisdiccional: ingresa en 
setiembre de 1988 como Juez de Paz de la 8* Sección 
de Colonia, en mayo de 1989 asciende a Juez de 
Paz Departamental de Treinta y Tres, en noviembre 
de ese año asciende a Juez de Paz Departamental 
de Montevideo de 36” turno, cargo que desempeña 
hasta abril de 1991 en que asciende al cargo de Juez 
Letrado de Primera Instancia de Tacuarembó de 1% 
turno, en julio de 1993 fue trasladado como Juez 
Letrado de Primera Instancia de Rocha de 3% turno, 
en setiembre de 2000 pasa a desempeñarse corno 
Juez Letrado de Primera Instancia de Canelones 
de 2* turno hasta agosto de 2005 en que asciende 
a Juez Letrado Suplente de la Capital y finalmente 
en febrero de 2008 fue designado Juez Letrado de 
Primera Instancia en lo Civil de 5% turno, cargo que 
desempeña hasta la fecha: 


2. registra asimismo, participación en diferentes 
eventos académicos y realizó actividades de investi- 
gación y publicaciones, como surge del currículum 
presentado; 


IV) por las consideraciones expuestas, esta Corpo- 
ración estima que el Sr. Magistrado propuesto reúne 
las condiciones necesarias para desempeñar el cargo 
para el cual se lo postula; 


ATENTO: 


a lo expuesto y de conformidad con lo establecido 
en el artículo 239 num. 4 de la Constitución de la 
República; 


LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
RESUELVE: 


1?.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores 
del Poder Legislativo, solicitando la venia correspon- 
diente para designar al Dr. Edgardo Mateo ETTLIN 
GUAZZO, como Ministro de Tribunal de Apelaciones. 


2”.- Remítase el currículum vítae presentado por 
el Sr Magistrado. 


Doctor Daniel Gutiérrez, Presidente; Doctor 
Jorge Ruibal Pino, Doctor Jorge T. Larrieux, 
Doctor Jorge O. Chediak, Ministros.” 
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“Carp. N* 793/2012 
Rep. N* 522/2012 


PODER JUDICIAL 


Montevideo, 5 de marzo de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Contador Danilo Astori 


De nuestra mayor consideración: 


Tenemos el agrado de dirigimos a Ud. a fin de 
llevar a su conocimiento que la Suprema Corte de 
Justicia, de acuerdo a lo establecido por el Art. 239 
num. 4 de la Constitución de la República, solicita 
la aprobación para la designación del Dr. Rolando 
Rubens VOMERO BLANCO, para el cargo de Ministro 
de Tribunal de Apelaciones. 


A tales efectos se remite adjunto al presente la reso- 
lución de esta Corporación n” 145/2012, así como legajo 
personal y currículum vítae del Magistrado propuesto. 


Sin otro particular lo saludan muy atentamente. 


Doctor Daniel Gutiérrez, Presidente; Doctor 
Elbio Méndez Areco, Director General Servicios 
Administrativos. 


Montevideo, 5 de marzo de 2012. 
Resolución SCJ N* 145/2012 
VISTO: 


el cargo vacante de Ministro de Tribunal de Ape- 
laciones; 


CONSIDERANDO: 


D que la Corporación ha decidido postular para 
ocupar la vacante mencionada al señor Juez Letrado 
de Primera Instancia en lo Penal de 11” turno. Dr. 
Rolando Rubens VOMERO BLANCO, en atención a 
su actuación y méritos; 


ID) el Dr. Vomero integra la lista de jueces de su 
categoría mejor calificados, confeccionada por la 
Comisión Asesora de la Suprema Corte de Justicia 
(Acordadas n* 7407 y 7542); 


ID 1. Actividad jurisdiccional: ingresó en 
diciembre de 1984 como Juez de Paz de Ciudad en la 
5* Sección de Paysandú, en marzo de 1988 asciende a 
Juez de Paz Departamental de Tacuarembó, en junio 
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de 1989 asciende a Juez Letrado de Primera Instancia 
de Paysandú de 3* turno, cargo que desempeña hasta 
octubre de ese año en que es trasladado como Juez 
Letrado de Primera Instancia de Tacuarembó de 1” 
turno, en marzo de 1991 pasa a desempeñarse como 
Juez Letrado de Primera Instancia de Pando de 2* 
turno. En diciembre de 1993 asciende a Juez Letrado 
Suplente de la Capital, en junio de 1994 fue designado 
Juez Letrado de Menores de 1” tumo y finalmente en 
setiembre de 1996 fue trasladado como Juez Letrado 
de Primera Instancia en lo Penal de 10” turno, cargo 
que desempeña hasta la fecha; 


2. registra asimismo, participación en diferentes 
eventos académicos y actividad docente, como surge 
del currículum presentado; 


IV) por las consideraciones expuestas, esta Corpo- 
ración estima que el Sr. Magistrado propuesto reúne 
las condiciones necesarias para desempeñar el cargo 
para el cual se lo postula, 


ATENTO: 


a lo expuesto y de conformidad con lo establecido 
en el artículo 239 num. 4 de la Constitución de la 
República; 


LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
RESUELVE: 


1?.- Líbrese mensaje a la Cámara de Senadores 
del Poder Legislativo, solicitando la venia 
correspondiente para designar al Dr. Rolando 
Rubens VOMERO BLANCO, como Ministro de 
Tribunal de Apelaciones. 


2”.- Remítase el currículum vítae presentado por 
el Sr. Magistrado. 


Doctor Jorge Ruibal Pino, Doctor Jorge T. 
Larrieux, Doctor Jorge O. Chediak, Ministros.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión la Carpe- 
ta N* 794/2012, relativa a la designación del doctor 
Cristóbal Nogueira Mello. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: en pri- 
mer lugar, haré referencia a la Carpeta N* 794, 


Efectivamente, la Suprema Corte de Justicia se ha 
dirigido a la Cámara de Senadores, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 239, numeral 4, de la Cons- 
titución de la República, para solicitar la aprobación 
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para designar al doctor Cristóbal Nogueira Mello para 
el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones. 


El doctor Nogueira tiene 63 años, es doctor en De- 
recho y Ciencias Sociales, con título expedido por la 
Universidad de la República en 1988, y es un antiguo 
funcionario del Poder Judicial. Efectivamente, cuenta 
con 42 años de actuación en dicho Poder; fue funcio- 
nario administrativo desde 1971 a 1979, momento en 
que ingresa a su carrera judicial, siendo Juez de Paz 
Rural de la 13% Sección de Durazno. Luego, pasa a 
la 2da. Sección de Durazno como Juez de Paz de 1* 
Categoría, hasta 1988; después fue Juez de Paz de 
Ciudad de la 13* Sección de Canelones, Juez de Paz 
Departamental de Flores, Juez Letrado de lera. Ins- 
tancia de Primer Turno de Fray Bentos, Juez Letrado 
de lera. Instancia de Colonia, Juez Letrado Suplente 
desde 1996 a 1997 y Juez Letrado de Primera Instan- 
cia de Trabajo de 11* Turno, desde 1997, cargo en el 
que se desempeña actualmente. 


A su vez, ha realizado muchos cursos vinculados 
a la carrera judicial, como el curso de capacitación 
y actualización en diversas materias y talleres inter- 
disciplinarios realizados en el CEJU; cuenta con la 
asistencia a cursos realizados por el Programa de la 
Suprema Corte de Justicia y el Banco Interamericano 
de Desarrollo; fue participante como coordinador del 
taller en las 3as. Jornadas Uruguayas de Criminolo- 
gía, etcétera, además de ser integrante del Grupo de 
Jueces Laborales para estudios relacionados con la 
materia, desde el año 1997. 


La Comisión de Asuntos Administrativos ha re- 
suelto, por unanimidad, recomendar la solicitud rea- 
lizada por la Suprema Corte de Justicia para desig- 
nar al doctor Nogueira como Ministro del Tribunal de 
Apelaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo único.- Apruébase la solicitud formu- 
lada por la Suprema Corte de Justicia para designar 
en el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones, al 
doctor Cristóbal Nogueira Mello”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


- 17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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El Senado dará cuenta a la Suprema Corte de 
Justicia. 


En consideración la Carpeta N* 789/2012, relati- 
va a la designación del doctor Edgardo Mateo Ettlin 
Guazzo. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- El doctor Edgardo Mateo 
Ettlin Guazzo tiene 49 años de edad, 24 años en el 
Poder Judicial y es egresado de la Facultad de De- 
recho y Ciencias Sociales de la Universidad de la 
República. En 1988 ingresó a la Judicatura, y desde 
entonces cumplió funciones en la Magistratura ju- 
dicial, siempre en ascenso: como Juez de Paz de la 
8* Sección Judicial en Nueva Palmira, Juez de Paz 
Departamental de Treinta y Tres, Juez de Paz Depar- 
tamental de Montevideo, Juez Letrado de 1er. Turno 
de Tacuarembó, Juez Letrado de Rocha de 3er. Tur- 
no, Juez Letrado de Canelones de 2do. Turno, Juez 
Letrado Suplente de Montevideo, siendo actualmente 
Juez Letrado de Primera Instancia en lo Civil de 5% 
Turno en Montevideo. 


Asimismo, integra la lista de Jueces mejor califi- 
cados para ascensos en la carrera judicial en los años 
2002, 2003, 2004, 2008-2009 y 2010-2011. 


Es miembro de la Comisión Asesora en materia 
Civil, Comercial y Concursal de la Suprema Corte de 
Justicia. Ha intervenido en representación de la Su- 
prema Corte de Justicia y del Poder Judicial en pane- 
les, foros y eventos académicos varios. 


Publicó hasta el momento cinco libros: Zonas 
Francas, en 1989; Cómo dirigir y desempeñarse 
en Audiencias, en 1999; Procesos de Ejecución de 
Sentencias contra el Estado, en 2008; Violencia 
Doméstica. Régimen y abordaje jurídico de la mujer 
maltratada en ocasión de su vida afectiva, en 2009, y 
Una Justicia Eficiente, en 2010. 


Ha escrito y publicado, hasta la fecha, 69 artículos 
sobre temas de Derecho, principalmente en Derecho 
Público y Derecho Procesal, en diversas revistas y 
medios jurídicos de Uruguay, Argentina, Brasil, Perú 
y Colombia, y a través de Internet. Al respecto, se 
destacan innumerables publicaciones; varios de sus 
trabajos han sido publicados en la colección Doctrinas 
Magistrales, editado por La Justicia Uruguaya -La 
Ley Uruguay, en el año 2009. 


El doctor Edgardo Ettlin ha brindado diversas 
conferencias sobre temas de Derecho en Uruguay, 
Argentina, Brasil, Colombia y México. Varias de 
sus sentencias han sido publicadas en diversos 
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medios de Derecho y en la prensa. Sus estudios 
doctrinarios y pronunciamientos jurídicos han sido 
citados y comentados en trabajos especializados, así 
como también en fallos judiciales del Uruguay y del 
extranjero. 


Es integrante en forma honoraria de diversos Tri- 
bunales de Justicia Deportiva. Es miembro del Tribu- 
nal Nacional de Justicia Deportiva de la Organización 
Nacional de Fútbol Infantil, Presidente del Tribunal 
de Penas de las Divisiones A, E e I de la Liga Uni- 
versitaria de Deportes - Fútbol Mayores, y miembro 
titular del Tribunal de Penas de la Segunda División 
Profesional de la Asociación Uruguaya de Fútbol. 


Además de su formación académica y profesional, 
en la página 36 figuran, como corolario que llama la 
atención -todos los señores Senadores lo tienen en 
su poder-, los idiomas que habla, lee, escribe y com- 
prende: inglés, alemán, francés, portugués, italiano, 
latín y hebreo. 


Realmente, es uno de los currículos más impre- 
sionantes que hemos visto en la Comisión de Asuntos 
Administrativos -naturalmente habrá otros- y llama 
poderosamente nuestra atención. 


SEÑOR PASQUET.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR NIN NOVOA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el se- 
ñor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: con mu- 
chísimo gusto votaremos esta venia como lo hicimos 
con la anterior y lo haremos con la próxima. 


A nosotros también nos impresionó enormemente 
el currículo del doctor Ettlin y la enorme variedad de 
trabajos y libros publicados en muy diversas materias 
y la actividad de capacitación y perfeccionamiento 
permanente a que se ha abocado durante años. Tanto 
nos llamó la atención que nos preguntamos si hacien- 
do todo esto tiene el Juzgado al día, porque la primera 
obligación del Juez es cuidar su despacho. Hicimos las 
averiguaciones del caso y su Juzgado está perfectamen- 
te al día. Se podría decir que de los Jueces Civiles es el 
que está mejor en cuanto a la puntualidad en el cum- 
plimiento de sus obligaciones, lo que demuestra un 
desempeño profesional absolutamente extraordinario. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el se- 
ñor Senador Nin Novoa. 
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SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: entre 
otros méritos del doctor Ettlin encontramos que ha 
sido ex Presidente de la Comisión Departamental 
de Rocha de la Asociación de Magistrados del 
Uruguay, entre los años 1996 y 2000; ex Consejero 
de Redacción de Revista Jurídica Estudiantil; ex 
Secretario de Redacción e Integrante del Consejo de 
Redacción de la Revista Sentencia, de la Asociación 
de Magistrados del Interior; ganó un Primer Premio 
en el Concurso Editorial Acali de Trabajos Jurídicos, 
categoría Derecho Constitucional y Administrativo; a 
su vez, a lo largo de su carrera ha sido tutor de varios 
alumnos. 


La Comisión de Asuntos Administrativos, en base 
a las actuaciones del doctor Ettlin, ha resuelto por 
unanimidad votar afirmativamente su designación 
para el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo único.- Apruébase la solicitud formu- 
lada por la Suprema Corte de Justicia para designar 
en el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones, al 
doctor Edgardo Mateo Ettlin Guazzo”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
- 16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado dará cuenta a la Suprema Corte de 
Justicia. 


En consideración la Carpeta N* 793/2012, referi- 
da al doctor Rolando Rubens Vomero Blanco. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Nin Novoa. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: en este 
caso, se trata de la designación del doctor Rolando 
Rubens Vomero Blanco para el cargo de Ministro de 
Tribunal de Apelaciones. 


El doctor Vomero tiene 67 años de edad, es Doctor 
en Derecho y Ciencias Sociales, título expedido 
por la Facultad de Derecho de la Universidad de 
la República y cuenta con 24 años de trabajo en el 
Poder Judicial. Ha sido Juez de Paz de la 5* Sección 
Judicial del Departamento de Paysandú; Juez de Paz 
Departamental de Tacuarembó; Juez Letrado de 
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Primera Instancia de Paysandú de 3er. Turno; Juez 
Letrado de Primera Instancia de Tacuarembó de 
ler. Turno, que luego también pasó a ser de Primera 
Instancia en lo Penal, Menores y Aduanero; Juez 
Letrado de Primera Instancia en lo Penal y Menores 
de Pando de 2” Turno; Juez Letrado Suplente; Juez 
Letrado de Primera Instancia de Menores de ler. 
Turno, y Juez Letrado de Primera Instancia en lo Penal 
de 10” Turno, donde se desempeña actualmente. 


El doctor Vomero, entre los años 1989 y 1990, 
fue Presidente de la Asociación de Magistrados del 
Interior y, desde noviembre de 2011, se desempeñó 
como Vicepresidente de la Asociación de Magistrados 
del Uruguay. 


Entre sus actividades académicas y cursos 
realizados se pueden destacar trece cursos para 
jueces organizados por la Asociación de Magistrados 
del Interior a lo largo de todo el país, y diez jornadas 
en el extranjero. Asimismo, fue participante de 
muchísimas jornadas realizadas tanto en Uruguay 
como en el extranjero. Entre las realizas en el 
extranjero, encontramos: estudio del sistema judicial 
y correccional juvenil en la ciudad de Minneapolis, 
Minnesota, Estados Unidos; participación en el 2% 
Seminario teórico-práctico sobre la aplicación de la 
normativa internacional en el área de la Infancia y 
Adolescencia realizado en la ciudad de Porto Alegre, 
Brasil; participante y disertante por Uruguay en el 
Seminario sobre Procedimiento de investigación 
de productos químicos controlados realizado en el 
marco del Programa Subregional de Capacitación 
sobre Control y Fiscalización de Estupefacientes 
y Sustancias Psicotrópicas de Naciones Unidas, 
organizado por la Secretaría Nacional de Defensa 
Social de Bolivia, La Paz; participante en un 
seminario organizado por Naciones Unidas sobre 
Entrenamiento avanzado sobre el delito de lavado 
de dinero, en Santiago de Chile; participante del 
taller sobre sistemas penitenciarios organizados por 
Tlanud en San José de Costa Rica; participante en el 
estudio del sistema procesal penal de la República 
de Chile organizado en la ciudad de Santiago, 
República de Chile; participante del estudio sobre 
libertad asistida y formas de supervisarlas en Saint 
Paul, Minnesota, Estados Unidos; participante y 
disertante en el IV Encuentro Nacional de Jueces de 
Ejecución Penal en Mendoza, República Argentina. 


Asimismo, ha dictado numerosas clases para fun- 
cionarios policiales, así como sobre Procedimiento de 
Menores Infractores, dictadas en la Escuela de fun- 
cionarios del ex Iname. Fue coordinador en el Taller 
sobre el Procedimiento de Menores Infractores en el 
nuevo marco normativo, la ley de seguridad ciuda- 
dana del año 1996; coordinador en el Taller sobre el 
Procedimiento de Menores Infractores en el nuevo 
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marco normativo en la ciudad de Tacuarembó; diser- 
tante sobre “Respuestas judiciales a los adolescentes 
infractores”; disertante en el seminario organizado 
por el Centro de Estudiantes de Derecho y la Fun- 
dación de Cultura Universitaria en la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República, sobre la 
baja de la inimputabilidad; participante en semina- 
rios organizados por Naciones Unidas sobre lavado de 
dinero, fue panelista sobre violencia familiar; tutor, 
en varias oportunidades, de estudiantes y de aboga- 
dos que cursaban en el CEJU preparando su ingreso 
a la magistratura. 


La Comisión de Asuntos Administrativos, por ma- 
yoría, resuelve apoyar la solicitud de la Suprema Cor- 
te de Justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto de re- 
solución. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo único.- Apruébase la solicitud formu- 
lada por la Suprema Corte de Justicia para designar 
en el cargo de Ministro de Tribunal de Apelaciones, al 
doctor Rolando Rubens Vomero Blanco.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 

- 20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El Senado dará cuenta a la Suprema Corte de 
Justicia. 
11) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRA- 


CIÓN DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 25 de abril de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Presente 


De mi mayor consideración: 


He sido invitado para dictar la 11* Cátedra Raúl 
Prebisch en la Comisión Económica para América 
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Latina y el Caribe (Cepal) el próximo jueves 26 de 
abril. Por tal motivo solicito al Cuerpo me conceda li- 
cencia durante los días 25 de abril desde las 14 horas 
y 26 de abril, de acuerdo con el artículo lero, literal 
d) de la Ley N* 17.827. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente. 


Danilo Astori. Presidente del Senado” 


SEÑOR PRESIDENTE... Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 


En virtud de que estaré en uso de licencia a partir 
de la hora 14 del día de hoy, y a raíz de la licencia de 
la señora Senadora Topolansky, comunico que pasará 
a ocupar la Presidencia del Cuerpo durante el resto 
de la jornada el señor Senador Couriel. Por el día 26 
de abril lo hará la señora Senadora Topolansky. Opor- 
tunamente se convocará a los suplentes respectivos. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, abril 25 de 2012. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Ec. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 

A través de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia por razones personales por el día 26 de 
abril al amparo del artículo 1% de la Ley N* 17.827, de 
14 de setiembre de 2004. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente 
muy atentamente 


Rodolfo Nin Novoa. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 


- 18 en 19. Afirmativa. 
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Se comunica que los señores Héctor Lescano, 
Gustavo Guarino, Humberto Ruocco, Felipe Michelini, 
Antonio Gallicchio y Mariella Torello han presentado 
notas de desistimiento, informando que por esta vez 
no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por 
lo que queda convocado el señor Milton Antognazza, 
a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Montevideo, 25 de abril de 2012. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Cr. Danilo Astori 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente y de acuerdo a la Ley N* 17.827, 
de fecha 14 de setiembre de 2004, solicito a usted se 
me conceda licencia por motivos personales el día 26 
de abril del corriente año. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 
Rafael Michelini. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se conce- 
de la licencia solicitada. 


(Se vota:) 
- 18 en 19. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Felipe Michelini ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuer- 
po, por lo que queda convocado el señor Antonio Ga- 
llicchio, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


12) FUNDACIÓN TELETÓN URUGUAY 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en cuarto término del Orden del Día: 
“Proyecto de ley por el que se establece en beneficio 
de la Fundación Teletón Uruguay, un régimen de 
devolución del Impuesto al Valor Agregado incluido en 
las adquisiciones de bienes y servicios destinados a la 
construcción del Centro de Rehabilitación Regional de 
la ciudad de Fray Bentos. (Carp. N* 829/2012 - Rep. 
N* 519/2012)”. 


25 de abril de 2012 


(Antecedentes:) 


“Carp. N” 829/2012 
Rep. N* 519/2012 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La CÁMARA DE REPRESENTANTES de la Re- 
pública Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo único.- Otórgase a la Fundación Teletón 
Uruguay, un crédito por el Impuesto al Valor Agrega- 
do, incluido en las adquisiciones de bienes y servicios 
destinados a la construcción del Centro de Rehabili- 
tación Regional de la ciudad de Fray Bentos, departa- 
mento de Río Negro. 


El citado beneficio alcanzará a todas las adquisi- 
ciones realizadas con el referido destino, incluidas las 
anteriores a la vigencia de la presente ley y se ins- 
trumentará mediante certificados de crédito, en las 
condiciones que establezca la Dirección General Im- 
positiva. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 10 de abril de 2012. 


Jorge Orrico, Presidente; José Pedro Montero, 
Secretario. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Economía y Finanzas 
Montevideo, 8 de febrero de 2012. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a efectos de someter a su consideración el 
presente proyecto de ley por el que se establece en be- 
neficio de la Fundación Teletón Uruguay, un régimen 
de devolución del Impuesto al Valor Agregado inclui- 
do en las adquisiciones de bienes y servicios desti- 
nados a la construcción del Centro de Rehabilitación 
Regional de la ciudad de Fray Bentos. 


Exposición de motivos 
La Fundación Teletón Uruguay fue constituida 


en el año 2003 con el objeto de construir, poner 
en funcionamiento y mantener un Centro de 
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Rehabilitación Pediátrica. La misión de este Centro 
es la prestación de servicios que aseguren un enfoque 
integral y multidisciplinario de la habilitación y 
rehabilitación de niños y adolescentes, hasta 18 años 
de edad, con alteraciones del aparato locomotor, para 
que alcancen un nivel funcional óptimo desde el 
punto de vista físico, mental y social, en la búsqueda 
de mejorar su calidad de vida y una integración 
adecuada a la sociedad. 


La Fundación también tiene como cometidos la 
enseñanza, investigación y promoción de las técni- 
cas y formas de trabajo desarrolladas en el Centro, 
así como el asesoramiento a autoridades nacionales 
y coordinación de planes de acción con instituciones 
públicas y privadas. 


Dicha Fundación, está abocada desde hace un par 
de años, a la construcción de un Centro de Rehabili- 
tación Regional en la ciudad de Fray Bentos, departa- 
mento de Río Negro. 


En dicho Centro se atenderán niños del interior 
del país, lo que permitirá además de incrementar 
significativamente la cantidad de niños atendidos 
anualmente por la Fundación, mitigar el sacrificio 
económico y efectivo que realizan muchas familias 
del interior del país, que tienen que trasladarse 
a Montevideo para que sus hijos puedan ser 
atendidos. 


El referido Centro, contará con consultorios y uni- 
dades terapéuticas, como ser gimnasio de Fisiotera- 
pia, Terapia Ocupacional, Fonoaudiología, Hidrotera- 
pia, área para la maestra especializada e intervención 
psicosocial. 


En total, la superficie de construcción es de 
aproximadamente 1.400 metros cuadrados. 


El costo total de la obra, se estima en $ 53:000.000 
(cincuenta y tres millones de pesos), cifra que inclu- 
ye un monto muy significativo de Impuesto al Valor 
Agregado, superior a $ 8:700.000, (ocho millones se- 
tecientos mil pesos). 


La norma que se propone establece un régimen de 
devolución del Impuesto al Valor Agregado incluido 
en las adquisiciones de bienes y servicios destinados 
a la construcción del Centro de Rehabilitación Regio- 
nal de la ciudad de Fray Bentos. 


Existe un antecedente en la Ley N” 17.986, de 16 
de julio de 2006, por la cual se devolvió a la referida 
Fundación el Impuesto al Valor Agregado incluido en 
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la compras de bienes y servicios destinados a la cons- 
trucción del complejo Centro Nacional de Rehabilita- 
ción Pediátrico. 


Saluda al Sr. Presidente con la mayor considera- 
ción. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; 
Fernando Lorenzo. 


Proyecto de Ley 


ARTÍCULO ÚNICO.- Otórgase a la Fundación Tele- 
tón Uruguay, un crédito por el Impuesto al Valor Agre- 
gado (IVA), incluido en las adquisiciones de bienes y 
servicios destinados a la construcción del Centro de Re- 
habilitación Regional de la ciudad de Fray Bentos. 


El citado beneficio, alcanzará a todas las adquisicio- 
nes realizadas con el referido destino, incluidas las ante- 
riores a la vigencia de la presente ley y se instrumentará 
mediante certificados de crédito, en las condiciones que 
establezca la Dirección General Impositiva (DGD. 


Fernando Lorenzo. 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Hacienda 
Informe 
Señores Representantes: 


La Comisión de Hacienda recomienda por unani- 
midad al Cuerpo aprobar el presente proyecto de ley 
por el que se establece en beneficio a la Fundación 
Teletón Uruguay, un régimen de devolución del Im- 
puesto al Valor Agregado incluido en las adquisiciones 
de bienes y servicios destinados a la construcción del 
Centro de Rehabilitación Regional de la ciudad de 
Fray Bentos. 


La Fundación Teletón Uruguay, que fue 
constituida el 30 de mayo de 2002 y siendo 
aprobados sus estatutos el 17 de julio de 2003 como 
persona jurídica Número 9.403, Folio 20, Libro 18 
por el Ministerio de Educación y Cultura, tiene 
como misión la habilitación y rehabilitación de niños 
y adolescentes con alteraciones neuro-músculo- 
esqueléticas, entre O y 18 años de edad, empleando 
los más avanzados conocimientos científicos y 
tecnología de punta para que alcancen su nivel 
funcional máximo del punto de vista físico, mental 
y social a fin de mejorar su calidad de vida y una 
integración adecuada a la sociedad. Con la visión de 
ser una Institución de referencia nacional en cuanto 
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alos objetivos definidos en su misión, con un enfoque 
integral somato-psico-social, integrando la docencia 
e investigación como componentes fundamentales, 
define sus valores como compromiso con el paciente 
y su familia, excelencia profesional y servicio a la 
comunidad. 


El Poder Ejecutivo en su exposición de motivos 
del presente proyecto nos señala además que está 
abocada, desde hace un par de años, a la construcción 
de un Centro de Rehabilitación Regional en la ciudad 
de Fray Bentos, departamento de Río Negro, donde se 
atenderán niños del interior del país, lo que permitirá 
además de incrementar significativamente la cantidad 
de niños atendidos anualmente por la Fundación, 
mitigar el sacrificio económico y efectivo que realizan 
muchas familias del interior del país, que tienen que 
trasladarse a Montevideo para que sus hijos puedan ser 
atendidos. 


El Centro en cuestión, incluye consultorios y 
unidades terapéuticas, como ser gimnasio de fi- 
sioterapia, terapia ocupacional, fonoaudiología, 
hidroterapia, área para la maestra especializada e 
intervención psicosocial, abarcando una superficie 
de construcción aproximadamente de 1.400 metros 
cuadrados. 


Se estima que el costo total de la obra será de 
$ 53:000.000 (cincuenta y tres millones de pesos), 
cifra que incluye un monto muy significativo de 
Impuesto al Valor Agregado, superior a $ 8:700.000 
(ocho millones setecientos mil pesos). 


El proyecto consta de un único artículo por el que 
se otorga a la Fundación Teletón Uruguay, un crédito 
por el Impuesto al Valor Agregado (IVA), incluido en 
las adquisiciones de bienes y servicios destinados es- 
pecíficamente a la construcción del Centro de Reha- 
bilitación Regional de la ciudad de Fray Bentos. 


Establece, además, que el beneficio alcanzará a 
todas las adquisiciones realizadas con ese destino, in- 
cluidas las anteriores a la fecha en que este proyecto 
se transforme en ley. 


Dejamos constancia -tal como se vio en el trabajo 
en Comisión- que aprobaremos un crédito retroacti- 
vo, de modo que el IVA de todas aquellas adquisicio- 
nes de bienes y servicios que se hubieran hecho para 
la construcción de este Centro Regional puedan ser 
devueltas por la Dirección General Impositiva. 


Es importante recordar al Cuerpo que ya existe un 
antecedente en la Ley N” 17.986, de 16 de julio de 
2006, por la cual se devolvió a la referida Fundación 
el Impuesto al Valor Agregado incluido en las compras 
de bienes y servicios destinados a la construcción del 
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Complejo Centro Nacional de Rehabilitación Pediátri- 
co de Montevideo. 


Por lo expuesto y lo que todos vemos día a día en 
el avance, compromiso y trabajo de la Fundación Tele- 
tón Uruguay es que proponemos, en forma unánime 
al Cuerpo, la aprobación del presente proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 7 de marzo de 2012. 


Richard Sander, Miembro Informante, Alfredo 
Asti, Gustavo Bernini, José Carlos Cardoso, 
Jorge Gandini, Andrés Lima, Gonzalo Mujica, 
Pablo Pérez González, Ana Lía Piñeyrúa, Iván 
Posada, Alejandro Sánchez.” 
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Disposición citada 


Ley N? 17.986, 
de 16 de julio de 2006 


Artículo Unico.- Otórgase a la Fundación Teletón para la Rehabilitación 
Pediátrica, un «rédito por los Impuestos al Valor Agregado (IVA) y de 
Contribución al Financiamiento de la Seguridad Social (COFIS), incluidos en las 
adquisiciones de bienas y servicios destinados a la construcción del complejo 
Centro Nacional de Rehabilitación Pediátrico. 


El citado beneficio, alcanzará a todas las adquisiciones realizadas con el 
referido destino. incluidas las anteriores a la vigencia de la presente ley y se 
instrumentará ¡mediante certificados de crédito, en las condiciones que 
establezca la Dirección General Impositiva (DGl), 
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Comisión de Hacienda 
ACTA N* 57 


En Montevideo, el día veinte del mes de abril de 
dos mil doce, a la hora diez y cuatro minutos se reúne 
la Comisión de Hacienda de la Cámara de Senado- 
res. Asisten los señores Senadores miembros, Juan 
José Bentancor, Alberto Couriel, Francisco Gallinal, 
Rafael Michelini, Daniel Peña y Héctor Tajam. Faltan 
con aviso los señores Senadores José Amorín, Carlos 
Baráibar y Luis A. Heber quienes remiten nota justifi- 
cando su inasistencia. Concurren especialmente invi- 
tados, por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
Subdirector economista Jerónimo Roca, Coordinador 
General doctor Homero Guerrero y asesor de la Pro- 
secretaría doctor Rodolfo Perdomo; los especialistas 
en Derecho Tributario doctores Alberto Faget y Mario 
Ferrari Rey y doctora Andrea Chanquet; por la Co- 
misión de Legislación Tributaria del Colegio de Abo- 
gados del Uruguay, los doctores Mauricio Brikman y 
César Pérez Novaro y la doctora Alicia Seijas; por la 
Asociación Rural del Uruguay, Presidente ingeniero 
agrónomo José Bonica y Tesorero contador Héctor 
Álvarez. 

Preside el señor Senador Francisco Gallinal, Pre- 
sidente de la Comisión. Actúan en Secretaría la se- 
ñora Dinorah Amato, Secretaria de la Comisión y la 
señora Alicia Hackenbruch, Prosecretaria. 

Abierto el acto se procede a la toma de la versión 
taquigráfica, cuya copia dactilografiada luce en el 
Distribuido N* 1320/2012 que forma parte de la pre- 
sente Acta. 

Asuntos entrados: 

1) UNIDAD OPERATIVA CENTRAL DEL PLAN 
JUNTOS. Se incorpora al régimen de donaciones 
con tratamiento fiscal especial. Proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes. Carpeta 
N* 825/2012. Distribuido N* 1318/2012. 

2) FUNDACIÓN TELETÓN URUGUAY. CONS- 
TRUCCIÓN DEL CENTRO DE REHABILITACIÓN 
REGIONAL DE FRAY BENTOS. Se establece un 
régimen de devolución del Impuesto al Valor Agre- 
gado. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. Carpeta N” 829/2012. Distribuido 
N* 1317/2012. 

3) El Ministerio de Economía y Finanzas remite 
copia del compromiso para la expansión de los me- 
dios de pagos electrónicos asumido por los emisores 
de tarjetas de crédito. 

Asuntos considerados: 

1) NUEVO SISTEMA TRIBUTARIO. Ajustes. Pro- 
yecto de ley aprobado por la Cámara de Representan- 
tes. Carpeta N* 778/2012. Distribuido N* 1229/2012. 
Las delegaciones invitadas ingresan a Sala en el or- 
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den en el que fueran convocadas y el señor Presiden- 
te les da la bienvenida. 

El señor Subdirector de la Oficina de Planeamien- 
to y Presupuesto economista Jerónimo Roca realiza 
consideraciones generales sobre el proyecto de ley a 
estudio y responde a diversas interrogantes plantea- 
das por los señores Senadores presentes. 

La delegación integrada por los especialistas en 
Derecho Tributario realiza un análisis pormenorizado 
del articulado y entregan un memorándum que con- 
tiene modificaciones de redacción, para ser repartido 
entre los señores Senadores miembros. 

Los integrantes de la Comisión de Legislación Tri- 
butaria del Colegio de Abogados analizan el contenido 
del proyecto de ley, especialmente en lo relacionado 
al otorgamiento de facultades al Poder Ejecutivo. 

La Asociación Rural del Uruguay centra su expo- 
sición en el artículo 11 del proyecto de ley a estudio 
que trata sobre el Impuesto a la Enajenación de los 
Semovientes y del otorgamiento de un crédito fiscal 
por el importe efectivamente pagado por su concepto 
y entrega un memorándum para ser repartido entre 
los señores Senadores miembros. 

2) UNIDAD OPERATIVA CENTRAL DEL PLAN 
JUNTOS. Se incorpora al régimen de donaciones 
con tratamiento fiscal especial. Proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes. Carpeta 
N* 825/2012. Distribuido N* 1318/2012. 

En consideración: Se votan en bloque los artículos 
1? y 2”: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Héctor Tajam quien lo realizará en forma verbal. 

3) FUNDACIÓN TELETÓN URUGUAY. CONS- 
TRUCCIÓN DEL CENTRO DE REHABILITACIÓN 
REGIONAL DE FRAY BENTOS. Se establece un 
régimen de devolución del Impuesto al Valor Agre- 
gado. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. Carpeta N” 829/2012. Distribuido 
N* 1317/2012. En consideración: Se vota. Artículo 
Único: 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se designa Miembro Informante al señor Senador 
Francisco Gallinal quien lo realizará en forma verbal. 

Resoluciones: 

1) Comenzar el próximo jueves veintiséis del co- 
rriente con la consideración del proyecto de ley por el 
que se introducen ajustes al Nuevo Sistema Tributa- 
rio. A la hora doce y cuarenta y un minutos se levanta 
la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que fir- 
man el señor Presidente y la señora Secretaria de la 
Comisión. 


Francisco Gallinal, Presidente; Dinorah Amato, 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 


(Se lee.) 
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- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- El proyecto de ley en consi- 
deración responde a una iniciativa del Poder Ejecuti- 
vo -como corresponde en casos de exoneración de im- 
puestos-, que cuenta con media sanción y que refiere, 
como bien se ha expresado, a una exoneración de la 
que es objeto la Fundación Teletón Uruguay. 


Considero que no es del caso explicar a los inte- 
grantes del Cuerpo, porque bien la conocen, la im- 
portante labor social que esta institución viene desar- 
rollando en el Uruguay desde el año 2003. Además 
de lo que todos conocemos, tiene como cometido la 
enseñanza, investigación y promoción de técnicas y 
formas de trabajo. 


Desde hace ya dos años, la Fundación está abocada 
a la construcción de un Centro de Rehabilitación Re- 
gional en la ciudad de Fray Bentos, departamento de 
Río Negro. En ese Centro, como se explica en la expo- 
sición de motivos, se atenderá a niños del interior del 
país, lo que permitirá incrementar significativamente 
la cantidad de pacientes atendidos anualmente por la 
Fundación, así como mitigar el sacrificio económico 
y efectivo que realizan muchas familias del interior 
cuando tienen que trasladarse a Montevideo para que 
sus hijos puedan ser atendidos. 


La superficie de construcción es de aproximada- 
mente 1.400 metros cuadrados. El Centro va a contar 
con consultorios y unidades terapéuticas, como Gim- 
nasio de Fisioterapia, Terapia Ocupacional, Fonoau- 
diología, Hidroterapia, área para la maestra especiali- 
zada e intervención psicosocial. 


El costo total de la obra se estima en $ 53:000.000, 
lo que incluye un monto de Impuesto al Valor Agrega- 
do superior a los $ 8:700.000. Por el alcance de esta 
norma, ese monto tendrá un régimen de devolución 
de Impuesto al Valor Agregado, que también abarcará 
la adquisición de bienes y servicios destinados a la 
construcción del Centro. 


Por ese motivo, señor Presidente, la unanimidad 
de los integrantes de la Comisión de Hacienda se per- 
mite aconsejar al Cuerpo la aprobación del proyecto, 
de manera que con su promulgación se transforme en 
ley y se pueda aportar así a la muy importante obra 
social que sin duda va a significar este nuevo Centro 
de Rehabilitación en el interior del país. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo único.- Otórgase a la Fundación Te- 
letón Uruguay, un crédito por el Impuesto al Valor 
Agregado, incluido en las adquisiciones de bienes y 
servicios destinados a la construcción del Centro de 
Rehabilitación Regional de la ciudad de Fray Bentos, 
departamento de Río Negro. 


El citado beneficio alcanzará a todas las adquisi- 
ciones realizadas con el referido destino, incluidas las 
anteriores a la vigencia de la presente ley y se ins- 
trumentará mediante certificados de crédito, en las 
condiciones que establezca la Dirección General Im- 
positiva”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

- 19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado, por ser igual al considerado.) 


13) UNIDAD OPERATIVA CENTRAL DEL PLAN 
JUNTOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en quinto término del Orden del 
Día: “Proyecto de ley por el que se incorpora al régi- 
men de donaciones con tratamiento fiscal especial a 
la Unidad Operativa Central del Plan Juntos. (Carp. 
N* 825/2012 - Rep. N* 518/2012)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N* 825/2012 
Rep. N* 518/2012 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


La CÁMARA DE REPRESENTANTES de la Re- 
pública Oriental del Uruguay, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


Proyecto de Ley 


Artículo 1”.- Agrégase al artículo 79 del Título 4 
del Texto Ordenado 1996, el siguiente numeral: 


“5) La Unidad Operativa Central del Plan Juntos”. 


Artículo 2”.- La referencia al Texto Ordenado 
1996 contenida en el artículo anterior, se considera 
realizada a las normas legales que le dieron origen. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 10 de abril de 2012. 


Jorge Orrico, Presidente; José Pedro Montero, 
Secretario. 


PODER EJECUTIVO 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 14 de diciembre de 2011. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Cr. Danilo Astori 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitirle 
el presente proyecto de ley, por el que se conceden 
beneficios 
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tributarios a quienes realicen donaciones a la Unidad 
Operativa Central del Plan Juntos. 


Saluda al Sr. Presidente con la mayor considera- 
ción. 


JOSÉ MUJICA, Presidente de la República; 
Eduardo Bonomi, Luis Almagro, Fernando 
Lorenzo, Eleuterio Fernández Huidobro, 
Ricardo Ehrlich, Enrique Pintado, Roberto 
Kreimerman, Eduardo Brenta, Jorge Venegas, 
Tabaré Aguerre, Héctor Lescano, Nelson 
Loustanau, Graciela Muslera, Daniel Olesker. 


Exposición de Motivos 


La Ley N* 18.829 de 24 de octubre de 2011, refe- 
rente a Emergencia Socio-Habitacional, Plan Juntos, 
en su artículo 22, establece que se agrega dentro de 
las entidades que pueden recibir donaciones con tra- 
tamiento fiscal especial a la Unidad Operativa Cen- 
tral del Plan Juntos. 


Por este sistema los contribuyentes de Impuesto a 
las Rentas de las Actividades Económicas IRAE o del 
Impuesto al Patrimonio, pueden obtener un beneficio 
fiscal que consiste en imputar como pago a cuenta 
del Impuesto a las Rentas de las Actividades Econó- 
micas, (IRAE), o del Impuesto al Patrimonio, el 75% 
del monto donado. El 25% restante, podrá ser compu- 
tado como gasto deducible en la liquidación del IRAE. 


Por su parte la Ley N” 18.834 (Ley de Rendición 
de Cuentas) de 4 de noviembre de 2011, en su artícu- 
lo 270 modificó el régimen de donaciones especiales, 
modificando en particular el artículo 79 del Título 4 
del TO 96, norma que establece la nómina de las en- 
tidades comprendidas en el beneficio, y en cuya re- 
dacción no se incluye a la Unidad Operativa Central 
del Plan Juntos. 


Dado que la Ley N* 18.834, es posterior de la Ley 
N* 18.829, se genera la situación no deseada por el 
Legislador por la cual la entidad antes mencionada, 
queda fuera del listado de entidades que pueden re- 


cibir donaciones en el régimen del beneficio fiscal. 


Mediante el presente proyecto de ley se corrige la 
situación antes planteada. 


Fernando Lorenzo, Enrique Pintado. 
Proyecto de Ley 


ARTÍCULO 1".- Agrégase al artículo 79 del Título 
4 del Texto Ordenado 1996, el siguiente numeral: 


5) “La Unidad Operativa Central del Plan Juntos”. 


440-C.S. 


ARTÍCULO 2”.- La referencia al Texto Ordenado 
1996 contenida en el artículo anterior, se considera 
realizada a las normas legales que le dieron origen. 


Eduardo Bonomi, Luis Almagro, Fernando 
Lorenzo, Eleuterio Fernández Huidobro, 
Ricardo Ehrlich, Enrique Pintado, Roberto 
Kreimerman, Eduardo Brenta, Jorge Venegas, 
Tabaré Aguerre, Héctor Lescano, Nelson 
Loustanau, Graciela Muslera, Daniel Olesker. 
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Comisión de Hacienda 
Informe 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión asesora recomienda aprobar el 
presente proyecto ley que tienen los señores Dipu- 
tados a consideración. El mismo es remitido por el 
Poder Ejecutivo y tiene como objetivo permitir que las 
empresas que realicen donaciones al programa Plan 
“Juntos” puedan incorporarse al régimen de donacio- 
nes especiales. 


La Ley N” 18.829, de 24 de octubre de 2011, re- 
ferente a Emergencia Social Habitacional, Plan “Jun- 
tos”, en su artículo 22, establece que se agrega den- 
tro de las entidades que pueden recibir donaciones 
con tratamiento fiscal especial a la Unidad Operativa 


Central del Plan “Juntos”. 
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Por este sistema los contribuyentes del Impuesto a 
las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE) o del 
Impuesto al Patrimonio, pueden obtener un beneficio 
fiscal que consiste en imputar como pago a cuenta del 
impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas 
(IRAE), o del Impuesto al Patrimonio, el 75% del 
monto donado. El 25% restante podrá ser computado 
como gasto deducible en liquidación del IRAE. 


Por su parte la Ley N” 18.834 (Ley de Rendición 
de Cuentas) de 4 de noviembre de 2011, en su artícu- 
lo 270 modificó el régimen de donaciones especiales, 
modificando en particular el artículo 79 del Título 4 
del Texto Ordenado 1996, norma que establece la nó- 
mina de las entidades comprendidas en el beneficio, 
y en cuya redacción no se incluye a la Unidad Opera- 
tiva Central del Plan “Juntos”. 


Dado que la Ley N” 18.834 es posterior de la Ley 
N”* 18.829, se genera la situación no deseada por el 
Legislador por el cual la entidad antes mencionada, 
queda fuera del listado de entidades que pueden re- 
cibir donaciones en el régimen del beneficio fiscal. 


Mediante el presente proyecto de ley se corrige la 
situación antes planteada. 


Sala de la Comisión, 7 de marzo de 2012. 


Alejandro Sánchez, Miembro Informante; Alfredo 
Asti, Gustavo Bernini, José Carlos Cardoso, 
Jorge Gandini, Gonzalo Mujica, Pablo Pérez 
González, Ana Lía Piñeyrúa, Iván Posada, 
Richard Sander.” 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 18.829, 
de 24 de octubre de 2011 
Artículo 22. (Donaciones especiales).- Agrégase al artículo 79 del Título 


4 del Texto Ordenado 1996, el siguiente literal: 
"P) La Unidad Operativa Central del Plan Juntos”. 


441-C.S. 


442-C.S. 
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Ley N* 18.834, 
de 4 de noviembre de 2011 


Artículo 270.- Sustitúyese el artículo 79 del Título 4 del Texto Ordenado 
1996, en la redacción dada por el artículo 3? de la Ley N” 18.083, de 27 de 
diciembre de 2006, por el artículo 1? de la Ley N* 18.628, de 10 de diciembre 
de 2009, y por los artículos 787, 788 y 789 de la Ley N* 18.719, de 27 de 
diciembre de 2010, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 79.- Donaciones especiales. Entidades.- Se encuentran 
comprendidas en el beneficio establecido por el artículo precedente, 
las donaciones destinadas a: 


1) Educación primaria, secundaria y técnico profesional: 


A) Establecimientos públicos de educación primaria, de educación 
secundaria, de educación técnico-profesional y de formación 
docente, Consejos de Educación Secundaria y de Educación 
Técnico-Profesional y los servicios que integren el Consejo de 
Educación Inicial y Primaria, equipos técnicos universitarios 
interdisciplinarios, que funcionen en el marco de proyectos 
dirigidos a mejorar la calidad educativa, previamente estudiados y 
aprobados por las autoridades pertinentes. La Administración 
Nacional de Educación Pública informará respecto de la 
conveniencia y distribución de los proyectos que se financien con 
las donaciones incluidas en el presente literal. 


B) Instituciones privadas cuyo objeto sea la educación primaria, 
secundaria, técnico- profesional, debidamente habilitadas y que 
atiendan efectivamente a las poblaciones más carenciadas. 

2) Educación terciaria e investigación: 


A) La Universidad de la República y las fundaciones instituidas por la 
misma. 


B) Universidad Católica del Uruguay. 
C) Universidad de Montevideo. 

D) Universidad ORT Uruguay. 

E) Universidad de la Empresa. 

F) Instituto Universitario CLAEH. 
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G) El Instituto de Investigaciones Biológicas Clemente Estable y la 
Fundación de Apoyo al Instituto Clemente Estable, 


H) Fundación Instituto Pasteur. 
1) Instituto Antártico Uruguayo. 
3) Salud: 


Aj La construcción de locales o adquisición de útiles, instrumentos y 
equipos que tiendan a mejorar los servicios de las entidades con 
personería jurídica dedicadas a la atención de personas en el 
campo de la salud mental, que hayan tenido una actividad mínima 
de cinco años ininterrumpidos a la fecha de recibir donación. 

B) La Comisión Honoraria de Administración y Ejecución de Obras 
de las Colonias de Asistencia Psiquiátrica "Doctor Bernardo 
Etchepare" y "Doctor Santin Carlos Rossi". 

C) La Fundación Teletón Uruguay para la rehabilitación pediátrica. 

D) La Fundación Peluffo Giguens de apoyo al niño con cáncer. 

E) La Fundación Álvarez - Caldeyro Barcia. 
F-) La Fundación Porsaleu. 
(3) La Comisión Honoraria de Lucha contra el Cáncer. 


H) La Asociación Nacional para el Niño Lisiado Escuela Franklin 
Delano Roosevelt. 


El Ministerio de Salud Pública informará respecto de la 
conveniencia de los proyectos que se financien con las donaciones a 


estas instituciones. 


4) Apoyo a la niñez y la adolescencia: 

A) El Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 
B) La Fundación Niños con Alas. 

C) Aldeas Infantiles S.O.S. 

D) Asociación Civil Gurises Unidos. 


Los proyectos declarados de fomento artístico cultural, de acuerdo 


con lo establecido por el artículo 239 de la Ley N* 17.930, de 19 de 


diciembre de 2005, se seguirán rigiendo por dicha ley y sus 
modificativas”. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee.) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor 
Senador Tajam. 


SEÑOR TAJAM.- Este proyecto, que la Comisión 
de Hacienda del Senado aprobó por unanimidad y 
que ya tiene media sanción de la Cámara de Repre- 
sentantes, reincorpora la Unidad Operativa Central 
del Plan Juntos al régimen de donaciones con trata- 
miento fiscal especial. 


Como se recordará, la Ley N” 18.829, de 24 de oc- 
tubre de 2011, referente a la emergencia socio-habi- 
tacional y conocida como Plan Juntos, en su artículo 
22 ya había establecido la posibilidad de que la Uni- 
dad Operativa Central del Plan Juntos pudiera recibir 
donaciones bajo regímenes especiales por los cuales 
se pueden descontar porcentajes del Impuesto a la 
Renta de las Actividades Económicas o del Impuesto 
al Patrimonio. 


Luego, la Ley N” 18.834 de Rendición de Cuentas, 
de 4 de noviembre de 2011, en su artículo 270 mo- 
dificó el régimen de donaciones especiales, en parti- 
cular el artículo 79 del Título 4 del Texto Ordenado 
1996, pero en esa redacción no se incluyó a la Unidad 
Operativa Central del Plan Juntos. 


A través de este proyecto de ley, se establece que 
la Unidad Operativa Central del Plan Juntos se re- 
incorpore a la posibilidad de recibir donaciones con 


estos beneficios. 


En consecuencia, solicitamos al Cuerpo la aproba- 
ción de este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la 
palabra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo 1%. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 


ni).- “Artículo 1”.- Agrégase al artículo 79 del Título 4 
del Texto Ordenado 1996, el siguiente numeral: 
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“5) La Unidad Operativa Central del Plan 


” 3 


Juntos”. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

- 19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2". 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Hugo Rodríguez Filippi- 
ni).- “Artículo 2”.- La referencia al Texto Ordenado 
1996 contenida en el artículo anterior, se considera 
realizada a las normas legales que le dieron origen”. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 


- 19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se co- 
municará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancio- 
nado por ser igual al considerado.) 


14) POSTERGACIÓN DE LOS NUMERALES 
SEXTO Y SÉPTIMO DEL ORDEN DEL DÍA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde considerar 
el asunto que figura en sexto término del Orden del 
Día. 


SEÑORA MOREIRA.- Pido la palabra para una 
moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la seño- 
ra Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señor Presidente: la 
Miembro Informante de este proyecto de ley es la 
señora Senadora Topolansky, quien además ha visitado 
y conoce la situación del Liceo N* 52, pero dado que 
se encuentra en uso de licencia voy a solicitar que 
se postergue el tratamiento de este punto hasta la 
primera sesión ordinaria del mes de mayo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
presentada por la señora Senadora Moreira. 
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(Se vota:) 
- 16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Correspondería pasar a sesión secreta para tratar 
el siguiente punto del Orden del Día. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Pido la palabra para una 
moción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
Senador. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Señor Presidente: este 
punto fue puesto en el Orden del Día debido a la 
proximidad del vencimiento del plazo reglamentario. 
Si bien hay un informe parcial de uno de los miem- 
bros integrantes de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos, que es el señor Senador Penadés, dado que 
él no se encuentra en Sala en este momento y que 
el plazo para su consideración vence el 23 de mayo, 
solicito que se postergue hasta la primera sesión ordi- 
naria del próximo mes. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción 
presentada. 


(Se vota:) 
- 16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


En definitiva, ambos puntos se incluirán en la pri- 
mera sesión ordinaria del mes de mayo. 


15) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asun- 
tos a considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 11 y 48 minutos, presidiendo 
el señor Danilo Astori y estando presentes los 
señores Senadores Baráibar, Dalmás, Fernández, 
Gallo Imperiale, Martínez Huelmo, Michelini, 
Montiel, Moreira (Constanza), Nin Novoa, 
Pintos, Rosadilla, Rubio, Solari, Tajam y Viera.) 
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